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Honorable Doctor:

Como consecuencia del nombramiento fechado 27 de noviembre de 2014 recaído en
mí, procedÍ a asesorar el trabajo de tesis de ta Bachiller PAOLA BETSABÉ BOLAñOS
PINEDA, intitulado'LA NECESIDAD DE UNIFICAR Y ESTABLECER EL JUtCtO ORAL COMO
LA VÍA PROCEDENTE EN LA RESOLUCION DE CONTROVERSIAS RELATIVAS A LA
COMPETENCIA DESLEAL EN MATERIA MERCANTTL': se modificó el título por considerarlo
necesario y así guarde relación con el contenido de la tesis el cual quedó así 'JUlClO ORAL,
LA VIA IDONEA PARA RESOLVER CONTROVERSIAS DE COIVPETENCIA DESLEAL". EN
observancia al Artículo 31 del Normativo para Ia Elaboración de Tesis de Licencialura en
Ciencias Jurídicas y Socíales y del Examen General Público, se le efectuaron a la sustentante
las observaciones perlinentes, las cuales una vez discutidas con el nombrado fueron atendidas
puntualmente, motivo por el cual emito el siguiente:

DICTAMEN

a.

b

Contenido científico y técnico de la tesis de la bachi er PAOLA BETSABÉ BOLAñOS
PINEDA, realizó una contribución científica al derecho mercantil se puede verjficar en
las técnicas y métodos ut¡lizados en el contenido de la presente investigación de
trabalo.

Respecto a la metodología y técnicas de investigación utilizadas, se advierte que los
métodos empleados por la aspirante han sido el inductivo, el cual utilizó para arrrbar la
comprobación de la hipótesis y su conclusión discursiva; el deductivo que le sirvió para
realtzar la exposición de contenido en el informe, específicamente para destacar la
necesidad de establecer el juicio oral como la via procedente para dirimir controversias
de competencia desleal en materia mercantil.

La redacción se observó adecuada pues se utiliza un lenguale jurídico y a la vez
comprensible en cada uno de los capÍtulos desarrollados.



MsC. Rosa María López Yuman
Abogada y Notaria

21 calle 7-70 z. 1

Teléfono 2426-7 079

d Contribución científica, el trabajo está integrado por cuatro capítulos, en los cuales hace
una exposición adecuada de las generalidades que fundamentan el Derecho Mercantil,
el Derecho de competencia y la competencia desleal como parte de la dinámica
jurídica, económica y social de Guatemala, el proceso judicial civil y mercantil, asi como
la necesidad de establecer que la acción procesal de competencia desleal en materia
mercantil sea tramitada por la vía oral, destacando los beneficios que esta disposición
legal representa tanto para las partes como para los órganos jurisd iccionales.

En cuanto a la conclusión discursiva la bachiller PAOLA BETSABE BOLAÑOS PINEDA
manifiesta que las relaciones que se desarrollan en el marco mercantil se caracter¡zan
por su adaptabilidad, rapidez y poco formalismo, por lo cual es necesario ajustar la
acción procesal a estas pa rt¡cularidades y establecer el juicio oral como Ia via
procedente para conocer, tramitar y resolver las controversias relativas a la
competencia desleal en materia mercantil, por cuanto este proceso de conocimiento,
grac¡as a la inmediación, oralidad, celeridad y economía procesal, atiende a las
necesjdades e intereses de los agentes económicos involucrados, propiciando la pronta
y cumplida administración de lusticia al caso concreto, y en consecuencia, la adecuada
tutela de los derechos de los individuos y de la colectividad.

f. Bibliografía utilizada ha sido las fichas bibliográficas y la observación científica, Io cual
se denota con la cita de diversos autores tanto nacionales e internacionales,
resguardando el derecho de autor, elemento que ha servido de base para sustentar el
tema tratado y por ende el desarrollo del mismo.

Pertinente resulta agregar que no soy pariente de la nombrada estudiante dentro de los
grados de ley, por lo que con total objetividad se aprecia que el trabajo de tesis en cuestión,
reúne los requisitos legales prescr¡tos, razón por la cual, emito DICTAMEN FAVORABLE, a
efecto de que el mismo pueda continuar el trámite correspond iente.

Atentamente.
' /-) /
/1¡tÜ

MsC. Rosa Maria Lffiez Yuman
Abogada y Notaria

Col 5626
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PRESENTACIÓN

El presente traba]o surgió de una investigación cualitativa, basada en principios

hermenéuticos, empleando el método de recolección de información, datos científicos

e históricos, así como del análisis de la legislación vigente, guatemalteca y extranjera;

con el propósito de establecer los aspectos fundamentales que tanto doctrinaria como

legalmente regulan las relaciones comerciales en el ámbito específico de la libre

competencia, la competencia desleal y sus implicaciones en materia procesal.

Dicha indagación se desarrolla dentro del derecho mercantil sustantivo y adjetivo

guatemalteco, como rama del derecho privado, y se realizó en un período comprendido

entre los meses de enero a junio del año dos mil catorce. Es necesario hacer notar

que, por la misma naturaleza del tema, este exige un estudio a nivel nacional, el cual,

por razones cientificas e investigativas, se delimitó al municip¡o de Guatemala,

departamento de Guatemala.

De tal manera, este documento investigativo t¡ene como propósito dar a conocer, en

forma sencilla y clara, Ia necesidad de establecer el luicio de conocimiento oral como la

vía procedente para dirimir las controversias derivadas de la competencia desleal en

materia mercant¡l; el cual se logra a través del estudio de la doctrina, la legislación y el

análisis de casos concretos conocidos, tramitados y resueltos por los tribunales de

justicia.

El aporte académico que se logró con el presente trabajo estr¡ba en: la necesidad de

establecer que la acción procesal de competencia desleal en materia mercant¡l sea

tramitada por la vía oral, destacando los beneficios que esta dispos¡ción legal

representa tanto para las partes como para los órganos jurisdiccionales en la

adm¡nistración de justicia a los casos concreios; resguardando así los derechos de los

agentes económicos que part¡c¡pan en la economía nacional. En esta necesidad se

fundamenta este trabajo para presentar una soluciÓn que se adapte a la realidad

iurídica y económ¡ca social guatemalteca.



HIPÓTESIS

El tema del presente trabajo de investigación se originó del estudio de la legislación

vigente relativa a la acción procesal en materia de competencia desleal, misma que

establece el juicio de conocimiento ordinario como la vía procedente para la solución

de dichas controversias.

De acuerdo a ciertos aspectos de orden cualitativo y dependiente, se estableció que

dicha vía procesal no era la más adecuada para la tramitación. conocimiento y

resolución de estos conflictos, por cuanto esta no guarda compatibilidad con las

características del derecho mercantil y principios que lo inspiran, así como los

principios del derecho procesal civil y mercantil; por lo que es necesaria una reforma a

la legislación con el propósito de someter estos conflictos a conocimiento de una

autoridad competente a través de un proceso ludicial idóneo.

Para generar la anterior hipótesis se

disposiciones legales en materia de

sustantivo como adjetivo, así como los

observables a través de la experiencia

clase de controversias.

tomaron como objeto de investigación las

competencia desleal tanto en su aspecto

aspectos indicadores directamente medibles y

en los tribunales de justicia que conocen esta

Para la presente investigación se hizo uso de una hipótesis de tipo general y

descriptivo, y la representatividad de la muestra utilizada, es decir, los juzgados de

primera instancia civil del municipio de Guatemala, departamento de Guatemala,

constituye el 35.7o/o frente del unrverso establecido.



COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS

Al analizar los diversos cuerpos legales y doctrinas relativas a la competencia desleal y

su respectiva acción procesal, se pudo comprobar que es necesaria la implementación

del juicio de conocimiento oral para conocer las controversias derivadas de la

competencia desleal, por cuanto este proceso opera congruentemenle con los

principios y característ¡cas que ¡nsp¡ran al derecho mercantil, así como con los

principios procesales de inmediación, concentración, oralidad y economía procesal que

prevalecen en el mismo.

Dicha hipótesis fue validada satisfactoriamente a través del método estad ístico

aplicado al análisis de datos proporcionados por el Organismo Jud¡cial, así como el

método ind uctivo-deductivo para el análisis de |os hechos y obtención de conclusiones,

el método analítico para estudiar la problemática desde diversos puntos de vista, y el

método sintético para integrar drchos componentes y estudiarlos en su totalidad.

A través del procedimiento legislativo correspond iente, la implementación del juicio oral

favorecería a los agentes económicos involucrados en el proceso y a los órganos

ju risd icciona les, en contraposición a la disposición legal vigente que establece el

proceso ordinario como la vía para su tramitación, conocimiento y resolución. Además,

inc¡diría posit¡vamente en el cumplimiento de uno de los deberes con stitucio nales del

Estado: garantizar la justicia a los habitantes de la República.
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INTRODUCCION

Al observar los principios que inspiran el derecho mercantil y, sus respectivas

ca racterísticas, es posible establecer que esta particular rama del derecho privado

tiene por objeto propiciar un ambiente de mercado en el cual las interacciones se

desarrollen de manera libre, rápida, poco formalista, eficiente y jurídicamente segura;

lo cual favorezca las necesidades e intereses de los agentes económicos que en ellas

participan.

Sin embargo, del análisis de la legislación vigente y de la actividad de los tribunales de

justicia nacionales en materia mercantil (específicamente en controversias de

competencia desleal), se evidencia un proceso de conocimiento que se caracteriza por

ser prolongado, oneroso e ineficaz para la misma naturaleza de las relaciones que se

buscan proteger y reg ular.

Dentro de los objetivos específicos de esta investigación se fijó: establecer, con base a

datos estadísticos, la eficiencia de la actuación de los órganos jurisd iccio na les en

casos concretos de competencia desleal; determinar las ventajas del proceso de

conocimiento oral en materia mercantil en contraposición a la vía ordinaria y analizar

en juicio oral las controversias relativas a la competencia desleal en maleria mercantil,

objetivos que, a través de la investigación doctrinaria y análisis de expedientes

judiciales, fueron alcanzados satisfactoriamente.

La hipótesis que se manejó en el desarrollo del presente trabajo se basa en la
necesidad de establecer el juicio oral como la vía procedente en la resolución de

controvers¡as relativas a la competencia desleal en materia mercantil, atendiendo a las

caracterÍsticas del derecho mercantil y principios que Io inspiran, así como Ios

principios del derecho procesal civil y mercantil de legalidad, celeridad, dispositivo,

contradicción y economía procesal.

(i)



El presente trabajo de investigaciÓn aborda el estud¡o de dicha problemática en cuatro

capítulos. el primero, aborda los aspectos generales del derecho mercantil; el segundo,

contiene el desarrollo de Ia libre competencia y competencia desleal; el tercero,

establece las generalidades del proceso c¡vil y mercantil; y, el cuarto, estudia la acción

procesal de competencia desleal en materia mercantil, la dinámica dentro de la

act¡vidad jurisdiccional nacional y presenta una propuesta para la solución de la misma.

El contenido de esta investigación se fundamenta en teorías elaboradas y sometidas a

estud¡o por autores tanto nacionales como inte rnaciona les, dotando al contenido de

cal¡dad c¡entíf¡ca, así como de integración en la diversidad de puntos de vista

Se tomó en cons¡deración el método científico con el objetivo de obtener

conoc¡mientos válidos y así contrastarlos con la hipÓtesis. A su vez, se recurrió al

método analítico para estud¡ar el derecho mercantil como rama del derecho pr¡vado, y

al método deductivo para determinar, a partir de la doctrina y el derecho comparado,

las consecuencias que estas disposiciones legales producen dentro del derecho

mercantil guatemalteco y en la economÍa nacional; así como para destacar la

neces¡dad de establecer el ju¡cio oral como la vía idónea para dirimir controvers¡as de

competencia desleal en materia mercantil. La técnica de investigación utilizada fue la

documental y el estudio comparativo.

La importancia de esta exposición radica en establecer la necesidad de alustar la

acción procesal de competencia desleal a las particula ridades que presentan las

relaciones mer6antiles, a f¡n de que el Estado atienda las necesidades e intereses de

los agentes económicos involucrados; propiciando la pronta y cumplida administración

de justicia al caso concreto y, en consecuenc¡a, Ia adecuada tutela de los derechos de

los individuos y de la colectividad.

(ii)



CAPíTULO I

1. Aspectos generales del derecho mercantil

1.1 Definición del derecho mercantil

Desde épocas primitivas, la persona humana ha manifestado la inevitable necesidad de

relacionarse con individuos de su misma espec¡e para lograr la satisfacciÓn de

necesidades básicas comunes (alimento, refugio, protección frente a los peligros que

representaban para ellos las bestias, los fenómenos naturales y grupos rivales; entre

otras), procurando así la unidad y cooperación entre los miembros del grupo para

poder asegurar la sobrevivencia del género humano.

La evolución de la persona humana como ser social conlleva al desarrollo de diversas

actividades que generan conflicto en la agrupación. Como consecuencia, se hace

necesaria la creación de ciertos parámetros de conducta con el propósito de que

dichas relaciones se realicen dentro de un marco armónico; así como para formular

soluciones a las controversias derivadas de ellas. De estas interacciones sociales y la

necesidad de su regulación surge el Derecho.

Leonel Armando López Mayorga cita a Luis Recaséns Siches, quien define el Derecho

como ".. . un conjunto de normas elaboradas por los hombres, bajo el estímulo de

determinadas necesidades sentidas en su vida social, y con el propÓsito de satisfacer

esas necesidades en su existencia colectiva, de acuerdo con unos específicos valores



(justic¡a, dignidad de la persona humana, autonomia y libertad individuales, igualdad,

bienestar social, seguridad, etc.)".1

"El Derecho, como ciencia normativa, se encarga de estudiar las formas que la

sociedad adopta para imponerle límites a la conducta humana intersub.jetiva, sean

éstas de carácter legal, consuetud inarias o de costumbre, jurisp rudenciales o

contractuales". 2 (sic)

La ciencia del Derecho se divide en ramas, cada una de las cuales tiene por objeto el

conoc¡miento de un ámbito específico de relaciones sociales, y de cuyo estudio nacen

principios, teorías de pensamiento, instituciones y normas juridicas que coadyuvan a la

interpretación, aplicación y desarrollo de dichas interacciones. Es importante resaltar

que esta división atiende únicamente al análisis científico del Derecho, el cual busca

una profundización más adecuada de las relaciones que Se examinan, por cuanto estas

ramas se encuentran ligadas entre sí, por el hecho de pertenecer a un m¡smo

ordenamiento jurídico legal. Al respecto, Villegas Lara expresa: "...y así, cada

manifestación de la vida del hombre, considerada desde el ángulo del Derecho, se ve

afectada por una rama jurídica específ¡ca, lo cual genera las especialidades de los

diversos derechos particulares, s¡n olvidar que entre ellos existe interdependencia. . . ".3

Atendiendo a la materia de la presente investigación, para formular una defin¡ción de

derecho mercantil eS necesar¡o considerar: el área de Derecho a la cual pertenece

1 López Mayorga, Leonel Armando. lntroducc¡ón al estud¡o del Derecho l. Pá9. 27.
2 Villegas Lara, René Arturo. Derecho mercant¡l guatemalteco, Tomo l. Pá9. 1.
3 tbid.
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bienestar social, seguridad, etc.)".1

"El Derecho, como ciencia normativa, se encarga de estudiar las formas que la

sociedad adopta para imponerle límites a la conducta humana intersubjetiva, sean

éstas de carácter legal, consuetud inarias o de costumbre, jurisp rudenciales o
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principios, teorías de pensamiento, instituciones y normas juridicas que coadyuvan a la

interpretación, aplicación y desarrollo de dichas interacciones. Es importante resaltar

que esta división atiende únicamente al análisis científico del Derecho, el cual busca

una profundización más adecuada de las relaciones que Se examinan, por cuanto estas

ramas se encuentran ligadas entre sí, por el hecho de pertenecer a un m¡smo

ordenamiento jurídico legal. Al respecto, Villegas Lara expresa: "...y así, cada

manifestación de la vida del hombre, considerada desde el ángulo del Derecho, se ve

afectada por una rama juríd¡ca específ¡ca, lo cual genera las especialidades de los

diversos derechoS particulares, S¡n olvidar que entre ellos existe interdependencia... ".3
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(aspecto que será tratado más adelante), los sujetos o personas comprendidas en esta

clase de actividades, el ámbito en que se desarrollan estos vinculos, así como el

propósito de las mismas. Diversos autores han creado definiciones que engloban el

quehacer del derecho mercantil, atendiendo: al momento histórico y.iurídico social en

que desarrollan sus estudios; a las teorías imperantes de la época, a la legislaciÓn

vigente y a la imporiancia de ciertos elementos, tales como:

. "... parte del ordenamiento privado que regula a los empresarios mercantiles y su

estatuto, así como a la actividad externa que aquellos desarrollan por medio de

una empresa".a Es importante destacar Ia empresa mercantil, misma que en la

legislación guatemalteca está regulada dentro de las cosas mercantiles, y que se

reputa como el bien mueble a través del cual se materializa la actividad lucrativa

del comerciante, ya sea este jurídico individual o jurídico colectivo.

. "El derecho mercantil de hoy estudia la actividad profesional del comerciante; los

medios que facilitan la circulación de las mercancías; los bienes o cosas

mercantiles (empresa, títulos de crédito, mercancías), las reglas del comercio

nacional e internacional; la propiedad induskial; los procedimientos para reclamar

la solución de un conflicto de intereses...".5 Este autor abarca los contenidos que

desarrolla el actual Código de Comercio de Guatemala, proveyendo de esta

manera una visión más completa del derecho mercantil en la legislación

guatemalteca.

4 Vásquez Mart¡nez, Edmundo. lnst¡tuciones de
s V¡llegas Lara. Op. Cit. Pá9. 2.

derecho mercantil. Pá9. 17.
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"Por el hecho de ser el comercio una relación entre personas, y poner en juego

intereses de orden económico, necesita de normas que lo regulen: el con.iunto de

éstas forma el derecho mercantil".6 (sic) El interés económico y el comercio

sobresalen como elementos de esta definición, los cuales apuntan a una práctica

que comprende: "La producción de bienes y servicios y ponerlos a disposición del

consum¡dor, constituyen los actos principales del comercio..."7; y alienden

directamente a la preexistencia de una necesidad y la intención de su satisfacción

más la obtención de una ganancia o beneficio, denominado como lucro.

El jurista francés Georges Ripert lo deflne como "... la parte del Derecho privado

que regula las operaciones jurídicas hechas por los comerciantes, sea entre ellos,

sea con sus clientes. Estas operaciones se refieren al ejercicio del comercio y por

esta razón se denominan actos de comercio. Pero teniendo en cuenta que

accidentalmente uno de esos actos puede ser ejecutado por una persona que no

sea comerciante, el Derecho Comercial regula también tales actos sin

consideración a la persona de su autor".8 (sic) En este caso, Ripert considera en

su enunciado la participación de personas comerciantes como no comerciantes

en las actividades de giro mercantil, a lo cual la legislación guatemalteca

denomina como negocio mixto, disposición en la cual se configura el principio de

atracción, ".. . bajo el entendido de que si una de las partes es comerciante, la

6 V¡cente y Gella, Agustín. lntroducción al derecho mercant¡l comparado. Pá9. 13.
7 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 2.
I Zea Ruano, Rafael. Lecciones de derecho mercantil. Pá9. 34.
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legislación mercantil "atrae" al no comerciante, para efectuar efectos iurídicos sin

que el particular adquiera la calidad de comerciante".e

Es criterio de la sustentante definir el derecho mercantil como un área específica de las

ciencias jurídicas, doctr¡nar¡amente clasificada dentro del derecho privado; cuyo estudio

se enfoca en la manifestaciones de conducta que afectan la vida de los seres humanos

en el ámbito comercial; integrada por principios, doctrinas, corrientes de pensamiento y

disposiciones legales protectoras de intereses privados; llegándose a conformar un

complejo andamiaje de carácter regulatorio para d¡chas relaciones, el cual permita su

desarrollo armónico y apegado a la ley.

1.2 Evolución h¡stórica del derecho mercant¡l

Para comprender de melor manera la naturaleza y esenc¡a del derecho mercantil eS

necesar¡o conocer brevemente su desarrollo a través del tiempo.

. Edad Antigua: En esta etapa histórica, el comercio surge espontáneamente de los

usos y prácticas de los comerc¡antes. Las civilizaciones y grupos soc¡ales no

cuentan con una sistematización jurídica prop¡amente establecida como tal, no

ex¡ste distinción entre las diversas ramas del Derecho que se desarrollaron

posteriormente. En su lugar, las actividades se ven ajustadas a un conjunto único

de disposiciones de carácter obl¡gatorio.

ehttp://es.sl¡deshare.neUcamiladazai ¡ntroduccin-alderecho-comercial-leonardo-espinosa-qu¡ntero (7 de
junio de 2015).
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"El Derecho mercantil, con su fisonomía caracteríStica, es mUy moderno, las relaciones

comerciales entre los hombres son, sin embargo, tan antiguas como la Humanidad

misma, () Egipto, cuyo comerc¡o no sólo inter¡or, s¡no tamb¡én exter¡or

(principalmente con la lndia) debió ser, en op¡nión de Pardessus, importantísimo (..)

siguiendo a Herodoto, podemos cons¡gnar que un Faraón autor¡zó a los mercaderes

griegos, que llegaban en expediciones, a ser juzgados, en las controversias que

surgieran entre ellos, por sus prop¡os jueces ...".10 (sic)

"Los persas, con sus conquistas impulsaron el comercio en Asia, estableciendo vías de

comunicación más seguras hacia los mercados que iban abriendo".l1

"Los griegos fueron los que generalizaron el uso de la moneda acuñada para facilitar la

realización de las operaciones comerciales".l2 Asimismo, contaron con reglas que

delimitaban las operaciones derivadas del comercio maritimo, tal es el caso del

préstamo a la gruesa ventura (institución considerada como antecedente del contrato

de seguro) y "... las ''Leyes Rodias", (...) una compilación de usos del comercio

marítimo, tuvieron gran difusión y fueron luego adoptadas por el derecho romano".13

Los fenicios, asentados en el Mediterráneo oriental, tamb¡én destacaron en las

actividades comerciales. Aprovecharon las características geografías de su territorio

costero estableciendo puertos, y explotaron el recurso maderero para la construcción

de embarcaciones. "Por ello mismo, debido a lo accidentado del terreno y a la escasez

10 Vicente y Gella. Op. C¡t. Pá9. '17.

11 Ramírez Valenzuela, Alejandro. Derecho mercantil y documentación. Pá9. 19.
1, lbid. Pá9. 19.
13 Vásquez Martínez. Op. Cit. Pá9. '19.
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de tierra de cultrvo, los Fenicios trataron de obtener en el mar el espacio y sustento que

la geografia les negaba; se hicieron excelentes marineros, grandes colonizadores y

comerciantes emprendedores, poniendo en relacion, por vez primera quizas en la

historia, los productos y cultivos de Oriente y Occidente".la (sic)

El derecho romano contó, dentro de la estructura jurídica general, con disposiciones

especiales para las actividades comerciales, teniendo como eiemplos '... normas sobre

responsabilidad de los barqueros, hosteleros y posaderos, sobre la echazón y la avería

y sobre el cambio marítimo, entre otras".15

. Edad Media: Se da el nacimiento y la autonomía del derecho mercantil a través

de la organización de comerciantes y mercaderes en corporaciones. Además.

"Esas corporaciones se regían por sus "estatutos", en los que se recogieron las

costumbres que ellos mismos habían venido practicando (. .. ) Los estatutos no

sólo contenían reglas de Derecho que regulaban el comercio, los derechos y

obligaciones del comerciante, sino también organizaron una jurisd¡cción propia

para la solución de sus controversias".l6 En consecuencia, "...e| Derecho

mercantil quedaba así automáticamente reducido a un conjunto de reglas

aplicables exclusivamente a determinada clase social".17 (sic) Como aportes

importantes pueden mencionarse: la letra de cambio, el contrato de seguro, el

fortalecimiento de varias formas mercantiles de sociedad y el origen de la

sociedad en comandita simple.

14 http://www. historialuniversal.com/2010/03/cultura-fen¡cia. html (17 de junio de 2015).
15 Ramírez Valenzuela. Op. C¡t. Pá9. 19.
16 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 8.
17 Vicente y Gella. Op. Cit. Pá9. 14.
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. Edad Moderna: En esta, el descubrimiento de América "...constituye una

consecuencia del expansionismo mercantilista europeo (. .. ) La principal vía de

comunicación siguió siendo el mar, y la legislación mercantil ¡nsistió en seguirse

dando para ese tráfico".18

"Fue en el siglo XV (... ) cuando la vida económica en Europa tomó gran auge, siendo

en esta época cuando comenzó a adquirir forma la legislación mercantil, ya que a

medida que se intensificaba la actividad mercantil, se presentaba la necesidad de

reglamentarla, siendo este el origen del Derecho Mercantil".le (sic)

En el caso de Guatemala. durante el período colonial, el comercio se desarrollÓ bajo

los preceptos conten¡dos en las Ordenanzas de Bilbao, a través de la Real Cédula de

11 de diciembre de 1743. Al respecto, se expresa. "...el Gobierno español erigió en

Guatemala el Consulado de Comercio y dispuso en la misma cédula de erección que

rigieran las Ordenanzas de Bilbao... La cédula (...) importó la separación de la justicia

mercantil de los Tribunales comunes, reservando a Jueces especiales el conocimiento

de los negocios de comercio; esa misma cédula prestó también el servicio de dar a

éste leyes propias y adecuadas a su naturaleza".2o (sic)

Posteriormente: "El movimiento codificador se generaliza (...) hasta llegar finalmente al

Código Francés de 1807, promulgado por Napoleón y que sirvió de ejemplo a los

18 lbid. Pá9. 9.
]e Ramírez Valenzuela. Op. Cit. Pá9. 19.
20 Vásquez Martínez. Op. Cit. Pá9. 20.



demás paises que a través de todo el siglo XIX van emitiendo sus Códigos, entre ellos

Guatemala que publica el suyo en 1877".21

. Edad Contemporánea. Este período histórico inicia con la Revolución Francesa

en el año 1789 hasta el presente. Con relación a la situación jurídico polít¡ca de

Guatemala, el 15 de septiembre de 1821 Centro América alcanza su

independencia política, pero no por ello dejaron de tener vigencia las leyes de

España en este territorio. Durante el gobierno de Mariano Gálvez se intentaron

suplir las leyes españolas por los Códigos de Livingston, los cuales consistían en

normas referentes al comercio redactadas para el Estado de Luisiana, en Estados

Unidos de América. Respecto al recibimiento que esta legislación tuvo en

Guatemala, Villegas Lara indica: "El hecho de haberse formulado esos códigos

para pueblos de idiosincrasia diferente, dio como resultado una resistencia de los

destinatarios, lo que les restó positividad".22 Se debe entender por positividad a la

aplicación de disposiciones legales de manera coactiva a los habitantes de

determinado territor¡o y su cumplimiento obligatorio por parte de estos.

En el gobierno de Rafael Carrera, su actitud conservadora representó una paralización

para el sistema jurídico mercantil, ya que se adoptó nuevamente la legislación

española, con la salvedad de que sería de manera transitoria.

La Revolución Liberal de 1871 significó el impulso suficiente para una renovación

legislativa. Para la creación del Código de Comercio de 1877 se consultaron los

?1 lbid. Pá9.'19.
22 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 12



cód¡gos español, francés, mexicano y chileno, adoptando reformas de acuerdo a las

circunstancias y necesidades comerciales guatemaltecas. "El Código fue emitido en

Decreto suscrito por el Presidente Justo Rufino Barrios, entró en vigor el '15 de

sept¡embre de 1877 y se mantuvo vigente con algunas mod¡ficaciones hasta la

refundición de 1942".23 Este cuerpo normativo observa una tendencia objetiva, es

decir, reconoce la importancia de la ley en beneficio de las cosas y transacciones.

Asimismo, en relación al enjuiciamiento mercantil, establece la vía por medio de la cual

Se conoceria Ia controversia atendiendo al valor del negocio: si este no excedía de los

quinientos pesos, se conocería en el juicio verbal, si el valor sobrepasaba los

quinientos, se regularía y fijaría el juicio a través del cual se conoceria. (Artículos 1'1 , 12

y '13 de la Ley de Enjuiciamiento Mercaniil de 1877).

En cuanto a la legislación procesal civil y mercantil, esta inicia con el Decreto

Gubernativo Número 176 del B de marzo de 1877, Código de Procesamiento Civil,

durante el gobierno liberal de Justo Rufino Barrios y Auyón. Posteriormente, en 1934,

durante el gobierno de Jorge ubico, el Decreto Legislativo 2009 de Guatemala, código

de Enjuiciamiento Civil y Mercantil, sustituyó el anterior Código de Procesamiento Civil.

En 1942, la legislación mercantil sufre un camb¡o al emitirse un nuevo Código de

Comercio, el cual, al igual que su predecesor, es de corte objet¡vo y consiste

básicamente en modificaciones parciales realizada al anterior cuerpo normativo.

23 Vásquez Mart¡nez. Op. c¡t. Pá9. 12.
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Durante el gobierno de facto de Enrique Peralta Azurd¡a, este: "...designó en 1960 una

comisión integrada por los abogados Mario Aguirre Godoy, Carlos Enrique Peralta

Méndez y José Morales Dardón, para preparar un nuevo código.. . "24, quienes

sometieron a análisis la sistemática del Código de Procedimiento Civil de Argentina

(elaborada por el jurista uruguayo Eduardo Juan Couture), así como "...la comparación

con leyes vigentes en esa época, como los códigos procesales en materia civil de ltalia,

España (con énfasis en este derecho), México (El Federal y de los estados de

Chihuahua y Distrito Federal) y otras leyes. .. ".25

La reforma de este Código atendió a la discordancia existente entre el cuerpo

normativo anterior y la evolución de las instituciones .jurídicas, así como la

imperatividad de adecuación de dicha legislación en función de procurar la

administración de justicia pronta y cumplida; por lo que se hizo necesario adaptarla a

las circunstancias propias de Guatemala en dicho momento histórico. El Decreto Ley

Número 107, Código Procesal Civil y Mercantil, el cual aún se encuentra vigente, está

compuesto por seis libros, 635 artículos y tres artículos que contienen disposiciones

finales. Cada libro de este Código está dividido por títulos, cada uno de los cuales

desarrolla un contenido específico.

En 1970, la tendencia subjetiva del derecho mercantil (la cual se enfoca a la regulación

de la actividad de los comerciantes) se ve plasmada en el nuevo y aún vigente Código

de Comercio de Guatemala, ". .. hecho ley por el decreto 2-7 0 del 28 de enero de 1970,

'?4 Gordillo Galindo, Mario Estuardo. Derecho procesal civ¡l guatemalteco. Aspectos generales de
los procesos de conocimiento. Pá9. 9.

25 lbid.
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sancionado y promulgado et 9 de abr¡l del mismo año y (...)entró en vigencia el 1o. de

enero de 1971" .26 Es importante mencionar que este código guarda íntima similitud

con su homólogo hondureño, ya que ambos fueron parte del proyecto de unificación

legislativa comercial a nivel centroamericano denominado Mercado Común

Centroamericano, iniciativa derivada de la Organrzación de Estados

Centroamericanos (ODECA) en el año de 1952. A través de ella, se instauraron

programas de cooperación para Centroamérica en áreas relativas a la administración

pública y la producción industrial. Además, tenía como finalidad la viabilización del

tráfico comerc¡al en dicha región.

El Decreto número 2-70 sirvió como medio para el mejoram¡ento de Ia sistematización

de la legislación mercantil, lo cual se evidencia en la incorporación de ciertas

innovaciones e instituciones, tales como la factura cambiaria y el traslado de ciertos

contratos mercantiles regulados en el Código Civil (fideicomiso, edición, radiodifusión o

representación escénica) al Código de Comercio de Guatemala. Sin embargo, la

legislación guatemalteca en materia mercantil no se reduce únicamente al Código,

pues existe una serie de leyes ordinarias que regulan aspectos específicos de la esfera

comercial, entre otras. las leyes bancarias, de propiedad industrial, de seguros,

operaciones bursátiles y derechos de autor.

. Situación actual del derecho mercantil: El Derecho es una ciencia cambiante,

influenciada por las transformaciones y conflictos que surgen en la sociedad y, en

su caso particular, el derecho mercantil es un fiel reflejo de los intereses

26 Vásquez Martínez. Op. Cit. Pá9. 21.
12



económ¡cos y de la dinámica social. "Este Derecho está vinculado, en la forma

más caracter¡zada, con el sistema capitalista. Sus crisis, sus renovaciones, la

complejidad de sus contradicciones se manifiesta en el contenido de sus

normas".27 lsic)

lnicralmente puede establecerse que, en tanto que el derecho mercantil promueve la

libertad individual (y por consiguiente, la libertad de contratación), este se encuentra

sujeto únicamente a la voluntad de las partes contratantes. "Sin embargo, en la

primera m¡tad del siglo XX y ya para finalizar la segunda, se practicÓ la idea de limitar

la autonomia de la voluntad (. ) y de hacer que el Estado interviniera como sujeto de

actividades comerciales".2s Este intervencionismo estatal se vio de manera absoluta en

los países socialistas, influyendo de tal manera que se consideró que el derecho

mercantil "...estaba destinado a desaparecer, para convertirse en un Derecho

Administrativo Mercant¡|, para el dia en que el Estado fuera el único sujeto que

practicara el comercio".2e (sic)

Posteriormente a la extinción de la Unión Soviética, se trazan nuevas líneas teóricas y

prácticas para el derecho mercantil, tomando como base: "'1. Retirar al Estado de la

función de sujeto comerciante, 2. Que en el desarrollo del comercio no haya

monopolios ni privilegios; y,3. Adaptar la legislación nacional a la práctica de una

economía mundial globalizada".30

27 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 9.

'?8 
lb¡d. Pá9. 10.

2e lbid.
30 lbid.



Dichos fundamentos se encuentran contemplados en el código de comercio de

Guatemala, tal es el caso del Artículo 13, cuyo precepto despoja al Estado, sus

entidades y demás instituciones de ser comerciantes; pero pudiendo eiercer

actividades comerciales, las cuales se limitan a aquellas que sean de interés público y

necesarias para el cumpl¡miento de su fin: la realización del bien común. Asimismo, el

Artículo 361 tiende a proteger la libre competencia a través de la prohibición de

monopolios, atendiendo a la igualdad entre consumidores. En último lugar, la

regulación contenida en el CÓdigo de Comercio, relat¡va a las cosas mercantiles y a las

obligaciones y contratos mercant¡les, se caracteriza por requerir formalidades mínimas

para la creación y celebración de los mismos, facilitando la circulación, la

internacionalización y la globalización de dichos negocios.

Es criterio de la sustentante señalar que el ConJunto de circunstancias legales que

establece el Código de Comercio prop¡cia condiciones favorables y adecuadas para el

desarrollo de actividades comerciales, mismas que precisan de celeridad para el

tráfico; flexibilidad; libertad de entrada y salida del mercado; regulación de las

relaciones de competitividad entre productores y protecc¡ón de los intereses del

consumidor o usuario; entre otras. No por ello se abandona la seguridad jurídica que

debe revestir todas y cada una de las obligaciones que surian de ellas, lo cual

repercute y se refleja de manera positiva en: el ejercicio profesional del comercio

consciente y conforme a Derecho; crecimiento a nivel empresarial e industrial;

estabilidad económica y un mercado atractivo para la inversión extranjera; desarrollo

del comerciO dentro un marco de libre y decorosa competencia; entre otras, generando

mayores oportunidades de desarrollo económico social para la población.
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1.3 El derecho mercantil como área de derecho privado

Con la intención de facilitar el conocimiento del Derecho, Ios doctrinarios y estudiosos

del Derecho han clasificado las diferentes ramas jurídicas en dos grandes áreas:

derecho público y derecho privado. Esta s¡stematización obedece a la mayor o menor

intervención estatal en las relaciones sociales, sin ignorar que el Estado (a través de la

soberanía que le es delegada por el pueblo) es el único ente con potestad para crear

disposiciones legales que sean de observancia general y cumplimiento obligatorio para

los habitantes de un territorio determinado, a través de las cuales se norme la conducta

de estos. En consecuencia, el Estado interviene en todas las relaciones sociales a

través de la instauración de un ordenamiento jurídico vigente.

El derecho mercantil se ubica en el área del derecho privado, por cuanto las relaciones

que surgen en este ámbito (así como los derechos y obligaciones que nacen de ellas)

Se dan de acuerdo a los intereses entre particulares, permitiendo al Estado una mínima

intervención: eminentemente normativa en su fase sustantiva y una función

jurisdiccional en su fase procesal.

De la misma forma, la naturaleza del derecho mercantil puede establecerse de acuerdo

a los sujetos involucrados en dicha rama jurídica. Al respecto, se establece que: "La

relación jurídica en Derecho Mercantil es una relación de Derecho Privado; los

extremos de la mencionada relación son personas particulares, esto eS ninguno de

ambos extremos es sujeto de soberanía...".:r lsic)

31 Lara Velado. Roberto. lntroducción al estudio del derecho mercantil. Pá9. 11.
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El jurista italiano Francesco Messineo define el derecho privado como: "...e1 que regula

los ¡ntereses particulares (aunque sean colectivos, pero no generales) y las relaciones

entre los sujetos que en ellos part¡cipan, sujetos que se encuentran, entre sí, de

ordinario, en posición de igualdad...". 32 De igual manera, el jurista alemán Karl Larenz

se pronunc¡a: "La esfera de actividad reconocida al individuo, como actuac¡ón de su

personalidad y de su voluntad en sus relaciones con los demás, dentro de la

comunidad, es lo que constituye el Derecho Privado".33 (sic)

Sin embargo, algunos tratadistas, como Lorenzo Benito, convienen en afirmar que

corresponde al derecho público como al derecho privado. Este expresa: "...es privado y

público. Predominantemente privado, porque el comercio, s¡ b¡en es función social

importantísima, constituye en pr¡mer térm¡no un fin encomendado al individuo que lo

realiza, ya solo, ya asociado con otros a este m¡smo efecto; y es público, porque

afectando el modo de su cumplimiento a la sociedad en general, ésta determina en la

ley las condiciones, derechos y deberes de la clase mercantil y los de las instituciones

sociales que pueden favorecer el desarrollo del comercio".3a (sic)

Esta postura atiende a dos aspectos esenciales: el Estado delega la función comercial

a la esfera de los partrculares (prem¡sa por la cual se le atribuye naturaleza privada), lo

cual aisladamente podría considerarse como si el Estado perm¡te total libertad en la

práctica de actividades mercantiles. No obstante, el segundo aspecto contiene la

función normativa del Estado, por cuanto este crea (a través de un Órgano legislativo

32http://eljusticierodeuruguay. blogspot.com/2007/08/obligaciuones-unidad-i-tema-derecho.html (8 de jun¡o

de 2015).
33 Vásquez Martinez. Op. Cit. Pá9. 15.
s Zea Ruano. Op. Cit. Pá9. 36.

16



constituc¡onalmente legitimado) un conjunto de disposiciones.lurídicas que tienen por

objeto normar dichas actividades, para que se lleven a cabo con apego a la ley.

Es criterio de la sustentante s'tuar al derecho mercantil en el área de derecho privado,

por cuanto considera que la intervención estatal se dirige a. la creación de

disposiciones legales para la regulación de las actividades del comercio; el debido

control y vigilancia para que estas se ajusten a lo prescrito por la ley; y a su efectivo

cumplimiento a través de la función judicial. De esta manera, el Estado procura eludir

lo más posible su injerencia en las mismas, de acuerdo a los princip¡os de autonomía

de la voluntad, verdad sabida y buena fe guardada que deben subsistir en las

relaciones mercantiles en todo momento; con los cuales se propicia un entorno

comercial eficiente, decoroso, sana y legalmente competitivo, consciente y respetuoso

de las necesidades e iniereses de los consumidores y usuarios.

'1 .4 Conceptualización del derecho mercantil y sus corrientes doctrinarias

El concepto de derecho mercantil no se encuentra integramente establecido en la

doctrina, este tiende a variar de acuerdo a los elementos que se consideren

predominantes para definirlo: el sujeto comerciante, los actos y relaciones comerciales,

la empresa y su organización, y los negocios jurídicos mercantiles. En consecuencia,

cada elemento da la pauta para el desarrollo de una corriente de pensamiento

especifica, las cuales se examinarán brevemente a continuación.
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1 .4.1 Concepto subjetivo

Pertenece a la teoría clásica y es denom¡nada también como derecho de los

comerciantes, por cuanto se originó históricamente de la organización gremial que se

realizó en la Edad Media. Define el derecho mercantil como "...el conjunto de normas

que regulan la actividad profesional de los comerciantes".3s Esta teoría encontró una

barrera, por cuanto los comerciantes ejecutan otros actos separadamente de los

eminentemente comerciales.

1.4.2 Concepto objetivo

Denominada como derecho de los actos de comercio, es considerada un aporte del

Código de Napoleón. Según esta, el derecho mercantil "...es el conjunto de principios

doctrinarios y normas que regulan los actos objetivos de comercio".36 A diferencia del

concepto subjetivo, en esta doctrina el derecho mercantil grra entorno a las relaciones

jurídicas comerciales, no importando el sujeto que interviniera en las mismas.

1.4.3 Concepto de los actos en masa

Planteada por el jurista alemán Philipp Heck, quien (citado por Zea Ruano) afirmaba

que ".. . para el conocimiento del derecho precisa tener en cuenta las necesidades

vitales y el efecto que éstas puedan ejercer sobre el derecho".37 (sic) De acuerdo a

35 lbid. Pá9. 17.
36 Villegas Lara. Op. C¡t. Pá9. 17.
37 Zea Ruano. Op. Cit. Pá9. 26.
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esta doctrina, los actos mercantiles se diferencian por la práctica constante y el

volumen en que Se realizan estas operaciones, factores que anulan la individualidad

de cada acto.

1.4.4 Concepto del derecho mercantil como derecho de la empresa

su principal defensor es el jurista suizo wieland y se apoya en la importancia que han

adquirido las organizaciones empresariales en el sistema económico capitalista

imperante. Estas constituyen los medios paru alcanzaÍ los fines lucrativos que los

comerc¡antes pretenden, ya que ".. .la actividad en masa y el profesionalismo

presuponen una organización y que ésta encarna en la empresa...".sa lsic)

1.4.5 Concepto del derecho mercantil como actos en masa realizados por empresa

Esta doctrina, atribuida al español Joaquín Rodríguez y Rodriguez, funde las dos

doctrinas anteriores. Establece que tanto los aotos en masa como la organización

empresarial deben ser elementos coordinados para poder lograr con ello una visión

que abarque la materia del derecho mercantil. Zea Ruano cita al mencionado jurista,

quien afirma: "Estima como comerciante al titular de una empresa mercant¡|, ya Se trate

de una persona fisica o de una soc¡edad; y acerca de las sociedades participa del

Concepto de que Cuando éstas adoptan formas mercantiles se consideran como

comerciales en v¡rtud de que su organización significa la existencia de empresa".3s (sic)

38 Vásquez Martínez. Op C¡t. Pá9. 17.
3s Zea Ruano. Op. Cit. Pá9. 32.
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1.4.6 Concepto del derecho mercantil guatemalteco

Ya habiéndose planteado conceptos de derecho mercantil (todos influenciados por las

corrientes doctrinarias de pensamiento) puede concluirse que uno u otro se enfoca

específicamente en un elemento predominante de la esfera mercantil, lo cual

desatiende los demás factores que actúan estas relaciones. En consecuencia, para

poder elaborar un concepto completo de derecho mercantil es necesario tomar en

cuenta el con¡unto de elementos que se manifiestan en esta clase de interacciones, asi

como al contenido que regula la legislación mercantil vigente; prestando part¡cular

énfasis al código de comercio de Guatemala, dado que este cuerpo normativo

establece las disposiciones generales aplicables a dicha esfera del Derecho

Al respecto, villegas Lara comenta: "un concepto de Derecho civil, certero, a nuestro

juicio, bastaria con inferirlo de la sistemática de cualquier cód¡go. (...) Los autores del

código de comercio de Guatemala, (,..) diagramaron un ordenamiento idéntico al del

código civil (...) El código de comercio de Guatemala norma la activ¡dad profesional

de los comerciantes (personas), las cosas mercantiles (bienes) y los negocios jurídicos

mercantiles (obligaciones y contratos)".40 (sic)

Por lo tanto, a criterio de la Sustentante, un concepto acertado de derecho mercant¡l

guatemalteco (atendiendo a los aspectos mencionados anter¡ormente) es: El conjunto

de principios, doctrinas, ¡nstituc¡ones y normas juridicas (codificadas o no) que regulan

40 Villegas Lara. Op. C¡t. Pá9. 20.
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la actividad de

comerciantes,

los comerciantes y sus

las cosas mercantiles y

auxiliares, las obligaclones profesionales de los

las obligaciones y contratos mercantiles.

1.5 La autonomia del derecho mercantil

El Diccionario de la lengua española define la autonomía como: "CondiciÓn de quien,

para ciertas cosas, no depende de nadie".a1 Como ha sido desarrollado en el apartado

respectivo, el antecedente histórico más antiguo del derecho mercantil se remonta al

derecho civil, cuyas disposiciones, dada la sencillez primitiva de las actividades que

regulaba, eran capaces de normar toda conducta e interacción potencial en el grupo

social, por lo que el derecho civil constituía un todo generalizado. No es hasta en la

Edad Media que se diferencian y separan el derecho mercant¡l del derecho civil. Sin

embargo, atendiendo al origen del derecho mercantil "...se ha planteado, desde

antiguo, la cuestión de la identidad de ambos derechos, o, mejor, si el mercantil no era,

en definitiva, más que un capítulo en la sistemática general de aqué1".42

El argumento de esta postura, planteado por los doctrinarios y profesores Joseph

Hamel y Gaston Lagarde en su obra Le Traité de Droit Commerclal (publicada en

Francia en 1955), deriva de las numerosas similitudes que existen entre ambas ramas;

los sujetos que intervienen en sus interacciones (particulares); y la concurrencia de

instituciones concordes (como ejemplos: las sociedades civiles y mercantiles y la

compraventa, entre otros). En consecuencia, se ha considerado que el derecho

a1 http://lema. rae.es/drae/?val=autonom%C3%ADa.
42 Vicente y Gella. Op. Cit. Pá9. 15.
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mercantil es únicamente un segmento de la generalidad configurada por el derecho

c¡v¡l y, como consecuencia, no conforma una rama autónoma del Derecho.

En cuanto a la autonomia de cualquier rama del Derecho, existen diversos

presupuestos que esta debe contener para que sea considerada como tal. De igual

manera, se utiliza esta terminología con diferentes significados, de cuya clasificación es

posible extraer los mismos, siendo estos:

Autonomia didáctica: Se considera necesaria su independencia para lograr una

mejor comprensión y optimización del proced¡m¡ento enseñanza aprendizaje de la

materia, asi como para la sistematizaciÓn de contenidos.

Autonomia legislativa: La creación de disposiciones legales específicas y propias

a una rama del Derecho marca la pauta para su autonomía. ". .. sus normas

integran un conjunto orgánico con independencia formal. Así, por ejemplo, tienen

autonomÍa legislativa las normas que integran un código".a3

Autonomía juridica o c¡entíf¡ca: Las normas iurídicas que integran dicha rama del

Derecho se encuentran orientadas por principios jurídicos que le son exclusivos y

que, a su vez, la distinguen de las demás ramas.

De conformidad con lo desarrollado anteriormente, puede establecerse que: en el

ordenamiento jurídico guatemalteco, el derecho mercantil goza de autonomía, por

cuanto la especialidad de relaciones que regula, a pesar de guardar íntima afinidad con

las civiles, se desenvuelven en un medio que involucra a particulares con matices y

a3 http://www.derechocomercial.edu. uy/RespDerechoComercialAuton. htm (7 de junio de 2015).
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propós¡tos distintos; este cuenta con un código y normas juridicas debidamente

sistematizadas y especializadas en la materia; es abordado de manera independiente

en los textos y trabaios doctrinarios de autores nacionales (tales como Edmundo

Vásquez Martinez, René Arturo Villegas Lara, Rafael Zea Ruano y Roberto Paz

Alvarez, entre otros) y planes de estudio de las Facultades de Ciencias Juridicas y

Sociales de la República; y se encuentra fundamentado en principios que le son

propios y especificos que enmarcan las actividades que esta engloba.

La Sustentante concluye que el derecho mercantil no guarda con el derecho civil una

relación de subordinación o dependencia, sino que existen entre ambos una relac¡Ón

paralela u horizontal: cada una de ellas con un enfoque doctrinario y jurid¡co común en

su origen, pero autónomo en su desarrollo.

1.6 Principios del derecho mercantil

Un principio es una idea o línea guía fundamental para el desarrollo de una ciencia o

materia. En el caso del Derecho, comprende una directriz o lineamiento que Sirve

como soporte para la creación, interpretación y aplicación de disposiciones legales que

formen parte del ordenamiento jurídico vigente. De acuerdo a Villegas Lara, deben

considerarse como pr¡ncipios del derecho mercantil: "a) La buena fe; b) La verdad

sabida; c) Toda prestación se presume onerosa; d) lntención de lucro; y e) Ante la

duda deben favorecerse las soluciones que hagan más segura la circu lación''aa, los

cuales serán brevemente desarrollados a cont¡nuac¡ón.

44 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 24.
23



Buena fe (o buena fe guardada) y verdad sabida: "Las partes obligadas conocen

en verdad sus derechos y obl¡gaciones y se vinculan de buena fe en sus

intenciones y deseos de negociar para no darle una interpretación distinta a los

contratos".as Se refiere a la negociación apegada a la ética y a lo plenamente

acordado, así como a las normas imperoatributivas que regulen el proceder de

las partes. Las buenas intenciones deben prevalecer en la contratación

mercantil, renunciando a toda forma de tergiversación o alteración de las

condiciones que inspiraron la obligación tanto por parte del comerciante como

del consumidor o usuario, velando por la protección de los intereses y derechos

que a cada uno les asiste. A través del cumplimiento de estos dos principios se

busca propiciar una actividad mercantil revestida por la buena voluntad y el

respeto reciproco entre las partes, una interacción en la cual el comerciante

reconozca y respete al consumidor o usuario como persona humana y sus

necesidades e intereses como el medio idóneo para la obtención de ganancias o

utilidades.

. Toda prestación se presume onerosa: Deriva de la naturaleza lucrativa del

derecho mercant¡|. En este ámbito no se originan negocios .iurídicos a título

gratuito, todo involucra una contraprestación económica. El comerciante, en su

quehacer profesional, debe velar por que la utilidad que busca como resultado

de su actividad mercantil sea apegada a las leyes mercantiles, a las

d isposiciones legales protectoras de la libre compeiencia y del bienestar del

consumidor o usuario.

45 http://www.estuderecho.com/documentos/mercantil2/0000009979097585c. html (10 de junio de 201 5).
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lntención de lucro: Proveniente del modelo económico capitalista que obedece la

legislación guatemalteca, constituye la esencia misma del comercio. "En el

actuar del comerciante siempre hay la intención de obtener gananc¡a que a la

postre es la compensación del riesgo corrido en el negocio".a6

Ante la duda deben favorecerse las soluciones que hagan más segura la

circulación: Dado que las actividades comerciales t¡enden a la internacionalidad,

al poco formalismo, y usualmente involucran negociaciones en masa; las

controversias que surjan deben dirimirse de la manera más pronta y eficaz,

atendiendo a la validez jurídica del negocio celebrado, de acuerdo a la verdad

sabida y buena fe guardada. De acuerdo a este principio, debe optarse por

medios eficientes de resolución de conflictos, los cuales no afecten el normal

desempeño de las actividades profesionales del comerciante y que aseguren el

tráfico comercial.

Asimismo, el jurista francés Franqois Gény en su obra Método de interpretaciÓn y

fuentes de derecho privado positivo (publicada en 1899), sugiere que también deben

agregarse aquellos que son aplicables para todo el derecho privado: Autonomía de la

voluntad, orden público y equilibrio de intereses confluentes o repelenies; los cuales

constituyen criterios que sirven aljuzgador como guía u orientación para poder resolver

adecuadamente una controversia en caso de duda o lagunas legales. Al respecto, la

sustentante considera que los principios propuestos por Gény no deben ser

adjuntados, por cuanto obedecen y son inherentes al área general del derecho privado,

46http://drechomercantil. blogspot.com/201 1/05/princ¡p¡os-del-derecho-mercantil.html (10 de Junio de
2015\.
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mientras que los princ¡pios desarrollados al inicio de este apartado se refieren a las

pa rticu la ridades del derecho mercantil como rama especializada del derecho privado.

1 7 Características del derecho mercantil

Las caracter¡sticas se refieren a las cualidades o particu la ridades que identifican a un

objeto, materia o, en este caso específico, a una rama del Derecho, las cuales la

distinguen de las demás. El derecho mercantil posee como características especiales:

. Es poco formalista: También conocida como sencillez de forma o slmplicidad,

consiste en la libertad que la ley le otorga a los comerciantes para realizar

negocios sin la exigencia de mayores formalidades al momento de su

celebración, dada la celeridad y cantidad (en masa) con que estas operaciones

se realizan. Debe tomarse en cuenta que esta característica propone un mínimo

de formalismos en la contratac¡ón, no así su inexistencia. Sin embargo,

concurre una excepción a esta característica, bajo la cual la ley identifica ciertos

negocios jurídicos que son eminentemente formalistas, con el objeto de no

ateniar contra la seguridad jurídica de los mismos.

. lnspira rapidez y libertad en los medios para traficar: "El comerciante debe

negociar en cantidad y en el menor tiempo posible. Al mismo tiempo vive

imaginando fórmulas que le permitan resultados empresariales exitosos por

medio de novedosas modalidades de contratar".47 El derecho mercantil debe

47 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 22.
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ser flex¡ble a las neces¡dades que surgen de las relaciones, por Io que está en

búsqueda permanente de nuevas maneras que le permitan negociar de forma

más ágil y eficiente.

Adaptabilidad o flexibilidad: El comercio es una actividad humana que se

transforma constantemente, por lo que se "... requieren normas jurídicas que,

frente a las circunstancias cambiantes y con frecuencia imprevistas, antes que

obstaculizar, permitan y faciliten los negocios mercantiles...".aB

Tiende a ser internacional: Desde la Edad Antigua hasta la actualidad, las

interacciones comerciales han buscado proyectarse más allá de sus localidades,

por lo que es necesario ". .. que las instituciones juridicas tiendan a ser uniformes

porque así se permite la facilidad del intercambio a nivel internacional".4e

Asimismo, existen diversas organizaciones a nivel internacional que promueven

la uniformidad y "... sistematización del derecho mercantil lnternacional".50

. Posibilita la seguridad del tráfico jurídico: La seguridad jurídica se define como:

"Cualidad del ordenamiento que produce cetleza y confianza en el ciudadano

sobre lo que es Derecho en cada momento y sobre lo que, previsiblemente lo

será en el futuro...".51 En el negocio jurídico mercantil, la seguridad deviene de

la verdad sabida y buena fe guardada con que las partes han contratado.

a8 Vásquez Martínez. Op. C¡t. Pá9. 21 .

4e Villegas Lara. Op. C¡t. Pá9. 23.
50 lb¡d.
5rhttp://www.enc¡clopedia-jur¡dica. b¡z14.com/d/seguridad-jur¡dica/segurldad-iuridica. htm (10 de junio de
2015).
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1.8 Fuentes del derecho mercantil

El Diccionar¡o de la lengua española define fuente como: "Principio, fundamento u

origen de algo".sz En el Derecho, las fuentes son aquellos actos o acontecimientos que

motivan la creación de disposiciones legales que integran el ordenamiento iuríd¡co

vigente positivo aplicable a una sociedad determinada. Al respecto, muy atinadamente

el Decreto número 2-89 del Congreso de la República, Ley del Organismo Judicial, en

su Artículo 2 reconoce Ia ley como fuente del ordenamiento ¡uridico, limitando la

aplicación de la jurisprudencia de manera accesoria a la ley; y en Último término,

calificando la costumbre como fuente de Derecho mientras sea apegada al orden

público y a la moral. A efectos de esta investigación, se tratarán únicamente las

fuentes formales del derecho mercantil, siendo estas:

. La costumbre

Hans Kelsen, citado por López Mayorga, expresa: "Cuando los hombres, que conviven

socialmente, actúan durante cierto tiempo bajo ciertas condiciones idénticas, de

manera que de algún modo igual, surge en cada individuo la voluntad de actuar en la

manera como los miembros de la sociedad consuetudinariamente actúan. . . ".53 Desde

su aparición como actividad humana, el comercio se caracterizó por regirse de acuerdo

a la práctica que se daba entre los comerciantes, también llamada usos del comercio.

Tomando también en cuenta la disposición de la Ley del Organismo Judicial en cuanto

52 http://lema. rae.es/drae/?val=fuente (10 de jun¡o de 2015).
53 López Mayorga. Op. Git. Pá9. 102.
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a la costumbre, 'En el Código de Comercio (...)se nos remite a los usos para resolver

un problema legal en ausencia de una norma específica...".5a

. La jurisprudencia

En cuanto a las fuentes, Ia lurisprudencia obedece a un orden complementario

conforme a la legislación guatemalteca. También denominada como doctrina legal, se

define como: "Criterio sobre un problema jurídico establecido por una pluralidad de

sentencias concordes".ss La iurisprudencia y su trascendencia varían de acuerdo al

s¡stema de Derecho aplicable a determinado Estado. De tal cuenta, para los sistemas

anglosajones esta configura la fuente más representativa de Derecho, mientras que en

los sisiemas de tendencia romana se le otorga una mínima estimaciÓn.

. La ley

"Precepto dictado por la autoridad competente, en que se manda o prohíbe algo en

consonancia con la ¡usticia y para el bien de los gobernados".56 De esta definición

pueden extraerse ciertos aspectos fundamentales: la ley es creada e impuesta por un

órgano que cuenta con potestad constitucional suficiente; la ley puede ser de carácter

atributiva o prohibitiva; la ley debe guardar armonía con la iusticia; y la ley tiene por

finalidad lograr la realización del bien común para los habitantes de un Estado.

54 Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 25
55 http://lema. rae.es/drae/?val=jurisprudencia (10 de jun¡o de 20'15).
56 http://lema.rae.es/drae/?val=ley (10 de junio de 2015).
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Vicente y Gella proporciona una definición de ley. "...|a forma constitucional de declarar

la voluntad del Estado, por el órgano que ostenta la facultad legislativa, y conteniendo

una norma jurídica".sz Por consiguiente, y de conformidad con los Articulos 2 y 3 de la

Ley del Organismo Judicial, la ley (entendida como la legislación) constituye Ia fuente

principal del ordenamiento jurídico. En materia mercantil, la ley se desarrolla con base

a los preceptos constitucionales, el Código de Comercio de Guatemala y las leyes

ordinarias creadas para la regulación especial de ciertos aspectos de dicha actividad.

. La doctrina

El jurista brasileño Miguel Reale, citado por López Mayorga, establece la función de la

doctrina: "La doctrina estudia los manantiales de donde brota el Derecho, investiga el

papel histórico y la función actual de cada uno de ellos, (. .) y esclarece el s¡gnificado

de las normas o modelos que derivan de las fuentes".s8 Lamentablemente, la carencia

de fuerza que tiene esta para exigir el cumplimiento de una norma jurídica provoca que

no sea considerada como fuente de Derecho. Sin embargo, el contenido doctrinario

asume importancia al cumplir la función científica de la construcción del Derecho. En el

caso especifico del Derecho mercantil, la doctrina avanza paralelamente a la práctica

de los comerciantes, circunstancia que no comparten con la legislación, debido a la

lentitud del proced¡miento legislativo. Por lo tanto, la doctrina en materia mercantil

realiza una actuación sobresaliente en la resoluciÓn de conflictos no contemplados o

regulados en la legislación.

57 V¡cente y Gella. Op. Cit. Pá9. 25.
58 López Mayorga. Op. Cit. Pá9. 106.
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. El contrato

De conformidad con el Articulo 1517 del Decreto Ley número 106, Código civil (vigente

en Guatemala), se considera contrato al acuerdo entre dos o máS personas con el fin

de crear, modificar o extinguir una obligación. El contrato en el derecho privado

adquiere gran importancia por cuanto constituye un medio a través del cual los

particulares manifiestan su voluntad. A su vez, "... ha sido definido como "Ley entre las

partes,'; y en ese sent¡do vendria a ser una fuente muy particular, que sólo tiene radio

de acción para los sujetos que en él hayan intervenido como partes; pero no generaría

disposiciones de observancia general".5e (sic)

1.9 Sujetos del derecho mercantil

Los sujetos del derecho mercantil han sido un elemento fundamental tanto para la

conceptualización de esta rama como para el desarrollo de corrientes doctrinarias y

legislación. Por lo tanto, se consideran como sujetos del derecho mercantil a los

comerciantes, término que se define como:

"Persona a quien son aplicables las especiales leyes mercantiles" 60

,,...todo aquel que ejeza el comerc¡o habitualmente, teniendo capac¡dad legal para

ellos...".61

5e Villegas Lara. Op. Cit. Pá9. 26.
60 http://lema. rae.es/drae/?val=comerciante (11 de junio de 2015).
6r Cabanellas de fones, Guillermo. Diccionario juridico elemental Pá9. 60.
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"...sujeto que ejercita una activ¡dad (producción o transformación para el cambio o

intermediación en la circulación de bienes y servicios), en nombre propio, por profesión,

con finalidad de lucro y mediante una organización adecuada (empresa)".62

Cada una de ellas aporta aspectos esenciales: la aplicación de las leyes mercantiles en

su actividad, la habitualidad con que eierce la misma, el ejercicio en nombre propio, la

intención de lucro y la organización empresarial para poder llevar a cabo las

operaciones comerciales. De conformidad con la legislación vigente, el Articulo 2 del

Código de Comercio de Guatemala define al sujeto del derecho mercantil, de cuyo

contenido serán desarrollados sus elementos. A saber:

. Ejercicio en nombre prop¡o: Se ref¡ere a la actuación para si en operac¡ones

comerciales, lo cual lo diferencia del auxiliar de comerciante, por cuanto este

último actúa en nombre del comerciante.

Con fines de lucro: Finalidad esenc¡al de toda actividad mercantil es la obtención

de una ganancia o provecho. El comerciante no celebra negocios jurídicos a

t¡tulo gratu¡to.

Dedicarse a actividades mercantiles: Deben ser actividades que involucren

intereses económicos, así como operaciones de producción, distribución,

circulación de bienes y prestación de servicios.

Asimismo, existen dos clases de comerciantes: comerciantes individuales y

comerciantes sociales. "Los primeros, (...) son personas individuales cuya profesión es

62 Vásquez Martínez. Op. Cit. Pá9. 50.
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el tráfico comercial; y los segundos, las soc¡edades mercantiles" 63 En el caso

particular del comerciante social, este no adquiere la calidad de sujeto por la

concurrencia de los elementos anter¡ormente descritos. Su calidad de comercianie

deviene de la forma mercantil (Articulo 10 del mismo código) que adopta al momento

de su constitución, según lo preceptúa el Articulo 3 del mismo cuerpo normativo

. El comerciante individual

como ya fue esiablecido, este sujeto del derecho mercantil se c¡ñe a lo regulado en el

Artículo 2 del Código de Comercio de Guatemala. Además, debe ser hábil para

contratar y obligarse (Articulo 6 del Código), capacidad que adquiere al alcanzar la

mayoría de edad. En caso de que una persona incapaz fuera el titular de una empresa

mercant¡|, d¡cho conflicto será sometido a conocimiento de un juez, quien resolverá el

destino de dicha organización atendiendo al principio de conservación de la misma.

. El comerciante extranjero

Para el caso específico de las personas extranjeras con intención de dedicarse al

comercio en territorio guatemalteco, únicamente será necesaria SU ¡nscripción en el

Registro Mercantil como comerciante, auxiliar de comerciante o mandatario de

comerciante. Le asistirán los mismos derechos y obligaciones que la ley le otorga al

nacional, a excepción de situaciones especificadas en las leyes especiales, es decir,

leyes ordinarias en materia mercant¡l (Artículo B del código de comercio de

63 Villegas Lara. Op Cit. Pá9. ?7 .
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Guatemala), tales como la constituciÓn y ctausura de sucursales y de oficinas de

representación de bancos en el terr¡tor¡o nacional, así como capital pagado mínimo

inicial para constituir un banco (Ley de Bancos y Grupos Financleros, Articulos 1 y 16)

. Cónyugescomerciantes

El Articulo 11 del código de comercio de Guatemala permite a los cónyuges ejercer

actividades comerciales, ya sea de manera con.iunta o separada, considerándose a

ambos comerciantes en la primera modal¡dad. sin embargo, los Artículos 113 y 114

del código civil establecían la impos¡b¡lidad de la muier a ejercer el comercio si este,

por ser una activ¡dad realizada fuera del hogar, perjudicare su función de cuidado y

atenc¡ón a los hijos.

Al respecto, debe comentarse que dicha norma fue acusada de discriminatoria y

contraria a la garantía constitucional de igualdad. ". .. una de las leyes más

cuestionadas por violentar el derecho a la igualdad por contener normas

discriminatorias contra la mujer es el Código Civil que data desde 1963, relacionado a

las instituciones del matrimonio y la familia. En 1992 se presentó una

inconstituciona lidad, según expediente 84-92, en contra de los artículos 81, 89,

numeral 30; '109, 110, 113, 114, 115, 131 y 317. La acción fue desestimada por la CC,

con voto razonado, en sentenc¡a de 24 de junio de 1993, considerando que no se

producía la violación al derecho a la igualdad. Por esa razón, el movimiento de mujeres

presentó una denuncia ante la comisión lnteramericana de Derechos Humanos,

logrando que esta hiciera una serie de recomendaciones al Estado de Guatemala, por
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lo que el Congreso de la República, mediante el Decreto 80-98 armonizó determinadas

normas de dicho Código en congruenc¡a con los derechos de las mujeres".6a (sic)

Es criterio de la sustentante sostener frente a esta temática que el Decreto Ley 106,

Código Civil, obedece a la idiosincrasia propia del momento histórico de su creación, a

un temperamento colectivo dominado por el modelo del patriarcado en la familia y el

matrimonio (el cual exigía de la mujer una conducta de subordinación y obediencia),

situación que paulatinamente ha cambiado para dar paso a una cultura de respeto,

tolerancia y equidad de género. En consecuencia, el Derecho debe atender a estos

movimientos socioculturales para legislar de acuerdo a las nuevas características,

necesidades e intereses de la población, dentro de un marco de respeto a los

derechos humanos e igualdad entre hombres y mujeres.

. Comerciantessocialesespeciales

"Hay sociedades que en su totalidad se rigen por el Código de Comercio; y hay otras

que, además de este, se rigen por su ley especial, siendo ellas: sociedades anónimas

bancarias, sociedades anónimas de seguros, sociedades anónimas financieras,

sociedades anónimas para almacenes generales de depósito".65 Son comerciantes

sociales que adoptan la forma mercantil de sociedad anónima, están sujetas a las

disposiciones del Código de Comercio de Guatemala, así como a facultades y

64 Tobar Taks, Wendy Kar¡na. El derecho a la igualdad: Mandam¡ento const¡tucional de errad¡car la
discriminación (Jurisprudenc¡a const¡tuc¡onal en materia de derecho de género) Pá9. 6.
65 V¡llegas Lara. Op. Cit. Pá9. 35
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atribuciones específicas conten¡das en leyes especiales

activ¡dades. Se encuentran en el Código de Comercio de

dado el giro ordinario de sus

Guatemala, Artículo 12.

. Las personas de derecho público y el tráfico mercantil

Por disposición contenida en el Articulo 13 del Código de Comercio de Guatemala, el

Estado, sus entidades autónomas, sem¡autónomas o descentra lizadas, o cualquier

institución estatal no es considerada comerciante. Sin embargo, pueden ejercer

actividades de comercio encaminadas al cumplimiento de sus funciones naturales, es

decir, basadas en el interés público, beneficio de la colectividad y en la realización del

bien común.

Frente a esta norma existe una dificultad que estr¡ba en "...la burocratización y la

corrupción en el manejo del patrimonio público (...) y funcionamiento de empresas

mercantiles estatales".66 Este fenómeno se ha visto evidenciado recientemente en el

caso específico de las empresas portuar¡as nacionales a cargo del Estado

(Champerico, Quetzal, Santo Tomás de Cast¡lla) dentro de las cuales servían

funcionarios y empleados públicos involucrados en la com¡sión de conductas

prohibidas constitutivas de los delitos de defraudación tributaria, asociación ilícita y

cohecho pas¡vo (entre otros), a través del cobro a empresarios exportadores de cuotas

menores a las señaladas por los aranceles a cambio de dádivas. Esta serie de actos

delictivos provocó que el Estado dejara de percibir cuantiosos recursos económicos

por concepto de tributos y, posteriormente, en la imposibilidad por parte de la

66 tbid. Pá9. 36.
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Su perintendencia de Administración Tributaria de alcanzar los obietivos de recaudación

definidos en las proyecciones respectivas, produciendo menoscabo a la percepción

impositiva y por ende, a la población.

Similares circunstancias comparte la situación surgida en la adiudicación de un

contrato valorado en Q116 mlllones a una empresa farmacéutica extranjera,

cons¡stente en servicios médicos de tratamiento de diálisis para afiliados del lnstituto

Guatemalteco de Seguridad Social. En este hecho están implicados los empleados

públicos que conformaron la junta de licitación, así como funcionarios m¡embros de la

Junta Directiva del Inst¡tuto Guatemalteco de Seguridad Social. La cuestionable

prestación de los servicios médicos provocó la muerte de varios pacientes. Dicha

contratación anómala constituye los delitos de fraude, asociación ilícita, tráfico de

influencias, cohecho pasivo y activo.

Estos hechos ponen de manifiesto la incapacidad del Estado guatemalteco (a través de

sus entidades descentralizadas, autónomas, semiautónomas y empresas) de ejecutar

acciones tales como: desarrollar y aplicar procedimientos de selección o nombramiento

de servidores públicos probos y respetuosos de la ley; la inaplicabilidad de un régimen

de sanciones de carácter administrativo, civil y penal a los serv¡dores públicos que

falten a los deberes que su cargo impone; la deficiente ejecución de operaciones de

control y fiscalización dentro de sus dependencias; entre otras, lo cual afecta

directamente la vida e integridad física de los habitantes del territorio, la economía

nacional y las oportunidades de contar con servicios y obras públicas que satisfagan
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adecuadamente sus necesidades, y que, como consecuencia, el Estado cumpla su

deber constitucional de la realización del bien común.

En conclusión, el derecho mercantil constituye una rama del derecho privado que

atiende la esfera de comercialización de bienes y servicios entre los particulares para la

satisfacción de las necesidades e intereses de los mismos, generando para el

comerciante una ganancia o utilidad. La legislación contempla su regulación basada en

los principios que permitan un mercado más viable, dinámico, ráp¡do, flexible y

jurídicamente seguro; propiciando a través de las disposiciones legales dictadas, un

espacio económico que permita el correcto y honrado ejercicio de la actividad

mercant¡l; la contratación fundamentada en la verdad sab¡da y buena fe guardada; la

sana competitividad entre comerciantes; y la protecc¡ón tanto de estos como del

consum¡dor o usuario frente a prácticas desleales, tema que será sometido a estudio

en el capítulo siguiente.
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CAPiTULO II

2. Libre competencia y competencia desleal

2.1 Definición de la libre competencia y de derecho de competencia

El Libro ll del Decreto 2-70 del Congreso de la República, Código de Comercio de

Guatemala, establece las obligaciones profesionales de los comerciantes, siendo

algunas de ellas: lnscripción del comerciante individual o social en el Registro

Mercantil; inscripción de la empresa o establecimiento mercantil en el Registro

Mercantil; inscripción (en el Registro Mercantil) de hechos y relaciones juridicas

mercant¡les especificadas en el Código; llevar la contabilidad, correspondencia y

documentación conforme lo eslablecido en el Código; y desarrollar su actividad dentro

de los límites legales de la libre competencia y la buena fe mercantil, absteniéndose de

toda competencia desleal. Atendiendo al objeto de la investigación, en el presente

capítulo se profundizará acerca de la libre competencia y la competencia desleal,

estimándose pertinente definir qué se entiende por libre competencia.

"La libre competencia representa la libertad de decisión de los que participan

mercado, en un contexto en el que las reglas de iuego son claras para todos

cumplen efectivamente".6T

67 http://www. derecho.com/c/Libre_competencia (14 de jun¡o de 2015 ).
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"La competencia se asume como el medio más eficiente de distribuciÓn de recursos y,

en consecuencia, como el instrumento que garantiza mayores beneficios para los

consumidores (quienes son los destinatarios finales de estas leyes) en términos de

variedad, calidad y precio de bienes y servicios".68

"... proceso mediante el cual las empresas o proveedores pugnan con la demanda de

los consumidores, con el fin de alcanzar un objeto particular, por ejemplo, la

maximización de los beneficios, el incremento (... ) de su participación en el mercado.

En este contexto, la competencia de rivalidad entre empresas. la misma que puede

manifestarse en el precio y la calidad de los productos o servicios que se ofrecen, o en

una combinación de otros factores que los consumidores valoran".6s (sic)

"...conjunto de esfuerzos que desarrollan los agentes económicos que,

actuando independientemente, rivalizan buscando la participación efectiva de sus

bienes y servicios en un mercado determinado".70

De las definiciones anteriores pueden extraerse ciertos elementos esenciales:

La relación de desafio y oposición entre los productores, regulada por normas

jurídicas y dentro del marco de la lealtad y la buena fe;

Libertad de elección para el consumidor y el productor; y

68 Monroy Alvarado, Gabriela. La libertad de competencia. Pá9. 49.
oeQu¡nto García, Maria Cristina. La competencia desleal entre industr¡as productoras de
medicamentos en la sociedad guatemalteca. Pá9. 38.
70 http://www. sic.gov.co/drupal/que-es-la-libre-competencia (14 de junio de 2015).
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o Atraer la atención del consumidor o usuario con la finalidad de acentuar la

incidencia del productor en el mercado y lograr el aumento de ganancias

obtenidas.

Es criterio de la sustentante definir la libre competencia como un proceso económ¡co

que t¡ene como sujetos principales a los productores, quienes sostienen una relación

de rivalidad y concursan bajo el imperio de normas .iurídicas p reesta blecidas, y que

participan en actividades de oferta, comercialización bienes y prestación de servicios; y

el consumidor o usuario, quien representa la demanda en el mercado y que cuenta

con libertad de elección para negociar con el productor de acuerdo a sus necesidades.

De igual forma, en el ámbito del derecho mercantil se establecen ciertas disposiciones

legales relativas al desenvolv¡m¡ento de las interacciones que surgen entre productores

y estos frente al consumidor o usuario. Esie conjunto de normas es denominado

derecho de competencia, el cual se enfoca y "...estudia los problemas que la

competencia genera, como la competencia desleal, el abuso de la posición dominante,

las prácticas restrictivas de la competencia, entre otras nociones jurídicas".71

"El Derecho de Competencia se ocupa de la protección de los intereses de los

consumidores y de la protección de la libre competencia en los mercados. Éstos se

71 Flint Blanck, P¡nkas. Tratado de defensa de la libre competencia. Estudio exegét¡co del Decreto
Leg¡slativo 701. Legislac¡ón, doctrina y ¡urisprudencia regulatoria de la libre competencia. Pá9.
24.
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protegen mediante la prohibición de actos que se considera impiden la competencia y

mediante la promoción y abogacía por un entorno competitivo".T2 (sic)

Dentro de la legislación guatemalteca, el derecho de competencia se encuentra

d isperso en varios cuerpos normativos, tales como: La Constitución Política de la

República de Guatemala, el Código de Comercio de Guatemala, del Articulo 36'1 al

367, inclusive, en los cuales se restringen los monopolios, se define la competencia

desleal, se enumeran los actos desleales, así como aspectos adjetivos de la

competencia desleal; y el Código Penal, el cual contiene los tipos penales que procuran

sancionar conductas prohibidas que atenten contra la industria, el comercio y la

economía nacional.

Es importante resaltar que el derecho de competencia no constituye una rama

específica del Derecho en Guatemala. Esta se contempla como una porción del

derecho mercantil, contrario a otras legislaciones latinoamericanas (por ejemplo, Chile,

El Salvador, México y Perú) que prestan un interés y análisis especial¡zado a esta

faceta de actuación del comerciante.

2.2 Características de la libre competencia

Como se ha mencionado anteriormente, la libre competencia conf¡gura un modelo de

mercado en el cual impera la libertad de elección tanto del productor como del

consumidor, frente a interacciones comerciales apegadas a un conjunto de

72 http://www.s¡c.gov.co/drupal/que-es-la-libre-competencia (14 de jun¡o de 20'15).
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disposiciones legales que limitan su proceder y que les permiten promover escenar¡os

de competitividad orientados por la verdad sabida y la buena fe de los que en ellos

intervienen. Para ello, es necesario que confluyan las siguientes característ¡cas:

Libre concurrencia: Se refiere a "...la libertad de entrada y salida en las

industrias, es decir, que no haya barreras que impidan a una empresa dedicarse

a producir cualquier cosa".73 Asimismo, debe haber un alto número de

compradores y vendedores, sin que este o el volumen de adquisición

determ¡nen el precio del producto o servicio. Esta característica es inexistente

en "...situaciones de monopolio (un único productor), duopolio (dos

productores), oligopolio (pocos productores), monopsonio (un comprador) y

otros mercados no competitivos".Ta

Homogeneidad del producto: Todos los productos deben contar con las mismas

características, sin que ex¡stan marcas que los diferencien. Como resultado, se

logrará el desinterés por parte de los compradores y vendedores frente a quién

compra y quién vende, ya que el factor decisivo lo constituye el precio. En la

realidad, las empresas se esfuerzan constantemente por diferenciar y mejorar

visualmente su producto, destacando su mayor calidad o menor precio para

atraer la atención del consumidor.

. lnformación y racionalidad de los agentes: "Todos los compradores

vendedores tienen un conocimiento perfecto de las condiciones del mercado.

73 http://www.eumed. neucursecon/3/competencia%20perfecta. htm (14 de junio de 2015)
74 lbid.
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mercado ha de ser transparente. El precio debe de ser conocido tanto por

compradores como por vendedores".T5 Al elegir entre las alternativas, los

vendedores tomarán las que aumentan sus ganancias y beneficios, y los

compradores aquellas que les sean útiles y satisfagan sus necesidades.

. Libre movilidad de los recursos productivos. Existe la libertad de entrada y de

salida de los agentes económicos (compradores y vendedores) del mercado.

Numerosos autores, como el economista Kenneth Joseph Arrow, afirman que estas

características también componen una competencia ideal o perfecta, es decir, una

situación de equilibrio que imposibilita a las empresas de ejercer influencia sobre el

precio, dado que este es determinado por la dinámica de oferta y demanda

2.3 Objetivos del derecho de libre competencia

Para poder determinar los objetivos del derecho de libre competencia es necesario

observar: las garantías const¡tucionales que busca cumplir, SuS características, los

sujetos que ¡ntervienen y las relaciones que tutela. A continuación, ciertos criterios:

"La libre competenc¡a está basada en la libertad de decisión de los que part¡c¡pan en el

mercado, en un contexto en que las reglas de juego son claras y se cumplen

efectivamente y se basa fundamentalmente en la l¡bertad tanto del consumidor, a quien

no se debe privar de opciones y libremente lo que mejor se adecÚe a sus necesidades,

75 http://cuvsi.blogspot.com.es/2012l01/13-princ¡pales-caracteristicas-del.html (14 dejunio,2015).
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como al productor a tomar libremente sus decisiones empresariales en función de lo

que debe ser apropiado a sus intereses".76 Este criterio destaca la autonomía que

asiste tanto al productor como al consumidor para alcanzar su fin: la obtención de

ganancias y la satisfacción de necesidades, tomando en consideración el cumplimiento

de las reglas que rigen Ia dinámica comercial. Al respecto, Quinto García expresa: "La

competencia económica es el vehículo que genera bienestar a la sociedad, ya que los

reCUrSoS se aprovechan a un Cien por Ciento, pues los consumidores tienen aCCeSo a

comprar productos o contratar servicios a aquel productor o comerciante que satisfaga

sus necesidades, en lugar de depender de un monopolista que, al no tener

competencia no teme perder ventas por la constante amenaza de otro productor" 77

,,...uno de los principales objet¡vos de la política de competencia es mantener una sana

rivalidad entre las empfesas en los mercados de bienes o servicios".78 Es oportuno

enfatizar la relación de competitividad entre los productores, dado que su intención es

ofrecer y vender al consumidor o usuar¡o los productos y servicios que le sean Útiles y

que representen un aumento en los beneficios que obtiene de esta activ¡dad comercial.

El productor ha de valerse de diversas estrategias para atraer la atención y capital del

consumidor a través del producto o servicio que ofrece, frente a la rivalidad que

representan los demás productores en un mercado con libertad de decisión.

A criterio de la sustentante el derecho de libre competencia tiene por objeto establecer

ciertos lineamientos y normas juridicas que l¡m¡ten la autonomía de la voluntad (que

76 Quinto García. Op. C¡t. Pá9. 39.
77 lbid. Pá9. 47.
78 Monroy Alvarado. Op C¡t. Pá9. 48.
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predom¡na en las relaciones de derecho pr¡vado) de los agentes que part¡cipan en el

comercio, velando por la legal¡dad en su ejercicio y la honestidad profesional, en aras

de propiciar una sana rivalidad y competitividad a nivel empresarial, así como para la

protección de los intereses y bienestar del consumidor o usuar¡o; alcanzando con ello

el desarrollo económico dinámico y eficiente de una soc¡edad, atendiendo a los

pr¡ncip¡os del derecho mercantil de verdad sabida y buena fe guardada.

De manera más amplia puede afirmarse que el derecho a la libre competencia

constituye toda una temática dentro de la política nacional (este es el caso de varios

países lat¡noamericanos, cuya legislación en materia de competencia se encuentra

desarrollada), por lo que el Estado formula planes, programas y proyectos atendiendo a

los intereses y neces¡dades de la población para lograr el b¡enestar de esta, tales

como: "Proteger a los consumidores contra el eiercicio abus¡vo del poder de mercado,

promover el comercio y la integración en el ámbito de una unión económica o una zona

de libre comercio, preservar y fomentar el desarrollo adecuado de una economía de

mercado, garanliz la lealtad y la equidad en las operaciones del mercado, reducir al

mínimo la necesidad de formas de regulación que conlleven a la injerencia política en

una economía de libre mercado.. . ".7e

Asimismo, son ". .. objetivos sociales y políticos colaterales: la promoción de la libertad

de industria y comercio, la participación equitativa de las pequeñas y medianas

7e lb¡d.
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empresas, la desconcentración de poder económico, la prevención de monopolios y

abuso de posiciones dom¡nantes por parte de las empresas más grandes".80

En conclusión, el establecimiento de estas políticas, disposiciones legales y

lineamientos deben tener como eje central la garantía const¡tucional de la libertad, la

cual les asiste tanto a productores como consumidores, así como regular las relaciones

de los agentes que participan en el mercado, encuadrando las mismas en un marco de

legalidad que permita el crecimiento constante de los productores y comerciantes en

su actividad profesional, la sana rivalidad y adecuada competitividad entre los mismos

para la protección y desarrollo de la economía nacional, y por ende, de los intereses y

adecuada satisfacción de las necesidades de los consumidores y usuarios.

Esta clase de normativa ha tenido cierta incidencia (aunque no la suficiente) en la

disminución de casos de competencia desleal, dado su carácter tanto atributivo como

restrictivo. Sin embargo, aún es necesario:

El control y fiscalización intensiva por parte de las autoridades técnicas y

administrativas competentes, para poder detectar y calificar las conductas, asi

como denunciar las infracciones a las leyes mercantiles y administrativas que

vulneren los derechos y garantías referentes a esta materia;

Educar e informar a la población acerca de sus derechos como consumidores y

usuarios, a fin de crear una cultura de denuncia y un compromiso basado en el

respeto por parte de los productores y comerciantes frente al público;

80 lb¡d. Pá9. 49.
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Mayor vigilancia y exigencia por parte de los órganos y dependencias

admin¡strat¡vas en materia de salud pública, economia, alimentaciÓn, entre otras;

frente a las autorizaciones y permisos otorgados a los productores y

comerciantes, a fin de garantizar la veracidad, idoneidad y calidad de los

productos, bienes y servicios que dichos agentes ofrecen al público.

2.4 Regulación de la libre competenc¡a en el ordenamiento juridico guatemalteco

Como fue mencionado anteriormente, el ordenamiento iurídico vigente guatemalteco no

cuenta con una legislación específica en materia de derecho de competencia, sus

normas jurídicas se encuentran dispersas en varios cuerpos legales, tales como:

. Constitución Política de la República de Guatemala: El Artículo 43 de la Carta

Magna, situado en el Capítulo ldel Título ll (derechos humanos) consagra el

derecho individual y garantía constitucional de libertad de industria, comercio y

trabajo. Para entender de mejor manera el contenido de esta garantia

constitucional es preciso defin¡r:

- lndustria

"Maña y destreza o artificio para hacer algo. Suma o conjunto de las industrias de un

mismo o de varios géneros, de todo un país o de parte de é1".81

de Jun¡o de 20'15).
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"Conjunto de operaciones materiales eiecutadas para obtener, transformar,

perfeccionar o transportar uno o varios productos naturales o sometidos ya a otro

proceso industrial preparatorio".82

Es criterio de la sustentante definir el término industria como una serie de habilidades

o act¡vidades dirigidas a una finalidad determinada, tal como la producción y

comercialización de productos.

Comercio

''Actividad lucrativa que consiste en intermediar directa o indirectamente entre

productores y consumidores, con el objeto de facilitar y promover la circulación de la

rique2¿".es

"Negociación ( ) que busca la obtención de ganancia o lucro en la venta, permuta o

compra de mercaderías. Conjunto de comerciantes de una plaza, nación o época".84

Es criterio de la sustentante definir el comercio como la actividad económica basada en

la transacción y comercialización de bienes y servicios entre productores y

consumidores en un entorno económico determinado, y que tiene como finalidad la

satisfacción de necesidades y la obtención de un provecho o ganancia. La Corte de

Constitucionalidad reconoce la relevancia de este concepto al indicar: "...E| comercio

82 Cabanellas de Torres. Op. Cit. Pá9. 164
83 Ossorio, Manuel. Diccionar¡o de ciencias jur¡d¡cas, pol¡ticas y sociales. Pá9. 136.
84 Cabanellas de Torres. Op. C¡t. Pá9. 61 .
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( )se encuentra especialmente reconocido y protegido por el articulo 43 de la

Constituc¡ón Política de la República, el cual preceptÚa que el mismo puede ejercerse

libremente, salvo -reza la norma- las limitaciones que por motivos sociales o de interés

nacional impongan las leyes. Como puede apreciarse, este precepto formula una

reserva en lo relativo a que sólo mediante leyes -d¡ctadas por el congreso de la

República- puede restringirse la actividad de comercio . " es lsic)

- Trabajo

,'El esfuerzo humano, físico o intelectual, aplicado a la producción u obtención de la

riqueza. Toda actividad susceptible de valoración económica por la tarea, el tiempo o el

rendimiento. Ocupación de conveniencia social o individual, dentro de la licitud".86

Es criterio de la sustentante definir el trabajo como el esfuerzo realizado por el ser

humano (ya sea físico, intelectual o ambos), estimable dinerariamente y del cual

obtiene una remuneración como contraprestac¡ón.

Uno de los aspectos que caracteriza la libertad de competencia estr¡ba en la autonomia

que asiste a los comerciantes (jurídico individuales o jurídico soclales) de participar en

cualquier esfera del entorno económico de una soc¡edad, sin más limitaciones y

reservas que aquellas que la misma legislación establece, en las cuales deba

prevalecer el interés y bienestar de la colectividad. Al respecto, la Corte de

8s Corte de Constitucionalidad. Gaceta ¡urisprudencial No. 50. Expediente No.444-98. Sentencia 10-

11-98. Página 290.
86 Cabanellas de Torres. Op. Cit. Pá9. 313.
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Constitucionalidad se pronuncia: "...los derechos individuales contenidos en la parte

dogmática de la Const¡tución, no se conciben en forma absoluta, s¡no que las libertades

están sujetas a la ley, la que establece los limites naturales que dimanan del derecho

real e incontrovertible de que el individuo vive en un régimen de interrelación... ".87

lgualmente, en la Constitución Politica de la República de Guatemala se encuentra

contenido un precepto const¡tuc¡onal más cercano al derecho de la libre competencia.

la prohibición de monopolios. Es importante resaltar que este artículo está

contemplado dentro del régimen económico social que la Ley Suprema ¡nstituye,

fundamentado en principios de justicia social.

Se define régimen económ¡co social como: "Sistema implementado para regular las

diferentes activ¡dades económicas así como también los intercambios resultantes de la

compra y venta de los productos generados por el ser humano u obtenidos de la

naturaleza. El sistema económ¡co, sin embargo, no se limita exclusivamente a

cuestiones económ¡cas o comerc¡ales s¡ no que en muchos sentidos traspasa esas

fronteras para también incluir conceptos sociales, políticos y culturales".s8 Cada

momento histórico de la humanidad se ha visto directamente influenciado por la

estructura socioeconómica que los mismos grupos humanos, a través de sus

acontec¡mientos y autoridades, han establecido, tales como. el feudal¡smo, el

liberalismo, el comunismo y el más reciente, el capitalismo.

87 Corte de Constituc¡onalldad. Gaceta jurisprudencial No. 25, Expediente No. 68-92- Sentenc¡a 12-

08-92. Página 22.
68 http://www.defin¡cionabc.com/economia/sistema-economico. php (21 de junio de 2015).
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Anotado lo anterior, la sustentante se inclina por afirmar que. la Constitución Política de

la República de Guatemala obedece a un sistema económico soc¡al capitalista (de

conformidad con lo establecido por el Artículo 119, literales k) y n), como obligac¡ones

del Estado), por cuanto concurren las siguientes características:

Reconocimiento y defensa de la propiedad privada,

Economía basada en la dinámica empresarial como materializaciÓn de la

actividad profesional de los comerciantes:

Sistema de libre mercado, también denominado derecho a la libre competencia;

Mínima intervención por parte del Estado en la dinámica econÓmica; y

Libertad de industria, comercio y trabajo.

Como la otra cara de una misma moneda, la Constitución Política de la República de

Guatemala (asi como el Código de Comercio de Guatemala) prohibe el monopolio, lo

cual responde a la política nacional de libertad de competencia. Es decir, la creación

de un entorno económ¡co adecuado y propicio para las interacciones comerciales entre

productores y consumidores o usuarios; atendiendo a una serie de disposiciones

legales que regulan y enmarcan dichas relaciones de acuerdo a la libertad de elección

de los agentes económicos, la sana competitividad entre productores y el respeto a las

necesidades e intereses del adqu¡rente de los bienes o servic¡os.

Se define monopolio como:

"Concesión otorgada por la autor¡dad competente a una empresa para que esta

aproveche con carácter exclusivo alguna industria o comercio. (...) Ejercicio exclusivo
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de una actividad, con el dominio o influencia consiguientes. SituaciÓn de mercado en

que la oferta de un producto se reduce a un solo vendedor".se

"... hace referencia a una determinada situación de mercado. En ella, un productor o

vendedor eS el único que explota un b¡en o un servicio, lo que le confiere un gran poder

y le brinda una posición de privilegio".e0

De estas definiciones pueden extraerse ciertas características princ¡pales, tales como:

. Exclusividad de explotación de una industria o campo económico;

. Existencia de un solo vendedor en el mercado, quien determina el precio del

producto o servicio que ofrece al público;

. Poder y dominio del mercado, lo cual le otorga una posición económicamente

privilegiada;

. lmposibilidad por parte de los consumidores o usuarios de ejercer libertad de

elecc¡ón, por cuanto no existen alternativas o sustitutos de consumo para estos,

generando una demanda permanente que le permite al productor monopolista

un margen estable y amplio de utilidades; y

. Total inexistencia de comerciantes competidores frente al comerciante

monopolista.

Es criterio de la sustentante definir monopolio como: la s¡tuación de mercado en la que

un productor se ve privilegiado al contar con la explotación exclusiva de una industria y

ser el único que ofrece un producto o servicio (que no cuenta con sustitutos),

ee httpi//lema. rae.es/drae/?val=monopolio (22 de junio de 2015).
e0 http://definicion.de/monopol¡o/ (22 de junio de 2015).
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restringiendo la libertad de elección de los compradores y l¡mitando el libre elercicio del

comerc¡o de los demás posibles productores. Al respecto, la Corte de

Constitucionalidad expresa: "...E| artículo'130 de la Constitución (...) establece que se

prohíben los monopolios y privilegios y que el Estado protegerá la economía de

mercado e impedirá las asociaciones que tiendan a restringir la libertad del mercado o

a perjudicar a los consumidores. Se trata también de dos normas que imponen

directrices al Estado en orden a limitar determinadas actividades económicas de los

part¡culares, para lo cual deberá "limitar" el funcionamiento de las empresas

monopolisticas y "protegel' la economia de mercado".el

En el caso de tratados y convenios internacionales aceptados y ratificados por el

Estado de Guatemala puede mencionarse el Convenio de París para la Protección de

la Propiedad lndustrial (ratificado por el Congreso de la República a través del Decreto

Número 1 1-98), el cual tiene entre otros objetivos la represión de la competencia

desleal, tema que será desarrollado en el apartado correspond iente.

o Decreto Número 2-70, Código de Comercio de Guatemala: Dentro de la

jerarquía de las leyes ordinarias se sitúa el Código de Comercio de Guatemala,

el cual dedica un título específico (Título ll del Libro ll) para desarrollar

disposiciones legales relat¡vas a la protección de la libre competencia, tales

como: la prohibición de monopolios, la competencia desleal, actos considerados

desleales, la vía procesal procedente para plantear una acción de competenc¡a

e1 Corte de Const¡tucional¡dad. Gaceta jurisprudenc¡al No. 39. Expediente No' 439-95. Sentencia 03-
01-96. Página No. 16
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desleal, y siendo este últ¡mo mencionado el motivo del presente trabajo, habrá

de ser desarrollado detalladamente en el capítulo respectivo.

Decreto Número 57-2000, Ley de Propiedad lndustrial: Compartiendo la misma

jerarquía, el Decreto Número 57 -2000 del Congreso de la República, en su

Título V, establece normas jurídicas atinentes a la competencia desleal en

actividades propias de la propiedad industrial, tales como: Actos que pongan en

riesgo el carácter distintivo de un signo; el uso de un secreto empresarial de

manera no autorizada; y el uso, la imitación o reproducción no autorizada de

medios de empaque que puedan inducir a error al consumidor en cuanto al

origen y calidad de los productos o servicios, entre otros.

. Decreto Número 17-73, Código Penal: Así como la Constitución Politica de la

República de Guatemala prohíbe la situación de un mercado monopolista, el

Código Penal (en sus Artículos 340 y 341) instituye y sanciona el monopolio

como un delito que atenta contra el bien jurídico tutelado de la economía

nacional.

Como es pos¡ble aprec¡ar, el ordenamiento lurídico guatemalteco no cuenta con la

legislación adecuadamente desarrollada para regular el derecho de libre competencia,

el cual constituye un elemento fundamental para asegurar una dinámica

socioeconómica en la que converja el correcto cumplimiento de las garantías que la

Constitución Política de la República de Guatemala consagra, propiciando un mercado

atractivo para la inversión nacional como extranjera.



2.4.1 Justificación de la existencia de una regulación legal de la competencia

Como quedó asentado en el apartado anterior, la legislación guatemalteca relativa a la

libre competencia se encuentra contenida y vagamente desarrollada en diversos

cuerpos normativos, causando con ello una continua y necesaria tarea de integraciÓn

para Su posterior interpretación. Dicha circunstancia da lugar a establecer que cada

vez se hace más necesario ordenar la legislación en un solo cuerpo legal, el cual

desarrolle de manera s¡stemática esta materia conforme a la realidad socioeconómica

del país, brindándole congruencia; asi como directrices específicas que coadyuven a

su interpretación y aplicación; y una entidad con facultades y funciones administrativas

suficientes que vele por ejercicio de la actividad profesional del comerciante.

En ese sentido, se pronuncia Martínez: "Para que efectivamente la competencia

organ¡ce los recursos de un país de la manera más eficiente es necesar¡o que el

mercado sea lo máS transparente posible y que la competenc¡a entre empresarios se

base en su eficienc¡a y no en actuac¡ones desleales. (...) es preciso establecer un

conjunto normativo que vele para que efectivamente ello sea así. ciertamente, tal

conjunto normativo no pretende preservar una competencia perfecta, que no existe en

la realidad, sino que intenta que sea la máxima posible y, en todo caso, que sea

sufic¡ente".e2

El derecho mercant¡l se caracter¡za por su tendenc¡a

interacciones, por lo que Guatemala (a través de

la internac¡onalización de sus

suscr¡pc¡Ón y ratificación de

apoyo de lntroducción al derecho mercantil. Tema 9:
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tratados de libre comercio con otros países) ha buscado la ampliación de los mercados

de bienes y servicios, facilitando la cooperación y el intercambio comercial entre las

partes celebrantes, así como diversos objetivos, tales como: aumentar las

oportunidades de inversión, crear condiciones adecuadas para una competencia justa y

sana y la estimulación del sector productivo de los países. De acuerdo con el lnstituto

de Derecho Mercantil: "Guatemala es el único país que aún no cuenta con una Ley

específica sobre defensa de la competencia en los mercados, lo cual supone una clara

desventaja en su roi competitivo frente a otros paises y regiones del mundo".e3

De las relaciones comerciales de Guatemala entabladas con otros países derivan

ciertas obligaciones. Al respecto, el lnsiituto de Derecho Mercantil establece: "El

Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y Centroamérica, lleva el compromiso

para Guatemala de aprobar una Ley de Competencia, en un plazo de 3 años que

vence el 30 de noviembre de 2016, y para Centroamérica, el compromiso de aprobar

un reglamento y autoridad regional, en un plazo de siete años".ea

Es importante resaltar que dicho Acuerdo dedica un apartado (Título Vll) al aspecto de

comercio y competencia. En este se establecen principios propios aplicables a la

Asociación, iniciativas de asistencia técnica y, como se mencionó al in¡cio de este

apartado, la implementación de leyes de competencia desarrolladas.

e3https://lal¡brecompetencia.f¡les.wordpress.com/2014l07/programa-congreso-latinoamericano-¡nst¡tuto-

de-derecho-mercantill. pdf ('15 de junio de 2015).
% lbid.
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En conclusión, Guatemala (a través de este Acuerdo) adquirió un compromiso a nivel

¡nternac¡onal para que se implemente una legislación específica, la cual servirá de

marco para el desarrollo de interacciones comerciales entre Guatemala y otros países

en materia de libre competencia y restricción de actos de competencia desleal; con el

objeto de crear un entorno económico y jurídico propicio para las negociaciones

comerciales que surjan de los tratados y acuerdos. Respecto a dicho compromiso, en

noviembre del año 2011 el diputado Oliverio García Rodas presentó la iniciativa

número 4426, Ley de Competencia, a la Comisión de Economía del Congreso de la

República de Guatemala. "El dictamen favorable, emitido por la Comislón de

Economía y Comercio Exter¡or, fue entregado a la Dirección Legislativa el 28 de agosto

de 2012. Se realizó un análisis comparativo con legislaciones ya ex¡stentes en Costa

Rica, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Panamá".e5

Frente a este proyecto de ley varios sectores involucrados se han pronunciado,

destacando sus ventajas y desventajas, tales como: la obligatoriedad del compromiso

adquirido por Guatemala; el impacto en el desarrollo de las relaciones comerciales y la

economía nacional; la inexistencia de un mecanismo efectivo para la investigación de

casos y posterior sanción a las empresas que incurran en esta clase de prácticas; la

dudosa independencia del órgano superior de decisión y administración; el

procedimiento administrativo y sus plazos establecidos; la burocratización a cargo de

personas que ignoran las dinámicas económicas; así como la carencia de normas que

velen por la protección de los intereses del consum¡dor y usuario, quien, en definitiva,

es el principal afectado frente a estas prácticas contrarias a la libre competencia.

s5 http://www.s21 .com.gus¡tes/defauluf¡les/nac03 212.pdf (25 de Julio de 2015).
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Actualmente, dicha iniciativa de ley se encuentra engavetada, pendiente de ser

sometida a discusión en el Pleno del Congreso de la RepÚblica. "Emmanuel Seidner.

quien presidía la citada sala al momento de dictaminar, indica que la ¡niciativa no

recibió atención para promover el avance en el pleno".e6

2.4.2 La actuación del Estado a través de políticas de libre competencia

La Constitución Política de la República de Guatemala preceptúa que el Estado de

Guatemala es responsable de la promoción y realización del bien común, es soberano

y se organiza .iurídica y politrcamente para garantizar a sus habitantes el pleno goce de

libertades y derechos. Derivado de la soberanía que le reviste, el Estado divide sus

funciones en. función legislativa, función ejecutiva y función judicial; no existiendo

subordinación ni injerencia alguna entre ellas, y teniendo cada una un campo de acciÓn

específico en la dinámica jurídica social del pa¡s, así como una serie de atribuciones

prev¡amente regladas en la Carta Magna y sus propias leyes orgánicas.

El organismo legislativo, a través del Congreso de la RepÚblica de Guatemala, está

constitucionalmente leg¡timado para ejercer la función legislativa, es decir, la

elaboración de dispos¡c¡ones legales de observancia general y cumplimiento

obligatorio. Tales disposiciones aplican también para las interacc¡ones desarrolladas

por el derecho mercantil, por cuanto el Estado cumple una funclón normativa en la

misma, de acuerdo con la mínima intervención de este en relaciones entre los

particulares (rama del derecho privado) y las controversias que surjan de las mismas.

e6http://chapinesun¡dosporguate.com/lleva-dos-anos engavetada-ley-que-regularia-precios/ (25 de julio
de 2015).
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Como se mencionó anter¡ormente, Guatemala ha adoptado el compromiso de crear

una legislación específica en materia de libre competencia como unas de las medidas

para propiciar el intercambio comercial con otros paises parte del Acuerdo.

En caso de surgir controversias, le asiste al Estado la funciÓn jurisdiccional, e.iercida

por los tribunales de.justicia preestablecidos por la Coñe Suprema de Justicia, los

cuales se encargan de aplicar la legislación y la justicia al caso concreto para darle una

aprop¡ada resoluc¡Ón y velar por la ejecución lo juzgado.

Corresponde al Organismo Ejecutivo IIevar a cabo la función adm¡nistrativa, es decir,

formular y desarrollar estrategias concretas y puntuales, tamb¡én denominadas

políticas de Estado. "La consistencia ente políticas de competencia y de desarrollo

productivo, se logra cuando las primeras contribuyen a hacer efectiva la segunda. Por

ejemplo, para que el fomento de las exportaciones tenga un resultado positivo, la

política de competenc¡a requiere disponer de mecanismos que aseguren cond¡ciones

de competencia equitativa en los mercados de destino".eT Dichas estrategias

reconocen la libre competencia como un eje central dentro de la dinámica económica

del país tanto a nivel local como internac¡onal; por lo que inspiran a la elaboración de

planes, programas y proyectos que se materializan en servic¡os públicos, mismos que

propic¡an las condiciones gubernamentales necesarias que permitan dar cumpl¡miento

tanto a las disposiciones legales como a los deberes del Estado.

e7 Cimoli, Mario; García, Beatriz; Garrido, Celso. El camino latinoamericano
Polít¡cas públicas para el desarrollo productivo y tecnológ¡co. Pá9. 302.
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Es esencial destacar que "...los servicios públicos tienen una constante e importante

¡nteracc¡ón con los agentes económicos, por lo que muchas de sus decisiones pueden

tener repercusión en la competencia de los mercados en que dichos agentes

participan".e8 Por lo tanto, las disposiciones (ya sean legales, administrativas o

judiciales) que emita el Estado a través de sus organismos constitucionalmente

legitimados generan consecuencias en las relaciones de derecho mercantil.

A este respecio la sustentante considera que, en el caso de la libre competencia, el

Ejecutivo debe elaborar estrategias o políticas que tengan por objeto: Proteger los

derechos de los productores y comerciantes como agentes activos del tráfico mercantil;

implantar mecanismos adecuados de vigilancia, control y fiscalización de la actividad

profesional del comerciante; propiciar condiciones de trabajo dignas, justas y apegadas

a los derechos humanos, con las cuales se busque incrementar las oportunidades

laborales en el sector productivo e industrial del pais; apoyar y capacitar al pequeño y

mediano empresario para fac¡l¡tar su participación en el mercado y propiciar relaciones

asociativas; y establecer instituciones que se ocupen por el respeto de los derechos,

intereses y necesidades de los consumidores y usuarios, constituyendo estos una guía

fundamental para el desarrollo de una libre y sana competencia.

La importancia de tal propuesta radica en que: "Una política coherente y sostenida del

Estado en materia de competencia, que tenga como objetivo Ia eficiencia económica y

el bienestar del consumidor, constituye el fundamento mismo de un modelo legal que

sBFiscalia Nacional Económica de Chile. Sector públ¡co y libre competencia: evaluando sus
actuaciones desde la perspect¡va de la competencia. Pá9. 2.
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sea efic¡ente para la promoción y defensa de la competencia".ss Es importante resaltar

que las polít¡cas de libre competenc¡a a adoptar deben estar interrelacionadas y

coordinadas de manera integral y consecuente con las politicas económica, industrial y

fiscal del Estado, para la obtención de mejores resultados en la etapa de su ejecución.

La actuación del Estado en la actividad mercantil reside en el establecimiento de un

marco jurídico e institucional, así como en sus aptitudes reguladora, ejecutiva, técnica y

fiscalizadora (apegadas al principio de legalidad) que le permitan propiciar y garantizar

las circunstanc¡as prec¡sas e idóneas para que el proceso económico surja y se

desarrolle de forma íntegra, funcional, igualitaria y de acuerdo a la libre voluntad de los

agentes económicos involucrados en el entorno de un libre mercado; teniendo presente

su mínima intervención en estas relac¡ones, así como fin último: la realizaclÓn del bien

com ún.

Por tanto, es deber del Estado mantener una postura independiente, r¡gurosa, imparcial

y justa frente a las presiones de los grupos económicos y politicos que intenten obiener

resoluciones que atiendan únicamente a sus intereses. "El rol del Estado Se parece al

de un árbitro dentro de una competición deportiva, cuya función es generar respeto y

confianza entre los jugadores, no condicionar el resultado, S¡no establecer un marco

para que sean los equipos los que decidan el resultado".100

selnstituto de Derecho Mercantil. Programa
competencia. Pá9. 3.
100lbid-

del congreso Latinoamericano sobre derecho de la
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"Las imperfecciones de los mercados que requiriesen de una acción del Estado pueden

estar relac¡onadas con tres t¡pos de fenómenos. altos costos de transacción, posiciones

monopólicas o prácticas restrictivas de la libre competencia (. ) En estos casos, las

imperfecciones de los mercados pueden requerir que se establezca un rol para que

actúe el Estado, como a través de la protección al consumidor o el control de práct¡cas

restr¡ctivas de la libre competencia, por ejemplo".101

2.5. Retos y oportunidades que representa la libre competencia para el comerciante

A criterio de la sustentante, la esencia de la libre competencia radica en el esfuerzo

constante de cada comerciante por mejorar su desempeño dentro del mercado, con la

finalidad de obtener mejores resultados en la dinámica empresarial interna; elevar sus

niveles de compet¡t¡vidad frente a las empresas, bienes y servicios de los demás

comerciantes; así como para incrementar las utilidades derivadas del ejercicio

profesional del comercio. Estos objetivos generales plantean ciertos desafíos y

posibilidades para el comerciante como agente económico, tales como:

Continuo conoc¡miento (por parte del comerciante y sus auxiliares) acerca de los

intereses, preferencias y necesidades del consumidor y usuario, así como de las

características de los grupos demográficos que considera atraer como clientela;

Realizar estud¡os de prefactibilidad y factibilidad, con el objeto de minimizar las

posibilidades de riesgo y daños frente a un proyecto no viable o inconveniente

para los propósitos e intereses de la empresa;

101 Fl¡nt Blanck. Op. C¡t. Pá9. 29
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Desarrollar estrategias de carácter publicitario para atraer la atenc¡ón del

consumidor y usuario,

Evaluación permanente de los sistemas y metodologia atinente a la producción,

para lograr su optimización;

Cumplimiento y control de los estándares de calidad de los bienes y servicios

que la empresa ofrece;

Capacitación permanente del personal operativo y administrativo;

Desarrollar estrateg¡as eficaces y eficientes para el mejoramiento de los niveles

de producción de la empresa;

"La presión por captar las preferencias del consumidor en un esfuerzo por mantenerse

compitiendo libremente en el mercado obliga a las empresas a mantenerse en un

proceso dinámico de inversión y revisión de estrategias, que es la mejor garantía para

lograr niveles de competitividad globales. Además una efectiva libre competencia es

también la mejor garantia de que los empresarios acceden a ¡nsumos y serv¡cios que

sus productos neces¡tan, en condic¡ones competitivas".l02 (sic)

A este respecto, se considera ¡mportante destacar el impacto que las certif¡cac¡ones

extendidas por la Organ¡zación lnternacional de Estandarización (conocida como lSO,

por sus siglas en inglés) a favor de las empresas tienen frente a los consumidores y

usuarlos: "Los clientes se incl¡nan por los proveedores que cuentan con esta

102 lbid.
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acred¡tación porque de este modo se aseguran de que la empresa seleccionada

d¡sponga de un buen s¡stema de gestión de calidad (SGC¡".ros

Particularmente, el ISO 9000 (vigente desde el año 1987) es una normativa

internacional que se centra en los elementos relativos a la calidad y a la adm¡nistración

aplicables a las empresas que se dedican a la producción de bienes y servicios, no

¡mportando su naturaleza. Esta serie de normas detallan las formas y protocolos bajo

los cuales una empresa debe operar para que sus act¡vidades de producción

respondan de manera efectiva a los estándares de calidad internaciona les. La

normativa ISO 9000 plantea como objetivos: Traba.lar en pro de la satisfacción de los

consumidores y usuarios, controlar los procesos empresariales en todos los niveles;

promover el alcance de objetivos a través de la eficiencia; e impulsar el constante

mejoram¡ento de los productos y servicios que las empresas ofrecen al público

En cuanto al trabajo de certificación de empresas, este "...corre a cargo de entidades

espec¡ales que auditan a la empresa y en función de ello emiten el certificado".loa Esta

cert¡ficación debe revalidarse anualmente, por lo que, en ese plazo, la empresa debe

someterse a una nueva revisión para conservarla. A nivel mundial, son más de

640,000 empresas que cuentan con esta certificación.

103 http://w\iwv. normas9000.comi que-es-lso-9000. html (24 de julio de 2015).
1@ http://www.definicionabc.com/negoc¡os/iso-9000. php (24 de julio de 2015).
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2.6 Competencia Desleal

2.6.1 Definición, naturaleza jurídica y aspectos generales

En un apartado anterior fue desarrollado el tema de la libre competencia y derecho a la

libre competencia, el cual constituye la esencia jurídica de las relaciones comerciales

justas y competitivamente sanas entre los mismos comerciantes y estos frente a los

consumidores y usuarios; así como de la dinámica del proceso económico dentro de

una sociedad organizada. Como elemento antagónico a la libre competencia se

encuentra la competencia desleal, que puede ser definida como:

"...empleo de maquinaciones fraudulentas, sospechosas, malévolas, o cualquier otro

medio de propaganda aviesa, con el propósito de desviar en provecho propio la

clieniela de un establecimiento comercial o industrial".105

"Abusiva práctica del comercio por quien trata de desviar, en provecho propio, la

clientela de otra persona, establecimiento comercial o industrial, empleando para

conseguirlo equivocos, fortuitas coincidencias de nombre, falsas alarmas o cualquier

medio de propaganda deshonesta. (...) Eiercicio abusivo del comercio o de la industria

manteniendo la rivalidad profesional con medios reprochables, con infracción de leyes

y reglamentos o de contratos".l06

105 Ossorio. Op. Cit. Pá9.182.
106 Cabanellas de Torres. Op. C¡t. Pá9. 63.
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Francis LeFebvre define competencia desleal como. "...las prácticas o actos que

infringen la leal competencia y que afectan negat¡vamente al conjunto de los intereses

de cuantos sujetos confluyen en el mercado: El interés privado de los empresarios, el

interés colectivo de los consumidores y el propio interés público del Estado al

mantenimiento de un orden concurrencial debidamente saneado".107

"...es la realización de actos que lesionan derechos de otros comerciantes".l0B

En mater¡a de propiedad industrial, el Decreto Número 1 1-98, Convenio de París para

la Protecc¡ón de la Propiedad lndustrial, en el Articulo 10 bis, numeral 2 define de

manera muy escueta la competencia desleal: Son prácticas que se desarrollan fuera

del marco de honestidad y buena fe mercantil, en cuanto al uso de stgnos distintivos,

patentes de invención, modelos de utilidad y secretos empresariales.

Asimismo, el Código de Comercio de Guatemala contiene en el ArtÍculo 362 una

definición legal de competencia desleal: Todo acto o hecho contrar¡o a la buena fe

comercial o al normal y honrado desenvolvimiento de las actividades mercantiles, se

considerará de competencia desleal y, por lo tanto, injusto y prohibido.

De estas definiciones anteriores es posible extraer aspectos concurrentes, tales como:

Se vulnera el normal desempeño de las actividades comerciales;

Van en contra de la buena fe que debe subsistir en toda relación mercantil;

107 Monroy Alvarado.
loB Vásquez Martinez

Op. Cit. Pá9. 33.
. Op. Cit. Pá9. 193.
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o Se hacen valer de mecanismos o actos sospechosos o espur¡os' asi como de

enqaño y ardid para obtener una ventaja frente a los demás comerciantes;

. Se busca lesionar asi como perjudicar los derechos e intereses de otros

comerciantes y de los consumrdores o usuarios; y

. son prácticas contrarias a la libre y sana competitividad entre productores o

comerciantes

Tomando en cuenta los aspectos anteriores, se asume que Ia competencia desleal

comprende un conjunto de actos o hechos fraudulentos o ilegítimos contrar¡os a la

buena fe mercantil y al derecho de libre competencia que tienen por objeto: obtener

una ventaja frente al comerciante compet¡dor; afectar el normal desempeño de las

actividades comerciales; vulnerar los derechos e intereses del consumidor o usuario; e

incrementar las utilidades propias del sujeto que e.iecuta dichas conductas injustas.

En cuanto a su naturaleza jurídica, debe observarse el ámbito jurídico en que se

desarrollan estos actos abusivos y los sujetos que las ejecutan, por lo que se establece

que pertenece al área del derecho privado. "...se dice que es una rama jurídica de

derecho privado porque estudia aquellas doctrinas y disposiciones legales en el medio

nacional e internac¡onal para la protección de la libre competen6ia como la base

económ¡ca del sistema económico actual".10e

De acuerdo a las características de la libre competencia, esta predispone un Sistema

económico de libre concurrencia (el cual es principal de los países capitalistas) frente al

loe Quinto García. Op- Git. Pá9. 52
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cual ei comerciante se ve compelido a desarrollar su actividad junto a otros que se

dedican al mismo o similar negocio, encontrándose muchas veces limitado en sus

recursos (económicos, ventalas de ubicación de su empresa, medios publicitarios,

fama mercantil, entre otros); lo cual provoca una desigualdad al momento de competir

con los demás comerciantes. Como consecuenc¡a, el comerciante encuentra factible

abusar de la libertad de concurrencia, por lo que acude a prácticas engañosas o

perversas dirigidas hacia los competidores o los consum¡dores y usuarios con la

intención de atraer a la clientela a su establecimiento y a sus productos y servicios,

para alcanzar una posición dominante en el mercado. "...el afán de imponer sus

productos o servicios en el mercado coloca a unos y otros ante la posibilidad de

desplegar conductas no siempre apegadas al .iuego limpio, requisito este necesario

para que la competencia se desarrolle normalmente".110

Puede concluirse de las definiciones anteriores que la competencia desleal se

exterioriza y materializa a través de prácticas o actos engañosos contrarios a la buena

fe mercantil. En la legislación guatemalteca, los denominados actos desleales son

enumerados en d¡versos cuerpos normativos, tales como: Convenio de París para la

Protección de la Propiedad lndustrial, ratif¡cado por el Congreso de la República en el

año 1998, por medio del Decreto Número 1 1-98; el Decreto Número 2-70 del Congreso

de la República, Cód¡go de Comercio de Guatemala; y el Decreto 57-2000 del

Congreso de la República, Ley de Propiedad lndustrial.

lloMantilla Mol¡na, Roberto L. Derecho mercantil. lntroducc¡ón y conceptos fundamentales.
Soc¡edades. Pá9. 156.
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En el caso del Convenio de Paris para la Protección de la Propiedad lndustrial, este

un cuerpo normativo aplicable a nivel internacional que enumera como actos

competencia desleal:

. AqUellos que tengan la intención de crear confusión en la clientela, acerca de la

actividad, establecimiento y productos que ofrece el comerciante,

o Hacer afirmaciones suficientes para generar descrédito a la actividad,

establecimiento y productos que ofrece el comerciante, asi como aquellas que

induzcan a error a los consumidores en relación a la elaboración, cualidades,

utilidad y cal¡dad de los productos.

2.6.2 Elementos de la noción de competencia desleal

Como se ha mencionado anteriormente, la competencia desleal se configura al

momento de llevar a cabo prácticas o actos contrarios a la ley y buena fe mercantil que

generen un daño o perjuicio a los comerciantes competidores o a los consumidores y

usuarios. Para que una práctica comercial Sea considerada como competencia desleal

es necesario que concurran ciertos presupuestos:

. Un acto de concurrencia

Por concurrencia debe entenderse la afluencia de los agentes económicos en la

dinámica mercantil, es decir, la participación activa de productores, comerciantes,

consumidores y usuarios en el mercado. Por lo tanto: "Es necesario que el acto se

cometa con la finalidad de formar una clientela propia con per.iu¡cio del competidor o de

CS

de
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desviar la clientela ájena".rtr Este sugiere que el sujeto debe tener la intención de

periudicar a un comerciante o disuad¡r a los consumidores y usuarios del mismo a

través del acto, empleando medios engañosos o siniestros para obtener Su propósito.

También se consideran como determinantes los factores temporal y espac¡al "...debe

realizarse entre personas que tratan de satisfacer una misma necesidad por medio de

un mismo producto o servicio, en un mismo lugar o territorio' y al mismo tiempo'112

. La conducta incorrecta

La ilegalidad del acto desleal reside en el empleo de prácticas y medios indignos y

contrarios a la buena fe mercantil, así como de los usos y costumbres que tutelan las

relaciones de derecho mercantil para poder desviar al pÚblico de los demás

comerciantes competidores. "Hay quienes exigen dolo o culpa para calificar un acto de

concurrencia de desleal pero, en general, se considera suficiente que el acto sea

contrario a los usos honestos que rigen las relaciones comerc¡ales o la corrección

profesional que debe imperar en el ejercicio de una actividad comercial o industrial".113

(sic) En cada caso concreto, la autoridad judicial competente calificará la conducta y

determinará Si esta const¡tuye un acto desleal, ejerciendo poster¡ormente, una función

sancionadora contra los infractores por la comislón de dichas conductas

Asimismo, Alva¡ez Alemán destaca la función legisladora frente a la competencia

desleal. "se considera que el Derecho de la competencia tiene un conten¡do

111 http://www.derechocomercial.edu. uy/Clasecompetencia.htm (26 de junio de 2015)
112 http://consultoriojuridicounilibrectg.es.tl/Competencia-Desleal.htm (26 de junio de 2015)
113 http://www.derechocomercial.edu. uyi Clasecompetencia. htm (26 de junio de 2015).
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preventivo, cuando de forma anticipada el Estado realiza una valoración de la legalidad

de las ciertas conductas que tienden a alterar el orden público económico, señalando

un proced¡miento en el que la autoridad competente se encargará de evaluar los

posibles efectos de la conducta dentro del mercado; es decir, si se ajusta o no a los

parámetros de la leal y libre competencia, con la finalidad de aprobarla o no".11a (sic)

o El daño

"Un daño susceptible de provocar un perjuicio a un competidor: a noción de perjuicio

referida a la concurrencia desleal es muy flexible, existiendo posiciones que van desde

exrgir un perjuicio efectivo, material o moral, hasta aquellos para los que basta con que

ex¡sta la posibilidad del perjuicio".l15 De conformidad con la legislación guatemalteca,

no es necesario que el daño se haya causado efectivamente: es suficiente que haya

existido de manera indudable la potencialidad del daño hacia los comerciantes

competidores. consumidores y usuarios.

2.6.3 Aspectos doctrinarios de los comportamientos y prácticas anticompetitivas o

restrict¡vas de la libre competencia

Existen diversas teorías acerca de la naluraleza jurídica de estas prácticas, las cuales

atienden a su importancia en la dinámica económica de la sociedad, tales como:

llaAlvarez Alemán, Juan Gabriel. Derecho de la competencia, prácticas contrarias a
competencia y la ausenc¡a de una ley de derecho de competencia en el Ecuador. Pá9. 56.
r15 http://wuw. derechocom ercial.edu.uy/ClaseCom petencia.htm (26 de junio de 20'15).
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. Teoría de la responsabilidad extracontractua I

Esta teoría desarrollada por los hermanos franceses Henri y Leon Mazeaud concibe los

actos de competencia desleal como el resultado de tres elementos convergentes: La

práctica, acto o hecho fraudulento, el daño que se ocasiona y la relación o vínculo de

causalidad que existe entre el hecho y el daño. Sin embargo, esta teoría diverge de la

legislación guatemalteca, por cuanto esta última considera un acto como constitutivo de

competencia desleal sin ¡mportar el resultado dañoso que se obtenga, basta con

entender que dicho acto es contrario a la ley y la buena fe mercantil.

. Teoría de la protección de la personalidad

De acuerdo con el jurista alemán Josef Kohler, "... ias normas sobre competencia

desleal protegen el derecho de las personas en general, tanto consumidores como

competidores".ll6 EI irrespeto a las normas relativas a la competencia desleal

constituye una amenaza a la dignidad y respeto de las personas. Esta teoría visualiza

el Derecho como una estructura que tiene por ob.jeto "... regular la conducta humana y

garanlizar la dignidad y el respeto que naturalmente se le debe al hombre".117

. TeorÍa del abuso del derecho

Parle de la idea básica del derecho de libre competencia bajo el cual a toda persona le

asiste la facultad de participar en la actividad económica que desee, salvo las

1r0 http://facultaddederecho.es.tl/De-la-Com petencia-Desleal.htm (25 de junio de 2015).
117 lbid.
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restricciones legales. Sin embargo, al elercer dicha libertad de manera que se

irrespetan los lÍmites establecidos legalmente (a través de prácticas y actos contrarios

a la buena fe mercantil) se configura el abuso de derecho, entendido este último como

"...eI ejercicio contrario al fin económico y social del derecho...".11B

Es importante resaltar que esta premisa reúne tanto el concepto de derecho de libre

competencia en su esfera individual como su contrario, aquella serie de prácticas

fraudulentas que atentan contra la seguridad colectiva de los demás productores,

comerciantes y consumidores (la competencia desleal), por lo cual se considera que es

una teoría muy completa. "En otras palabras, el derecho individual de libre

competencia encuentra su límite y su exceso en donde empieza la función social que

debe cumplir el derecho individual en una sociedad competida, de libre mercado. (...)

para poder mantener ese claro equilibrio entre las fuerzas de mercado".11e

. Teoría del acto exces¡vo

Sostenida por varios doctrinarios, entre ellos el jurista y profesor francés Paul Roubier,

esta teoría afirma que el acto de competencia desleal constituye un acto excesivo,

debido a que dicha conducta "...desvía de su finalidad los principios en que se

fundamentan las libertades civiles, (...) contraría los usos y las prácticas que en todo

tiempo han movido la libertad de obrar en el comercio".12o Esencialmente se trata del

118http://www.enciclopedia-juridica.bizl4.comldlleotoáC3%ADa-del-abuso-del-derecho/teor%C3%ADa-

del-abuso-del-derecho. htm (25 de junio de 2015).
11e http://facultaddederecho.es.tl/De-la-Com petencia-Desleal.htm (25 de lunio de 2015).
120 lbid.
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abuso de derecho que comete la persona a quien le as¡ste dicha facultad, excediendo

los límites que le establece la misma libertad que se le otorga.

. Teoría de la protección de la hacienda

Esta doctrina apoyada por el jurista Georges Ripert y el ¡taliano Francesco Carnelutti

sostiene que la finalidad de las normas sobre competencia desleal reside en la

protección al patrimonio (hacienda) de los comerciantes competidores frente a las

posrbles medidas y conductas tomadas por un comerciante que const¡tuyan

competencia desleal. "Al parecer estos autores se olvidan del consumidor y de la

protecc¡ón jurídica que a éste se le brinda con las normas sobre prácticas restrictivas a

la competencia".121 (s¡c)

A criterio de la sustentante, la legislación guatemalteca se ajusta más a la teoría del

abuso del derecho, por cuanto se considera a la competencia desleal como un acto

contrario a la buena fe comercial que, por principio, debe mediar en todas las

relaciones mercantiles. Así, estas prácticas configuran un abuso de derecho por parte

de los comerciantes que las cometen, ya que son contrarias al fin económico social que

persigue el Derecho, y por ende, la legislación propia de Ia materia.

121 lbid.
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2.6.4 Clasificación doctrinaria de las prácticas anticompetitivas o restrictivas de la

competencia

Previamente a desarrollar la clasificación que los estudiosos del Derecho plantean, es

necesario establecer una definición para el término prácticas anticompetitivas o

prácticas restrictivas en materia de derecho de competencia. Estas se definen como

"...conductas que impidan o restrinjan la competencia, o que intenten desplazar a los

competidores existentes en un mercado, perjudican en última instancia a los

consumidores, las empresas, y por supuesto los intereses de toda la sociedad. De ahí,

que dichas conductas se encuentre prohibidas por la legislación de competencia, y se

consideren como prácticas lesivas a la competencia, y por lo tanto ¡legales"-122 (sic)

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo se pronuncia

acerca de las prácticas restrictivas: "Las empresas tal vez tengan también la tentación

de reducir o eliminar la competencia sin intervención del Estado porque un monopolista

puede maximizar su beneficio. Las medidas de las empresas destinadas a reducir o

eliminar la competencia reciben la denominación de prácticas comerciales

restrictivas".l23

Según el jurista mexicano Jorge Alberto Witker, las prácticas restrictivas son

"... prácticas comerciales cuya finalidad directa es restringir o e minar la competencia,

l"http://blogs.eleconom ista. net/com pelencial20l4ll)lque-es-una-practica anticom petitiva/ (28 de junio
de 20'15).
l23organización de las Naciones Unidas. Boletín de información de la conferencia de las Naciones
Unidas sobre comercio y desarrollo. Pá9. 7.

16



manipulando el mercado de un producto o servicio, linea

bien, una cadena productiva o incluso una rama industrial"

de

12,1

productos o servicios, o

Es criter¡o de la sustentante, con base a las def¡n¡c¡ones anter¡ores, definir las prácticas

anticompetitivas como: las conductas o actos ejecutados por un comerciante o

productor que tienen por objeto impedir, distorsionar limitar o reducir el libre acceso al

mercado y la participación de los agentes económicos en un entorno de libre

competencia; con el fin de potenciar su propia incidencia en el mercado así como

aumentar de manera arbitraria sus ganancias; cuyos efectos son nocivos para el

funcionamiento competitivo de los mercados, sus productores, consumidores,

comerciantes y la economía nacional de un paÍs.

Asimismo, es importante establecer ciedas diferencias entre los términos competencia

desleal y las prácticas anticompetitivas, Ios cuales muchas veces son utilizados

¡ndistintamente, sin embargo. no son sinónimos. El especia sta salvadoreño en

derecho de competencia, Daniel Olmedo, expresa: "Ambas son conductas ilícitas, pero

son distintos los bienes jurÍdicos tutelados con su prohibición. Las prácticas

anticompetitivas se prohíben para proteger la competencia y los actos de competencia

desleal para resguardar la lealtad comercial".125 A continuación, algunas diferencias:

. La esencia de la práctica anticompetitiva reside en las condiciones creadas con

el propósito de restringir la participación de los demás comerciantes y,

r24 Witker. Jorge. Prácticas desleales y prácticas restrictivas. Pá9. 142.
r25https://m basic.facebook.com/notes/derecho-y-negocios/competencia-desleal-y-pr%C3%Al cticas-
anticom petitivas-por-daniel-olmedo-especialistaJ355499244460104l (26 de julio de 2015).
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paulat¡namente, deformar el correcto funcionamiento del mercado; mientras que

un acto de competencia desleal se configura por medio de acciones contrarias a

la buena fe mercantil, las cuales perjudican a los demás competidores, pero

cuyas consecuencias no afectan al mercado o no tan gravemente.

Las normas jurídicas prohibitivas de prácticas anticompetitivas protegen el

interés público frente a la dinámica económica de un país; m¡entras que la

prohibición de actos desleales salvaguarda los intereses de los comerciantes

afectados. "...e| Derecho de Competencia es una rama del Derecho Público y la

competencia desleal se desarrolla en el Derecho rr'rudo'.rzo (sic)

Ambas se diferencian por el tipo de norma que las materializa. Es criterio de la

sustentante considerar que esta afirmación encuentra fundamento en el caso

particular de Guatemala al observar que (debido a un compromiso de carácter

internacional) el Congreso de la República debe crear una ley que desarrolle las

disposiciones legales atinentes al derecho de competencia. La iniciativa de ley

número 4426 establece la creación de un órgano de decisión, administración y

sanción, por lo que puede establecerse que las normas jurídicas contenidas en

la futura ley tendrán naturaleza de derecho público. Por el otro lado, los actos

de competencia desleal se encuentran dispersos en varios cuerpos legales;

perteneciendo todos estos al derecho mercantil, área del derecho privado.

126 lbid.
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Las autoridades que conocen ambas conductas son distintas. Las de carácter

anticompetitivo, de conformidad con lo contenido en el proyecto de ley número

4426 seán conocidas por el Directorio de la Comisión de Competencia. Por

otro lado, los actos desleales son sometidos a conocimiento de tribunales de

justicia competentes creados por la Corte Suprema de Justicia, la cual (por

mandato constitucional) ejerce con absoluta exclusividad la función judicial.

. El procedimiento a través del cual son dirimidas dichas controversias es

diferente. Las prácticas compet¡tivas serán sometidas a un proceso

administrativo contemplado en el Título lV del proyecto de ley número 4426. Los

actos desleales establecidos en el Código de Comercio de Guatemala son

conocidos, tramitados y resueltos por medio de un proceso de conocimiento

ordinario, regulado en el Decreto Ley '107, Código Procesal Civil y Mercantil; y a

los contenidos en la Ley de Propiedad lndustrial les aplica el proceso de

conocimiento oral, igualmente establecido en el Decreto Ley 107.

En anteriores apartados se ha enfatizado la imposibilidad de elaborar una enumeración

taxativa de todas las conductas posibles de constituir competencia desleal. Por lo

tanto, al no existir un consenso que permita unificar estas prácticas en una sola

categorización, los jurisconsultos han creado varias opciones inspiradas en diversos

criterios. Las clasificacrones, a pesar de ser insuficrentes en cuanto a la especificación

de los actos desleales, establecen c¡ertas pautas y aspectos comunes para poder

calif¡car una práctrca determinada, de las cuales se desarrollarán brevemente a

continuación las más aceptadas por las leg¡slaciones y la doctrina.
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2.6.4.'1 Clasificación de Hefermehl

Esta esquematización fue desarrollada por el profesor y jurista alemán Wolfgang

Hefermehl y ha sido ampliamente difundida, adoptada e introducida a la legislación y

doctrina por varios paÍses europeos, entre estos: Alemania, España y parle de Suiza.

Esta se caractetiza por ordenar los actos de competencia desleal en cinco categorías:

(¡) "Los actos que ¡mplican Ia captación desleal de clientela;

(i¡) Los actos de obstaculización desleal de los compet¡dores;

(ii¡) Los actos de explotación desleal de esfuerzos ajenos;

(iv) Los actos de obtención de una ventaja competitiva mediante la violación de

normas; y

(v) Los actos de perlurbacrón del mercado".127

Sin embargo, dicha clasificación ha sido criticada por Aurelio Menéndez, por cuanto

esta no se basa en un crrterio valorat¡vo-normativo, s¡no que se enfoca más a un

criterio meramente fenomenológico.

2.6.4.2 Clasificación de Ghidin¡

El autor Gustavo Ghidini afirma que, para poder elaborar una clasificación de los actos

desleales, debe prestarse especial importancia a los aspectos funcionales de la

actividad de libre competencia concordados con los intereses que protege y garantiza

127 Contreras Blanco, Oscar. La competenc¡a desleal y el deber de la corrección en la ley ch¡lena.
Pá9.79.

80



el régimen económico social. De acuerdo a esta premisa, Ghidini limita los actos

desleales de acuerdo a las funciones que lleva a cabo una empresa, tales como:

(i) "Función distintiva, que consiste en la capacidad de las empresas de

diferenciarse entre sí;

(ii) Función promocional, que puede verse afectada por la denigrac¡ón, la

comparación desleal, la publicidad engañosa o la apropiación de la fama de

productos o de empresas;

(iii) Función distributiva, que cons¡ste en el acceso al mercado y en la

distribución equitativa del mismo;

(iv) Función de política personal, que se ve afectada por los actos de

transferencia desleal de dependientes y agentes; y

(v) Función de investigación y desarrollo, dentro de la cual se excluyen los actos

de abuso de secretos, de competencia desleal de los exdependientes, de

competenc¡a parasitaria y de violación de normas públicas".rza

Esta clasificación fue criticada por Alberto Emparanza Sobejano y Aurelio Menéndez,

seña¡ando que, al ¡gual que la de Hefermehl, no atiende al parámetro jurídico normat¡vo

de los actos desleales, únicamente se c¡rcunscribe a su aspecto sociológico.

2.6.4.3. Clasificación de Emmerich

Esta clasificación, creada por el jurista y profesor alemán Volker Emmerich, es una de

las que más aceptación ha tenido en la doclrina europea. En ella se ordenan los actos

r,8 lbid. Pá9. 80.
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desleales en tres grupos, de acuerdo al agente económico que lesionan. es decir, el

consumidor, el competidor y el interés público. Estos son:

(¡) "El primer grupo responde a la función de protección del empresar¡o, que

consiste en la salvaguarda de su posición adquirida en el mercado;

(ii) El segundo persigue la protección del consumidor, que consiste en garantizar

su autonomía de decisión:

(¡ii) Por último, el tercero responde a la función de proteccrón general del

mercado, es decir, al mantenimiento del orden concurrencial libre y no

falseado, asegurando la par conditio concurrentiorum".l2e

Como crítica negativa puede mencionarse que ex¡ste la posibilidad de que un acto

desleal (por su parlicularidad) pueda encuadrarse en cualquiera de los tres grupos.

Por lo tanto, la solución propuesta por los jur¡stas es incluir el acto en el grupo cuyo

interés, por la realización de dicha práctica, se vea más afectado o sea más prioritaria

su protección: el consumidor, el correcto funcionamiento del mercado o el comerciante.

2,6.4.4 Clasificación de Roubier

El jurista francés Paul Roubier propone la división de los actos desleales en cuatro

grupos:

1 
o. 'Actos de confusión;

2o. Actos de denigración;

30. Actos de desorganización interna de la empresa competidora; y

r2!r lbid. Pá9. 81 .
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4o. Actos de desorganización general del mercado".130

1o. Actos de confusión: En estos actos, el competidor desleal realiza prácticas que

t¡enen como propósito confundir al consumidor frente al origen o propia naturaleza de

los productos y servicios que ofrece, mostrándole una realidad alterada; es

básicamente un engaño. En este grupo también encuadran los actos que tienen por

ob.jeto asemejarse al competrdor, tales como la decoración de las instalaciones,

utilización de medios publicitarios para proyectar una imagen confusa, entre otros.

2o. Actos de denigración: Estas prácticas se c¡rcunscr¡ben a desacreditar el producto o

servicio que ofrece el competidor, lo cual influye en: la percepción que los

consumidores tengan de este, su actividad en el mercado y, consecuentemente, con la

decisión de consumo que estos toman. Es importante establecer una diferencia entre

actos comparativos entre bienes y servicios y los actos de competencia desleal. Los

primeros tienen por intención informar al público acerca de las cualidades de estos y

las ventajas de su consumo frente a los pertenecientes a otros competidores; mientras

que la publicidad comparat¡va constitutiva de acto desleal tiene por fin atacar y destruir

al competidor a través del desprestigio malicioso de los bienes y productos.

3o. Actos de desorganización interna de la empresa competidora: Dentro de este grupo

se s¡túan: el espionaje industrial, la utilización indebida de información, Ia supresión de

signos distintivos de los productos, supresión de publicidad, incitación a la violación de

contratos, entre otros.

130 Otamendi, Jorge. Revista Jurídica de la Univers¡dad de Palermo. La competencia desleal- Pá9. 7.
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En el caso particular del espionaje industrial, este puede manifestarse a través de la

violación del secreto empresarial, el cual es definido en el Artículo 4 de Ia Ley de

Propiedad lndustrial. De acuerdo a Jorge Otamendi, el secreto puede ser definido

como "... aquello que no es conocido y que su propietario mantiene bajo reserva,

aquello que no quiere divulgar".t:t

La práctica desleal denominada violación de secretos puede ser realizada por

empleados, exempleados, terceros o derivada de una relación contractual. Los

primeros dos casos constituyen una violación a la lealtad debida al patrono por parte de

los trabajadores por razón del vínculo económico-.1urídico existente entre ambos

(denominado contrato individual de trabajo). En el caso de terceros, se configura el

clásico espionaje industrial: "Es el caso del tercero que, en forma indebida, y en contra

de la voluntad de su titular, obtiene la información guardada con cuidado".132

La modalidad de violación de secretos derivada de una relación contractual constituye

una amenaza contra el principio de buena fe mercantil que debe subsistir en toda clase

de interacciones dentro del ámbito comercral. En ocasiones, estas relaciones

contractuales no incluyen un acuerdo de confidencialidad, no por eso se lust¡fica que

una de las partes se aproveche de la buena fe de la otra para divulgar o hacer uso

indebido de dicha información. En el ámbito mercantil guatemalteco pueden

mencionarse los contratos atípicos de franquicia y know horv como algunos que

involucran la cesión y manejo de información privilegiada de la empresa propietaria a

cambio de una co ntraprestació n.

131 lb¡d. Pá9.27.
132 lbid. Pá9. 29.
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4o. Actos de desorganización general del mercado. Son las prácticas que t¡enen como

resultado la desesta bilización de la dinámica económica, tales como: la publicidad

engañosa, Ia publicidad exagerada, la usurpación de medallas o recompensas

industriales y las ventas a precios bajos (también denomtnada como dumping).

La publicidad engañosa es una de las prácticas más usuales. Esta consiste en

presentar, a través de medios publicitarios, caracteristicas o propiedades que un

producto o servicio no posee, engañando al consumidor. "Es algo a lo que recurren

habrtualmente muchos competidores. Al no haber realizado el esfuerzo para llegar a

las características que le permiten competir mejor, dicen que ofrecen lo que no tienen.

De esa manera, inducen a comprar a quienes, de conocer las verdaderas cualidades o

características de lo ofrecido, no compraría".133 Esta conducta provoca un desorden en

el mercado y además, un público defraudado y desconfiado de los productores y Io que

estos ofrecen.

En cuanto a los actos de desorganizacrón general del mercado, la legislación

guatemalteca, a través del Decreto 06-2003 del Congreso de la República, Ley de

Protección al Consumidor y Usuario, reconoce la tutelaridad e irren unciabilidad, así

como la promoción y defensa de los derechos que les asisten a los consumidores y

usuarios. Para poder cumplir con los objetivos anteriores, el Congreso de la República

creó (a través del Decreto 06-2003) la Dirección de Atención y Asistencia al

Consumidor, órgano responsable de la aplicación de la ley y sus respectivos

r33lbid. Pá9. 40.
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reglamentos. Entre las atribuciones más relevantes de la Dirección (relac¡onadas a

este apartado) pueden mencionarse las siguientes:

Velar por el respeto de los derechos de consumidores y usuarios. así como del

cumplimiento de las obligaciones de los proveedores,

Procurar la equidad y seguridad lurídica en las relaciones entre consumidores o

usuarios y proveedores,

Facilitar al consumidor o usuario la información necesaria para el mejor

conocimiento de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado:

Educar, capacitar y asesorar a los consum¡dores, usuarios y proveedores;

lniciar las actuaciones necesarias en caso de infracción a las disposic¡ones de la

ley, reglamentos y resoluciones, asÍ como la aplicaciÓn de infracciones, y

Representar y defender a los consumidores o usuarios y los intereses de estos.

Atendiendo al objeto de la ley, esta prohíbe la publicidad engañosa, dado que

constituye un acto o práctica maliciosa que tiene por propósito afectar el patrimonio del

consumidor o usuario o de un tercero. Por ejemplo, en el año 2014, la Dirección de

Atención y Asistencia al Consumidor (DIACO) entabló varias denuncias ante el

Ministerio Público en contra de ciertas cadenas de farmacias que realizaban publicidad

engañosa, la cual se encontraba colocada en sus establecimientos y vehículos, basada

en argumentos falsos relativos al descuento por la compra de medicamentos.

Simjlares acciones realizó la Dirección frente a denuncias referentes a la especulaciÓn

de granos básicos en centros de mayoreo del municipio de Guatemala. lgual situación
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se suscitó frente a empresas distribuidoras de productos lácteos, cuyas fórmulas no

coincidían con la publicidad que se estaba realizando.

En relación al rol que la Dirección ha ejecutado actualmente, se considera necesario

mencionar que: "En los primeros dos meses del 2015, esa entidad recibió dos mil 198

denuncias. Es decir que cada dia, al menos, 36 guatemaltecos se quejan por un mal

servicio prestado o un producto adquirido. El 59% de las denuncias corresponde a

comercio, mientras el 1 1% es contra centros educativos privados. Asimismo, el 7% (...)

es por servicio telefónico residencial y celular. Además. el 3% se queja por el servicio

de energía eléctrica. Otro de los problemas recurrentes en las denuncias es en contra

de bancos y tarjetas de créditos, que acumulan 11% (. ) DIACO, informó que hubo una

recuperación a favor del consumidor, de Q2.7 millones. Las principales devoluciones

fueron por reembolso de bienes, pero también por contratos de adhesión que muchas

compañías deciden obligar a sus clientes".13a (sic)

En conclusión, es criterio de la sustentante afirmar que los actos desleales normados

en el Decreto Número 2-70 del Congreso de la República, Código de Comercio de

Guatemala, no adoptan ninguna de las clasificaciones de manera íntegra y tampoco

crea una nueva estructuración de los mismos, sino que acoge ciertos aspectos de cada

una de ellas y los desarrolla como actos desleales individualizados. Por lo tanto, cada

vez se hace más necesario una ley específica en materia de derecho de competencia

en la cual se desarrollen estos actos de manera más acedada y completa, con la

r3ahttp://www. prensalibre.com/econom ialconsum idores-quejas-denu ncias-Diaco-comercio-faltas-sector-
econom ia_0_127 4272627 .hlml (26 de julio de 2015).



finalidad de facilitar su identificación en el mercado, así como calificación por parte de

los órganos jurisd iccionales competentes.

2.6.5 Las conductas constitutivas de competencia desleal reguladas por el

ordenamiento jurídico guatemalteco

La Constitución Política de la República de Guatemala se organiza ba.lo un régimen

económico social que obedece a los principios de justicia social, por lo que es deber

del Estado propiciar un mercado libre, competitivamente sano e igualitario. 'A nivel

comercial, la competencia es la forma en la que se manifiesta !a libertad de industria,

comercio y trabajo, consagrada en el artículo 43 de la Constitución Política de la

República de Guatemala, formando parte esencial de nuestro s¡stema económico, el

cual modernamente gira alrededor de la libre competencia, la restricción del monopolio

y la represión a la competencia desleal".13s Por lo tanto, el Afiículo 130 de la Carta

Magna prohíbe los monopolios en el mercado guatemalteco como una de las medidas

principales para conservar y garanlizar el derecho a la libre competencia, así como la

estabilidad y correcto funcionamiento de la economía nacional.

Asimismo, el Convenio de París para la Protección de la Propiedad lndustrial (en el

numeral 30 del Artículo 10 bis) realiza una enumeración, poco específica a criterio de la

sustentante, de los actos desleales en materia de propiedad industrial. Los divide

esencialmente en tres clases: actos de confusión, actos de denigración y actos

tendientes a inducir a error al público.

r35Castellanos Mazariegos, Cilia Judith. Neces¡dad de creación
específica en materia de prop¡edad intelectual. Pá9.34.
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De igual manera, el Artículo 362 del Decreto Número 2-70 del Congreso de la

República, Código de Comercio de Guatemala, organiza los actos desleales en cuatro

grupos:

lo.Actos de confusión o engaño d¡rig¡dos al público o a personas específicas;

2o.Aquellos que afectan a otro comerciante de manera directa, sin que haya

incumplimiento de obligaciones derivadas de un contrato;

30.Prácticas que, a través del incumplimiento de un contrato, perjud¡can directamente a

otro comerciante; y

4o.Actos ¡ndeterminados que tengan por ob1eto la desviación de la clientela de otro

comerciante compet¡dor para sí mismo.

Asimismo, el Decreto Número 57 -2000 del Congreso de la República, Ley de

Propiedad lndustrial, en su Artículo '1 73 enumera los actos desleales propios de la

materia. Como se aprec¡ará a continuación, este cuerpo normativo no establece una

clasificación de los actos des¡eales. Sin embargo, su desarrollo obedece de manera

restrictiva a Ias prácticas que puedan surgir en el mercado y que vulneren los derechos

de propiedad industnal de los titulares. Los actos desleales enumerados en ella son los

siguientes:

a) Los que originen confusión o debiliten el carácter distintivo de un signo;

b) Los que, con indicaciones falsas o inexactas, provoquen la denigración de los

bienes, servicios o la empresa; o que haqan incurrir en error acerca de su

origen, fabricación, ca racte rísticas, propiedades o uso al consum¡dor o usuario;

c) Los que tergiversen información con la finalidad de inducir a error acerca de los

bienes y servicios y las verdaderas cualidades que poseen;
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d) La utilización, por parte de terceras personas. de un producto protegido por la

legislación de propiedad intelectual, con fines comerciales;

La utilización de un signo distintivo que la |egislación contempla como prohibido;e)

0

s)

El uso en el comercio de un signo distint¡vo prohibido por la ley;

La utilización, promoción, comercialización, divulgación o

secretos empresariales ajenos;

El uso no autorizado de medios de empaque, presentación o

productos o servicios o la utilización de copias o imitaciones

error o confusión.

h)

adqursición de

identificación de

que induzcan a

2.7 La regulación legal del derecho de competencia en América

De conformidad con lo desarrollado en el apartado específico, el Acuerdo de

Asociación entre la Un¡ón Europea y Centroamérica establece el compromiso por parte

de Guatemala de aprobar una Ley de Competencia, la cual atienda de manera directa,

amplia y minucrosa todos los aspectos concernientes a esta materia. La sustentante

considera necesario rcalizar un breve esbozo de algunas legislaciones americanas

relativas al derecho de competencia, con el propósito de visualizar el crec¡miento y

relevancra que esta área del derecho mercantil ha adquirido en el transcurso del

tiempo. Dicho desarrollo ha permitido a esos países formular políticas públicas,

disposiciones ad m inistrativas, normas jurídicas y resoluciones judiciales que velen por

la promoción de la libre competencia, la protección del consumidor y usuario, y la

represión de prácticas constitutivas de competencia desleal.
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. El Salvador

Ley de Competencia, aprobada mediante Decreto Legislativo No. 528 (de fecha 26 de

noviembre de 2004) y reformada mediante Decreto Legislativo No. 436 (del 1B de

octubre de 2007) "...fue decretado para poner en práctica las normas constituciona les

( )en reconocimiento a la necesidad de lograr una economÍa más competitiva y

eficiente, promoviendo su transparencia y acceso, fomentando el dinamismo y el

crecimiento de la economía para benefic¡ar al consumidor''.136

Dicha ley está compuesta por 5 títulos y cuenta con 58 artículos. Además, este cuerpo

normativo estableció una rnstitución propia denominada Superintendencia de

Competencia, la cual lleva a cabo sus funciones de manera coordinada con otras

instituciones gubernamentales, tales como: Banco Central de Reserva, Defensoría del

Consumidor, Ministerio de Economía, Supe rintendencia del Sistema Financiero,

Dirección General de Aduanas, la Presidencia de la República, entre otras.

Como es posible apreciar, la aplicación de esta normativa específica en la materia no

es fragmentaria, s¡no que ha sido acompañada por acciones en el ámb¡to

gubernamental, a través de la formulación y e.lecución de políticas públicas que

refuercen las disposiciones legales relativas al derecho de competencia.

lgualmente, se realizan estudios sectoriales, los cuales "... pretenden contribuir a

fortalecer la capacidad institucional de la Superintende ncia de Competencia, dotándola

136 http://wawv.sc.gob.sv/pages. php?ld=1 7 (1 de jul¡o de 201 5)
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de herramientas técnicas para su funcionamiento y coadyuvando en el proceso de

difusión y consolidación de una cultura de competencia (...). Asimismo. permiten

elaborar recomendaciones de politicas públicas que conlleven a una mayor

transparenc¡a y eficiencia en los mercados del país".1:z Estos estudios son realizados

en sectores públicos y privados, tales como: fiscal, financiero, infraestructu ra, servicios,

compras gubernamentales, servicios sanitar¡os y financiero bursátil; los cuales sirven

como herramienta pa ra:

Evaluar objetivamente las actividades de giro ordinario;

Realizar recomendaciones para el mejoramiento de la producción de bienes y

prestación de servicios, así como para garantizar la competencia en el mercado;

lmplementar procesos en pro de la competencia por el período de tiempo que se

considere prudente y necesario:

Ajustar.las relaciones contractuales a lo establecido por la Ley de Competencia;

Establecer lineamientos que regulen y propicien adquisiciones y contrataciones

de la Administración Pública de forma transparente e igualitaria en

oportunidades para los participantes;

Detectar infracciones a las disposiciones legales, así como exigir el

cumplimiento de las mismas en función de garantizar los derechos e intereses

de los consumidores y usuarios: e

lncentivar la denuncia como medio para depurar el mercado de las prácticas

anticompetitivas y los actos de competencia desleal, así como para mantener un

ámbito comercial competitivamente sano y equitativo.

137 http://u,awv.sc.gob.sv/pages.php? ld=165&ld_menu-306000 (27 de julio de 2015).
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. Perú

El país suramer¡cano contaba con una Ley de Represión de conductas anticompetitivas

desde el año 1991, la cual fue reformada en agosto del año 2008 a través del Decreto

Legislativo 1034. Dicha reforma atiende a que "...luego de más de quince años de

aplicación ( ), el diagnóstico evidencia que esta norma presenta una serie de

deficiencias y vacíos, requiriéndose por ello una reforma integral. ".138

En su parte considerativa expresa la necesidad de la misma. '... una nueva ley que

prohíba y sancione el abuso de la posición de dominio y las prácticas colusorias

horizontales y veñicales fortalecerá sustancialmente el marco regulatorio de defensa de

la Iibre competenc¡a, lo que, a su vez, incent¡vará la eficiencia económica en los

mercados, promoverá la competitividad económica del país y mejorará el b¡enestar de

los consumidores, estableciendo un ambiente apropiado para las inversiones".l3s

. Colombia

A través de la ley '1340 de 2009, el Congreso de Colombra dicta normas en materia de

protección de Ia competencia, la cual, de acuerdo a su Artículo 1, tiene por objeto:

actualizar la normativrdad en materia de protección de la competencia para adecuarla a

las condiciones actuales de los mercados, facilitar a los usuarios su adecuado

r38Par1e considerativa del Decreto Legislativo 1034. Ley de Represión de conductas a nticompet¡tivas.
Repú blica del Perú.
r.js lbid.

93



seguimiento y opt¡mizar las herramientas con que cuentan las autoridades nacionales

para el cumplimiento del deber constitucional de proteger la libre competencia

económica en el territorio nacional.

. Estados Unidos

"En '1890, Ia Sherman Act fue la primera norma federal que reguló este campo,

concretamente las conductas colusorias entre empresas y la monopolización.

Posteriormente, en 1915 se aprobaron la Clayton Act y la Federal Trade Commission

Act. Estas leyes introdujeron respectivamente disposiciones sobre control de fusiones

entre empresas y sobre protección de consumidores frente a conductas de

competencia desleal, y además, la segunda creó la Federal Trade Commission

(FTg¡".r+o

La Comisión Federal de Comercio (FTC porsus siglas en ¡nglés) "...fue creada el 26 de

septiembre de 1914, (...) y abrió sus puertas el 16 de marzo de 1915. La misión de la

FTC es proteger a los consumidores y promover la competencia" .141 La FTC tiene a su

cargo velar por el cumplimiento y aplicación de más de 70 leyes de Ia materia, las

cuales se agrupan en tres categorías: ". . . estatutos relativos tanto a las m¡s¡ones de

competencia y protección del consumidor; los estatutos relacionados principalmente

con )a mlsrón de la competencia; y los estatutos relativos princlpalmente a la misión de

protección de los consum¡dores' 1¿12

140 Fornells de Frutos. Jordi. Derecho de competenc¡a en Estados Unidos. Pág.46.
lar https://www.ftc.gov/about-ftc/our-h¡story (1 de julio de 201 5).
ra2 https://www.ftc.gov/enforcement/statutes (1 de iulio de 2015).
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. Argentina

La ley 25,156, Ley de Defensa de la competencia, creada por el Senado y Cámara de

Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, entró en vigencia el 28 de

septiembre de 1 999, la cual: ' ...garanliza el funcionamiento adecuado de los

mercados, asegura la libre competencia y sanciona las conductas que limiten,

restrinjan o distorsionen la competencia o que constituyan abuso de posición en el

mercado de una manera que podría afectar negativamente al interés económico

general".l'13

o México

México contempla el derecho de competencia en la Ley Federal de competenc¡a

Económica, vigente desde el año 2014. Su objeto es promover, proteger y garan¡izar

la Iibre concurrencia y la competencia económica; así como prevenir, investigar,

perseguir con eficacia, castigar severamente y eliminar los monopo os, las

concentraciones ilícitas, las barreras a la libre concurrencia y la competencia

económica, y demás restricciones al funcionamiento eficiente de jos mercados.

En conclusión, el derecho de competenc¡a comprende un derecho humano y uno de los

pilares fundamentales del régimen económico social de Guatemala. En consecuencia,

el Estado (a través de sus organismos Legislativo, Ejecutivo y Judicial) debe velar por

r43 http://w\rl/r'.wipo. int/wipolex/es/details.jsp?id=100 (j de julio de 2015).
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su promoción, protección y correcto e1ercicio, de conformidad con los principios de

verdad sabida y buena fe guardada; y en caso de surgir controversias, conocer y

resolver las mismas de la manera más ágil, eficiente y conveniente para los suletos que

en ellas se vean involucrados, aspecto que será desarrollado en el siguiente capítulo.
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CAPiTULO III

3. El proceso civil y mercantil

3.1 El proceso judicial

3.1.'1 . Definición

Previamente a definir el proceso judicial, es necesario tener c¡erta noción acerca del

proceso en general y lo que este comprende. A continuación, algunas definiciones del

término proceso:

"Progreso, avance. Transcurso del tiempo. Las diferentes fases o etapas de un

acontecimiento. Conjunto de autos y actuacio nes".laa

"...conjunto de fenómenos, de actos o acontecimientos, que suceden en el t¡empo y

que manttenen entre sí determinadas relaciones de solidaridad o vinculación. ( ) para

que haya un proceso, no basta que los fenómenos o acontecimientos de que se trate,

se sucedan en el tiempo. Es necesario, además, que mantengan entre sí

determinados vínculos que los hagan solidarios los unos de los otros, sea por el fin a

que tiende todo el proceso, sea por la causa generadora del mismorr.145

raa Cabanellas de Torres. Op. C¡t. Pá9. 259.
ra5 Pallares, Eduardo. Diccionario de derecho procesal civil. Pág. 640.
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Por lo tanto, la sustentante estima correcto afirmar que el término proceso entraña una

actividad desarrollada en el transcurso del tiempo y compuesta por numerosas etapas

ordenadas s¡stemáticamente que se dirigen a alcanzar un fin determinado.

En cuanto al proceso judicial, los autores lo definen como.

"...conjunto de actos coordinados que se elecutan por o ante los funcionarios

competentes del órgano judicial del Estado, para obtener, mediante la actuaciÓn de la

ley en un caso concreto, la declaración, Ia defensa o la realización coact¡va de los

derechos que pretendan tener las personas privadas o públicas, en vista de su

incertidumbre o de su desconocimiento o insatisfacción (... ), y para la tutela del orden

jurídico y de la libertad individual y la dignidad de las personas, en todos los

casos... ".146

"...la sucesión de fases juridicas concatenadas realizadas conforme al orden trazado

por la ley, el juez, las partes y los terceros en ejercicio de los poderes, derechos,

facultades y cargas que les atribuye la ley procesal o en cumplimiento de los deberes y

obligaciones que la misma les impone, cursadas ante órgano jurisdiccional,

pretendiendo y pidiendo la actuación de la ley para que: Que dirima la controversia,

verificado que sean los hechos alegados (...) pretensión y petición que se plasmará en

una sentencia pasada por autoridad de cosa juzgada".147

1a6 Dev s Echandía, Hernando. Teoría general del proceso. Pá9. 155.
ra7 http://jorgemachicado.blogspot.com/2010/03/proceso. htm I (3 de julio de 2015).
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"...secuenc¡a o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de

resolver, med¡ante un juicio de la autoridad, el conflicto sometido a su decisión".ra8

Es criterio de la sustentante definir el proceso judicial como: la sucesión de actos

jurÍdicos coordinados y desarrollados sistemáticamente de conformidad con el

ordenamiento .1urídico, en los que intervienen las partes, el órgano jurisdiccional

legitimado y demás sujetos; y que tienen por objeto resolver una controversia suscitada

entre las pañes.

3.1.2 Naturaleza jurídica

El proceso judicial puede ser abordado y estudiado desde varios aspectos, uno de ellos

es el relativo a la naturaleza jurídica del mismo, a cuyo respecto los tratadistas han

propuesto diversas teorías, entre las cuales pueden mencionarse: Ia teoría

contractual¡sta, la cuasicontractua lista, la de la relación jurídica, la teoría de la situación

jurídica, la de la entidad jurídica compleja y la teoría de la institución, entre otras. La

más aceptada por los doctrinarios (incluyendo el medio guatemalteco) es la referente a

la relación jurídica. De acuerdo al autor guatemalteco Mario Gordillo, esta teoría

obedece a que "...el proceso es una relación jurídica porque los sujetos procesales

(actor, demandado y juez) se encuentran ligados entre sí e investidos de facultades y

poderes, que les confiere la ley, unos con relación a otros".las

r48 Couture, Eduardo Juan. Fundamentos del derecho proceso civil.
rae Gordi lo Galindo. Op. Cit. Pá9. 57.
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3.1 .3 Finalidad del proceso judicial

Gordillo Galindo establece que: "El fin del proceso es la solución de un conflicto, de

litig¡o, de una controversia y esa es su razón de ser. Ese fin del proceso es tanto

naturaleza privada como pública".rso

El fin del proceso de naturaleza privada lo categoriza como una institución de derecho

privado que tiene por objeto dirimir las controverstas existentes entre las partes. Es

decir, "...concibe al proceso como la discusión sostenida por dos o más personas con

intereses opuestos, con arreglo a las leyes y con respecto a sus co rrespo nd ientes

derechos y obligaciones".l5l Sirve al actor como un ¡nstrumento para someter al

conocimiento de un órgano jurisdiccional un derecho controvertido y, por medio de Ia

resolución judicial, satisfacer su pretensión inicial.

El proceso judicial constituye un medio para que el Estado cumpla sus fines y deberes

conforme lo preceptuado en la Constitución Política de Ia República de Guatemala, el

cual es, específicamente, el mantenimiento del orden social. Arazi expresa: "A través

del proceso posibilitamos que el .juez, como representante del Estado, logre el

conocimiento de los hechos de los cuales pretendemos extraer consecuencias

jurídicas, y realice luego una investigación para saber si de esos hechos comprobados

se pueden extraer las consecuencias jurídicas pretendidas".152

r50 tb¡d. Pág 58
15rl\,4artinez Recinos. l\,4ynor Jonás. La unificación de personería en el proceso c¡vil guatemalteco y
los efectos de su aplicac¡ón. Pá9. 15.
152 Arazi, Roland. Derecho procesal civil y comercial. Pá9. 111.
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El proceso judicial constituye la piedra angular del ejercicio del poder judicial y una

herramienta ideal utilizada por los pueblos modernos y civilizados para la solución de

controversias; por lo que es indispensable que dicha función sea protegida y

constantemente fortalecida. Asimismo, debe ser realizada de manera adecuada,

concreta y eficiente para que cumpla su cometido principal: la aplicación de justicia.

Básicamente, el criterio público de la finalidad del proceso opera en función de.

"Restablecer la paz social a través de la solución del conflicto, la restauración del orden

vulnerado y la búsqueda de una convivencia feliz".153

Al respecto, Devis Echandía expresa: "...e| fin del derecho procesal es garantizar la

tutela del orden jurídico y por tanto la armonía y la paz sociales. mediante la realización

pacífica, imparcial y justa del derecho objetivo abstracto en los casos concretos,

gracias al ejercic¡o de la función jurisdiccional del Estado...".15a

3.1 .4 Clasificación del proceso

El proceso judicial tiene por fin primordial el restablecimiento de la paz social a través

de la solución de un conflicto. Sin embargo, para abordar doctrinariamente de mejor

manera esta temática, los doctrinarios han dividido y agrupado los diferentes procesos

conforme a los caracteres específicos que cada uno presenta; de acuerdo a su

contenido, función o fin, estructura y subordinación. Atendiendo al tema de

investigación del presente trabajo, la sustentante clasifica el juicio oral de la siguiente

manera:

r53 http://jorgemachicado. blogspot.com/2010/O3/proceso. htm l# Toc256630767 (10 de julio de 201S).
154 Devis Echandía. Op. Cit. Pá9.43.
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Por su contenido: Puede ser civil o mercantil, de acuerdo a la mater¡a; y de

acuerdo a la afectación del patrimonio, se considera como un proceso s¡nqular;

Por su fin: De conocimiento, ya sea ser constitutivo, declarativo o de condena;

Por su estructura: Se determina que es contencioso, por existir una controvers¡a

que se somete a¡ conoc¡miento del órgano jurisdiccional; y

Por su subordinación: Es un proceso principal, por cuanto subsiste por sí solo.

3.2 Definición del proceso civil y mercantil

La naturaleza social del ser humano hace que este se agrupe con otros de su m¡sma

especie para poder satisfacer necesidades comunes por medio de actividades que Ie

faciliten la obtención de dichos satrsfactores. El desarrollo de estas interacciones

genera conflictos que necesitan ser solucionados, no a través del libre arbitrio de Ios

involucrados, sino por un andamiaje jurídico previamente establec¡do que vele tanto por

la protección de los derechos de las partes como por la independencia, imparcialidad,

legalidad y justicia con que se dictan dichas resoluciones.

En función de la necesidad de resolver controversias entre los individuos, el pueblo

delega su soberanía al Estado, quien la ejercita a través de:

. El organismo legislativo, cuya func¡ón radica en la creación, reforma y

derogación de leyes de acuerdo a las necesidades de las personas y las

diversas relaciones que se llevan a cabo dentro de la dinámica social; y
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. El organismo jud¡c¡al, al cual le asiste Ia potestad de juzgar y promover la

e.lecución de lo juzgado. Es decir, la aplicación de la legislación y la.lusticia a los

casos concretos de litigio entre las personas, y ejercida por los tribunales de

lusticia preestablecidos por la Corte Suprema de Justicia.

En cuanto a la función legislativa relativa a la solución de conflictos en materia civil y

mercantil, Guatemala cuenta con el cuerpo normativo denominado Decreto Ley 107,

Código Procesal Civil y Mercantil, el cual entró en vigencia el primero de julio de 1964.

Asimismo, la impartición de justicia corresponde, por mandato constitucional. al

organismo judicial y es ejercida exclusivamente por la Corte Suprema de Justicia y los

demás órganos ju risd iccio na les que esta establezca.

De acuerdo a la temática de este apartado, Ia sustentante considera necesario definir

los términos conflicto y litigio, los cuales se utrlizan rnd¡st¡ntamente. Sin embargo,

existe una diferencia esencial entre ambos, entendiéndose por conflicto:

"Oposición de intereses en que las partes no ceden. El choque o colisión de derechos

o pretens¡ones".155

". . . cuando surge un confl¡cto, se produce un enfrentamiento, una pelea, una lucha o

una discusión, donde una de las partes intervinientes intenta imponerse a Ia otrarr.ls6

De igual manera, el término litigio responde a las siguientes definiciones:

155 Cabanellas de Torres. Op Cit. Pá9. 68.
r56 http://defin icion.de/conflicto/ (3 de lulio de 2015).
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"Pleito, altercación en juicio. Disputa, contiendari.l5T

"...proceso judicial, una discusión legal que está regida por todas las normas y

condiciones que se deben respetar frente a un órgano judicial superior. . . ".158

Por lo anotado puede afirmarse que se está frente a un conflicto al existir desacuerdo

entre partes (vinculadas entre si a través de una relación jurÍdica legal previa) en

cuanto a que sus pretensrones, motivaciones o intereses son contrarios y ninguna de

las partes cede frente a la otra. El conflicto se configura como litigio en el momento en

que una o ambas partes deciden someter su controversia a un proceso judicial, para

que esta sea conocida y resuelta por un tercero imparcial (el órgano ju risd iccio nal), por

medio de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas establecidas

anter¡ormente al surgimiento del desacuerdo.

lgualmente, existen cieñas diferencias entre el proceso y el ¡it¡gio. el litigio configura la

existencia de intereses opuestos o diferentes entre personas, mientras que el proceso

se inicia y produce al decidir una o ambas partes someter d¡cha controversia al

conocim¡ento de un poder judicial. En conclusión, "...e| proceso se inicia entonces ante

el juez y se desarrolla en su presencia; el litigio existen desde antes entre las partes, y

puede ocurrir que a pesar de él no se rnicre ningún proceso".15s

r57 http://lema.rae.es/drae/?va =litigio (3 de lulio de 2015).
r58 http://conceptodefinicion.de/litigio/ (3 de julio de 2015).
r5e Devis Echandía. Op. cit. Pá9. 158.
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Ahora, es necesario definir el derecho procesal civil. La mayoría de definiciones

consultadas tienen como denominador común o aspectos fundamentales:

. Está compuesto por ¡nstituciones contenidas en normas jurídicas que regulan el

desarrollo del proceso civil;

. Norma la actividad de los órganos ju risd icciona les relativa a la aplicación de la

ley civil para resolver controversias derivadas de relaciones entre particulares;

. Regula los vínculos lurídicos que surgen entre los suletos procesales; y

. Constituye una herramienta jurídicatécnica para el restablecimiento del orden

jurÍdico prestablecido. De acuerdo con lo expresado por Mario Gazaíno Vitero,

"...eI derecho procesal (..) incluye aquellas normas de orden público que han

sido establecidas con el fin de garantizar la conveniencia social".160

Es criterio de la sustentante considerar como la definición más acertada la siguiente:

"... instrumento jurídico{écnico para restablecer el orden lurídico alterado y por su

intermedio, se procura una resolución jurisdiccional que declare un derecho que lo

constituya o que imponga una condena de dar, hacer o de no hacer. (... ) EI objeto de

estudio del derecho procesal civil está dado por aquellos procesos cuyo objeto consiste

en una pretensión o petición fundada en el derecho privado, constituye una rama

autónoma de la ciencia jurídica, el derecho procesal civil pertenece al derecho públ¡co

aunque las relaciones jurídicas que se controv¡erten en él correspondan como regla al

derecho privado, esto trae como consecuencia que las partes no se encuentren

r60 http://definicion.de/derecho-procesal/ (5 de julio de 2015).
105



habilitadas para regular el desenvolvimiento del proceso de acuerdo con su

voluntad".l61 (sic)

En conclusión, la sustentante considera que el derecho procesal civil y mercantil puede

definirse como el conjunto sistematizado de instituciones, princtptos, doctrinas y

normas jurídicas que t¡enen por objeto: regular la actividad de los sujetos procesales y

del órgano jurisdiccional dentro del proceso civil o mercantil; determinar las etapas que

conforman el desarrollo del proceso para garanlizar su eficacia; resolver el conflicto

originado entre los pañiculares; y lograr el ".. . afianzamiento de Ia paz social".162

3.3 Principios procesales

Durante el juicio, ambas pañes están interesadas en que el proceso se desarrolle

conforme a Derecho, con absoluto respeto a la ley y a los derechos y garantías que le

asisten a las mismas frente al abuso de poder, derivado de la función pública. "La

relación procesal civil está gobernada, por una serie de principios o reglas

fundamentales que se refieren a su contenido material, a la naturaleza de los poderes

jurídicos que son atribuidos a los sujetos de la mtsma, a la finalidad inmediata del

proceso y a la actividad defensiva de las partes".toa

r6r http://www. notafor.com.arldiccionario/derecho-procesal-civ l. php (5 de iulio de 201S).
r62 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pág. 58.
163 Garcia Vidaurre. Brenda Ninneth. Análisis jurídico sobre la ¡mportanc¡a de que el juez que va a
d¡ctar sentencia en un juicio civil sea el que diligencie el reconocimiento judic¡al, del
departamento de Alta Verapaz, durante el período del 1 de enero al 31 de diciembre del año 2004
Pá9. 16.
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Cada rama del Derecho se fundamenta en un conlunto de lineamientos propios, los

cuales sirven de inspiración para la creación, rnterpretación y posterior aplicación de

normas jurÍdicas a los casos concretos. El .lurista Hugo Alsina cita a Eduardo Couture,

quien afirma que ". . . toda ley procesal, todo texto part¡cular que regula un trámrte del

proceso, es, en primer término, el desenvolvimiento de un principio procesal... ".164 En

este sentido, cada autor propone diferentes principios procesales atendiendo a su

importancia o prevalencia en las modalidades de juicio que cada legislación regula, por

lo que no es posible realizar una enumeración restringida de los mismos.

"Los principios procesales surgen naturalmente de la ordenación, muchas veces

impensada e imprevisible, de las disposiciones de la ley. Pero la repetición obstinada

de una solución puede brindar al intérprete la posibilidad de extraer de ella un principio.

En otras oportunidades, es el propio legislador el que cree necesario exponer los

principios que dominan la estructura de su obra... ".165

Para los efectos de esta investigación, se desarrollarán los principios procesales de

acuerdo a la enumeración que propone el autor guatemalteco Mario Gordillo Galindo,

por cuanto, a cr¡ter¡o de la sustentante, esta configura los l¡neam¡entos fundamentales y

constantes en todo proceso civil, los cuales son:

164 lbid. Pá9. 15.
r65 Couture. Op. C¡t. Pá9. 182.
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. Principiodispositivo

También denominado como impulso procesal, este principio obedece a los aforismos

romanos nemo iudex s¡ne actore (no puede exist¡r un proceso si no hay actor) y nemo

proceclat iure ex officio (no puede existir un proceso de oficio), los cuales configuran la

evolución máxima del derecho romano. Se enfoca en la voluntad e iniciativa de las

partes de iniciar el proceso y poner en movimiento los órganos.iur¡sdiccionales, por

cuanto el derecho controvertido interesa únicamente a las partes involucradas. Devis

Echandía expresa al respecto: "...significa que corresponde a las partes la iniciativa en

general y que el juez debe atenerse exclusivamente a la activ¡dad de éstas, sin que le

sea permrtido tomar iniciativas encaminadas a iniciar el proceso ni a establecer Ia

verdad para saber cuál de ellas tiene la razón en la afirmación de los hechos".ro0 lsic)

Este principio procesal se encuentra plasmado en los Artículos 51 y 1'13 del Decreto

Ley 107, Código Procesal Civil y Mercantil.

Ciertos aspectos sobresalientes acerca de este prrncipio son los siguientes: "...e1

proceso no puede ser iniciado mientras no se haya formulado por la parte ¡nteresada la

respectiva demanda o petición; se prohíbe al juez resolver sobre cuestiones no

planteadas en la demanda (. . . ), se permite a las partes ponerle fin al proceso por

desistimiento y transacción o conciliación; y ( )las partes pueden, en lo general,

renunciar a los derechos procesales, y tal renuncia se entiende existir, en muchos

casos. por el solo hecho de no usar de ellos en la debida oportunidad, aun cuando esto

166 Devis EchandÍa. Op. C¡t. Pá9. 60.
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se deba a olvido o descu¡do, y generalmente sufren entonces consecuencias

adversas".167

Sin embargo, la legislación también le otorga ciertas facultades al juez para ejercer el

control del impulso procesal "... para mitigarlo, como sucede en los casos en que el

órgano jurisdiccional puede proceder de oficio o en los casos en que puede rechazar

de plano ciertas d¡ligencias ..".168 En consecuencia, puede establecerse que el

proceso civil guatemalteco no es enteramente dispositivo, por cuanto el ordenamiento

jurÍdico estima ciertas excepciones a través de las cuales el luez debe resolver sin

petición previa de las partes, como ejemplos: el juez debe dictar la resolución

correspondiente al vencer un plazo (Artículo 64 del Decreto Ley 107, Código Procesal

Civil y Mercantil), señalar de oficio día y hora para la vista (ArtÍculo 196 del mencionado

Código), y la revocación de oficio de los decretos (ArtÍculo 598 del mismo cuerpo

no rmativo ).

o Principio de concentración

Íntimamente ligado a los principios de celeridad y economía procesal, su finalidad es

desarrollar el mayor número de diligencias y etapas procesales en el menor número de

audiencias posible, procurando con ello Ia unidad del proceso y un menor consumo de

tiempo en el m¡smo. "... se dirige a la reunión de toda la actividad procesal posible en

r6TViana Vidal, Guisela María. El ofrecimiento de medios de prueba del declarado rebelde en el
proceso ord¡nar¡o civ¡l guatemalteco. Pá9. 10.
losMorales Cigarroa. Sandra Ernestrna. El principio de congruencia en la demanda y la sentencia en
el proceso c¡vil guatemalteco. Pá9. 3
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la menor cantidad de actos con el objeto de evitar su dispersión".16s No obstante, debe

considerarse que el proceso civil se desarrolle en un tiempo prudencial y suficiente

para que pueda resultar una decisión apegada a la ley, al derecho controvertido, a la

pretensión del actor y a la justicia. "Por esta razón, de una u otra forma, se ha buscado

establecer un procedimiento más o menos temporal, cuyo fin produzca la dilación del

proceso, necesaria para brindar una tutela judicial efectiva".170

El principio de concentración predomina de manera notable en el proceso de

conocimiento oral, regulado en el Libro ll, Título lldel Código Procesal Civil y Mercantil.

Devis Echand ía expresa la prevalencia de este en el juicio oral: ". . . sólo en los

procedimientos orales tiene aplicación adecuada este principio, ya que en las

audiencias se presentan todas las excepciones y se plantean todos los incidentes,

además de allegarse las pruebas y formularse los alegatos, y por regla general en la

sentencia se resuelven todos estos problemas, sin que pueda suspenderse el curso del

proceso para darle previa solución a uno de el¡os".171 (sic)

La dispos¡ción legal contenida en el artículo 206 del Decreto Ley 107 ilustra

adecuadamente este principio procesal, por cuanto en la primera audiencia se

desarrollan las etapas de conciliación, contestación de la demanda, reconvención,

excepciones, propos¡c¡ón y dlligenciamiento de la prueba; señalando una segunda o

tercera audiencia para el diligenciamiento de prueba que no hubiere sido posible

diligenciar en la primera audiencia.

1ae lbid. Pá9. 9.
170 Viana Vidal. Op. Cit. Pá9. 7.
r71 Devrs Echandía. Op. Cit. Pá9.67.
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. Principio de celeridad

De acuerdo a Gordillo Galindo: "Con este principio se pretende un proceso rápido y se

fundamenta en aquellas normas que impiden la prolongación de los plazos y eliminan

los trámites innecesarios... ".172 Es necesario considerar que el proceso judicial

necesita de un tiempo prudencial para su adecuado desenvolvimiento y actuación de

los sujetos procesales que participen en é1. "...e| proceso como fenómeno, necesita

tiempo por lo que Ia rupidez no puede sust¡tuir la justicia, por lo que si esta es tardÍa se

vuelve de def¡ciente calidad".173

De igual manera, el autor SentÍs Melendo enfatiza la importancia del elemento temporal

en la correcta aplicación de justicia: "... no basta con que la justicia sea rápida; además

hace falta que sea buena; a la justicia no le resulta aplicable el criterio de hacer las

cosas aunque se hagan mal; hay que hacerlas y bien; a sentenc¡as rápidas aunque

sean injustas se ha referido algún jurista, como tendencia de los tiempos modernos,

considerándola soluc¡ón inadmisible".lTa (sic)

El Artículo 64 del Decreto Ley '107, el cual contempla la perentoriedad e

improrrogabilidad de los plazos, refleja la aplicación de este principio dentro del

proceso c¡v¡l y mercantil guatemalteco.

172 Gordilf o Galindo. Op. Cit. Pá9. 17.
173 Viana Vidal. Op. Cit. Pá9. 7.
174 Sentís l\,4elendo, Santiago. El proceso civil.
-Decreto-ley 23,398). Pá9. 69.

Estudio de la reforma procesal argentina (Ley'14,237
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. Principio de inmediación

"...circunstancia de que el luez actúe junto a las partes, en tanto sea posible en

contacto personal con ellas, prescindiendo de intermediarios tales como relatores,

asesores, etc. ".175

Es criterio de la sustentante establecer que con este pr¡ncipio se pretende lograr mayor

objetividad en la valoración de los medros de convicción, y congruencia en el criterio

que el órgano jurisdiccional formula, dado que "... el juicio y la práctica de la prueba a

de transcurrir ante la presencia directa del órgano jurisdiccional competente tan sólo

qu¡en ha presenciado la totalidad del procedimiento, oído las alegaciones de las parles

y quien ha asistido a la práctica de la prueba está legitimado para pronunciar la

sentencia".176 (sic)

Devis Echand ía establece dos modalidades de la inmediación: la subjetrva, la cual

consiste en "...la proximidad o contacto entre el juez y determinados elementos

personales o subjetivos, bien sean los sujetos mismos del proceso, o personas

distintas de los sujetos, es decir, terceros"177, y la inmediación objetiva, que se refiere a

"...|a comunicación del juez con las cosas y los hechos que interesan al proceso".178

De acuerdo a Arazi, este principio procesal exige del luez una intervención más

inmediata y próxima a las pañes y al proceso: 'Se exige entonces que el magistrado se

rTscouture. Op. Cit. Pá9. 199.
r76 García Vidaurre. Op. Cit. Pá9. 17
r77 Devis Echandía. Op. Cit. Pá9.68.
178 lbid. Pá9. 68.
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halle en estrecha vinculación personal con las parles y reciba sus alegaciones y

aportaciones probatorias desde el principio del proceso, para que pueda así conocer en

toda su extensión el material sobre el cual habrá de pron uncia rse"-17e Actualmente,

este princip¡o no es observado en la práctica, debido al "...fuerte recargo de tareas que

padece la administración de justicia..."1B0, dificultando con ello la presencia del juez

durante el proceso y demás diligencias que lo conforman.

Asimismo, el lurista italiano Giussepe Chiovenda destaca la ventaja que este princ¡p¡o

representa para el juez, en cuanto al diligenciamiento de la prueba: "...en todos los

casos en que es preciso medir la expontaneidad de las declaraciones de algu¡en, sea

parte, sea test¡go, sea perito, es evidente que el contacto directo y personal de éstos

con el juez, pone al juez en situación de apreciar mejor la declaración. Y si la verdad

de los hechos debe resultar de un contradictorio, sea de parles, test¡gos o peritos, la

confrontación pierde toda ef¡cac¡a en el escrito que la reproduce".181 (sic)

En la legislación guatemalteca, este principio encuentra su fundamento en los actos

procesales siguientes: el juez debe presidir las diligencias de prueba (Artículo 129) y la

conciliación en la primera audiencia (Articulo 203)contenidos del Código Procesal Civil

y Mercantil; y en el Decreto 2-89 del Congreso de la República, Ley del Organismo

Judicial, respecto a la actuación de los jueces en la recepción de declaraciones y su

presencia en los actos de prueba (Artículo 68).

17e Arazi. Op. Cit. Pá9. 150.
r80 tbid. Pág 150
r8r Chiovenda, Giussepe. Principios del derecho procesal c¡vil. Tomo ll. Pá9. 131 .
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. Principio de preclusión

"Carácter del proceso. según el cual el juicio se divide en etapas, cada una de las

cuales clausura la anterior sin posibilidad de replantear lo ya decidido en ella".182

Ossorio lo define como "...acción y efecto de extinguirse el derecho a realizar un acto

procesal, ya sea por prohibición de la ley, por haberse dejado pasar la opoñunidad de

verificarlo o por haberse realizado otro incompatible con aquél'.133

El proceso civil se conforma por etapas procesales, y el paso de una etapa a la

siguiente representa la clausura de la anterior. sin posibilidad de retomarla o

retrotraerse a ella. "Es decir, los actos cumplidos a lo largo del proceso adquirían

carácter firme y se extinguen las facultades procesales que no se ejercieron durante su

oportunidad, sin posibilidad de retroceder a la etapa anterior".18a

Devis Echandía contempla el principio procesal de preclusión como un sinónimo del

principio de eventualrdad, por cuanto: "Tiende a buscar orden, claridad y rapidez en la

marcha del proceso ( )- Se entiende por tal la división del proceso en una serie de

momentos o períodos fundamentales, ( )en los cuales se reparte el ejercicio de la

actividad de las partes y del juez de manera que determinados actos deben

corresponder a determinado período, fuera del cual no pueden ser ejercitados y si se

r82 http://lema. rae.es/drae/srv/search?key=preclusi%C3% B3n (6 de lulio de 201 5).
1e3 Ossorio. Op. C¡t. Pá9.598.
r8a Viana Vidal. Op. C¡t. Pá9. 6.
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ejecutan no t¡enen valor".185 Arazi, muy aceñadamente, concentra dicha idea al

expresar: "...los diversos actos del proceso, para poder ser válidos o eficaces, deben

cumplirse dentro de los plazos que señala la ley...'.rao En cuanto a la doctrina, se

contempla el principio de unidad de vista o indivisibilidad como opuesto al principio de

preclusión, en el cual no existe un orden riguroso en relación a las alegaciones que

pudieran hacer las partes o la proposrción de medios probatorios.

Algunas disposiciones del Decreto Ley 107 que contemplan este principio procesal son:

la prórroga de la competencia al no interponer la excepción respectiva en el plazo

estipulado (Artículo 4), la inadmisibilidad de documentos (Artículo 108), la ampliación o

modificación de la demanda (Artículo 1 10), y el plazo legal para interposición de

excepciones previas (Artículo 120).

o Principio de eventualidad

Couture expresa respecto a este principio procesal: "Los litigantes deben hacer valer

sus defensas conjuntamente cuando la ley así Io dispone. Aunque las proposiciones

sean excluyentes, debe procederse así en previsión, in eventum, de que una de ellas

fuera rechazada, debiendo entonces darse entrada a la subsig uiente". r 87 Este principio

opera en función de que "...las alegaciones propias de cada una de las etapas en que

se divide el proceso, deben ser propuestas simultáneamente y no sucesivamente,

185 Devis Echandía. Op. Cit. Pá9.67.
r8§ Arazi. Op. C¡t. Pá9. 146.
r87 Couture. Op. C¡t. Pá9. 197.

115



considerando la eventualidad de que una u otra no prospere".188 Por medio de este

principio las partes se ven obligadas a realizar el ofrecimiento de sus med¡os de prueba

en el momento procesal legalmente oportuno. Dicho lineamiento t¡ene por finalidad:

acelerar y abreviar los trámites, mantener el orden durante el proceso, evitar la

regresión a etapas debidamente precluidas, así como "...la multiplicidad de juicios",18e

por lo que cada una de ellas debe aprovecharse por completo.

"Es por ello que en el proceso civil guatemalteco, quien pretenda algo debe de probar

los hechos constitutivos de su pretensión y quien los contradiga, debe probar los

hechos ext¡ntivos o las circunstancias ¡mperativas de esa pretensión. .. ".1e0 Una de las

disposiciones que acoge este pr¡nc¡pio procesal es el Ar1Ículo 106 del Código Procesal

Civil y Mercantil, el cual establece la claridad y precisión del contenldo de la demanda,

es decir, los hechos, las pruebas, los fundamentos de derecho y Ia petición.

. Principio de adquisición procesal

Gordillo establece que este principio procesal: "Tiene aplicación sobre todo en materia

de prueba y conforme al mismo, la prueba aportada, prueba para el proceso y no para

quién la aporta, es decir, la prueba se aprecia por lo que prueba y no por su origen".1e1

Básicamente consiste en que los actos procesales desarrollados y los medios

probator¡os presentados por las pades, una vez incorporados al proceso, peñenecen al

mismo y no a quien los presentó. "Alude al influjo recÍproco de la actividad de las

r88 Arazi. Op. Cit. Pá9. 149.
r8e Morales Cigarroa. Op. C¡t. Pá9.20.
reo Viana Vidal. Op. Cit. Pá9. 6.
1s1 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pá9. 19.
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partes, tanto en sus efectos benéficos como perjudiciales. (...)Tiene aplicación sobre

todo, en materia de prueba, para evitar la duplicidad inútil de la m¡sma'.1e2

Arazi cita a Chiovenda, quien afirma que: "... un derecho importante de las partes se

deriva de la circunstancra de que la actividad de ambas pertenece a una relación

ún¡ca']e3. Por lo tanto, lo aportado pasa a formar par1e del proceso, no del sujeto que

reatizó dicha actividad. El Ar1ículo 177 del Decreto Ley 107 contiene claramente tal

extremo al establecer que el documento que una parte aporta como medio probatorio

siempre probará en su contra, así como el Artículo 139, relativo al ¡nterrogatorio.

o Principio de igualdad

Cabanellas define la igualdad como: ". .. Correspondencia, armonía y proporc¡Ón entre

los elementos ¡ntegrantes de un todo. Trato uniforme en situaciones similares.

Ausencia de privilegio, favor o preferencia".l-oa

También denominado principio procesal de contradicciÓn o de bilateral¡dad en la

audiencia, const¡tuye una garantía fundamental para las partes del proceso, asegura el

debido proceso y la legítima defensa. Este consiste en que frente a una actuación de

la par1e, se debe dar oportunidad de intervención u oposición a la parte contraria,

basados en la disposición legal del Artículo 57 de la Ley del Organismo Judicial, la cual

establece la igualdad de todas las personas ante Ia ley y su derecho de acceso a la

1e2 Martinez Recinos. Op. Cil. Pá9.21 .

rs3 Arazi. Op. Cit- Pá9. 147 .

r!'1 Cabanellas de Torres. Op. Cit. Pá9. 155.
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.justicia por igual; precepto también conten¡do en el ArtÍculo 10 de la Declaración

Universal de Derechos Humanos.

Couture enfaliza la importancia de la igualdad entre las partes en el desarrollo del

proceso: "El debate procesal es necesariamente un debate ordenado y con igualdad de

oportunidades de hacer valer sus derechos por ambos contend ientes".1s5

Devis Echandía destaca dos aspectos tangibles de la aplicación de este principio

procesal: "...1)...en el curso del proceso, las partes gozan de iguales oportunidades

para su defensa, lo cual tiene fundamento en la máxima audiatur es altera pars, que

viene a ser una aplicación del postulado que consagra la igualdad de los ciudadanos

ante la ley, base de la organización de los Estados modernos; 2) que no son

aceptables los procedimientos privilegiados, al menos en relación con raza, foftuna o

nacimiento de las pa ñes".1e6

Algunas disposiciones que reflelan este principio procesal son: el término común a las

partes para comparecer a audiencia (Artículo 111) y la práctica de la prueba con

citación de la parte contraria (Artículo 129), ambas conten¡das en el Decreto Ley 1O7,

Código Procesal Civil y Mercantil; así como la audiencia que se concede a los

interesados durante los inc¡dentes, regulada en el Artículo 138 del Decreto 2-89 del

Congreso de la República, Ley del Organismo Judicial.

1e5 Couture. Op. Cit. Pá9. 181 .

re6 Devis Echandía. Op. Cit. Pá9. 56
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. Principio de economía procesal

"...este principio comprende las previsiones que tienden a la abreviación y

simplificación del proceso, evitando toda aquella prolongación irrazonable que haga

¡noperante la tutela de los derechos e intereses comprendidos dentro del mismo. Lo

que este prevé es obtener dentro del desarrollo del procedimiento judicial el máximo

beneficio con el menor desgaste del órgano jurisdiccional".leT

Gordillo afirma que este principio procesal: "Tiende a la simplificación de trámites y

abreviación de plazos con el obr.jeto de que exista economía de tiempo, de energías y

de costos".ls8 Busca mantener una actuación equilibrada que permita desarrollar el

proceso de manera adecuada y garantice el pleno ejercicio de los derechos que le

asisten a las partes; así como llevar a cabo las diligencias necesarias de la forma más

pronta y eficiente, como debe ser la adm¡nistración de justicia. Couture se pronuncia

respecto a la importancia de la economía y la justicia en el desenvolvimiento del

proceso civil: "... ni tanta economía que la justicia sufra quebranto, n¡ tanta discusión

que prolongue indefrnidamente el día de la.lustic¡¿".rss

"Debe tomarse en cuenta que la administración de justicia es gratuita, y efectivamente

lo es, puesto que las partes no remuneran a los oficios judiciales. Sin embargo, este

principio de gratuidad (... ) se quiebra en la realidad por lo dispendioso que resultan los

re7 Viana Vidal. Op. Cit. Pá9. 14.
re8 Gordillo Galindo. Op. C¡t. Pá9. 20.
lee Couture. Op. Cit. Pá9. 172.
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procesos y los gastos que las pafies deben sufragar para llevarlo a término".200 Este

prtncipio procesal adquiere especial impoñancra en la función judicial guatemalteca, ya

que los procesos breves, simplificados y económicos representan para los su.jetos

procesales el menor desgaste posible, así como la menor inversión de tiempo y

recursos (humanos, materiales, económicos) por pade de los órganos jurisd icciona les

en el conocimiento, trámrte y decisión en un caso concreto.

o Principio de publicidad

De conformidad con lo establecido en el Artículo 63 de la Ley del Organismo Judicial, la

publicidad estriba en el hecho de que los actos procesales realizados pueden ser de

conocimiento de personas que no son parte del litigio, por lo que se considera que la

publicidad es extensiva a la sociedad, más que a aquellos que intervinieren en el

proceso y tienen un interés d¡recto en su tramitación y decisión. "El mejor contralor de

la actividad judicial es el público. Se dice (... ) que este principto es de Ia esencia del

sistema democrático de gobierno, pero adv¡eñe que por ser la generalidad de las

materias que se discuten en el proceso civil, de índole privada, no se requiere con

frecuencia la publicidad. Así mismo señala que como principales aplicaciones de este

principio son: a) exhibición del expediente; b) publicidad de audiencias y, c) publicidad

de debates ante la corte'.201 (sic)

Por su parte, Devis EchandÍa expresa con relación al principio de publicidad: 'Significa

ese princ¡p¡o que no debe haber.justicia secreta, ni procedimientos ocultos, ni fallos sin

200 l\,4orales Cigarroa. Op. Cit. Pá9. 10.
20r l\,4artinez Recinos. Op. Cit. Pá9. 23.
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antecedentes n¡ mot¡vaciones. (...) La publicidad se reduce a la discusión de las

pruebas, a la motivación del fallo y a su publicación, a la intervención de las partes y

sus apoderados y a la notificación de las provid encias".2oz

Este principio constituye parte elemental del sistema politico de un país. Al respecto,

Arazi expresa que este "... responde a un ideal republicano, pues permite Ia

fiscalización de la labor de los magistrados, tanto por los litigantes como por los demás

ciudadanos, y posibilita, a su vez, la actuación preventiva de la ley. con base en el

efecto disuasivo que genera el conocimiento de las sentencias judiciales".:o¡

En relación a la esfera privada, Gordillo considera que el secretario, como auxiliar del

órgano jurisdiccional, cumple una función que atiende directamente al principio

procesal de publicidad al expedir certificaciones, documentos y demás actuaciones, de

acuerdo a lo contenido en el Artículo 29 del Código Procesal Civil y Mercantil.

o Principio de probidad

El Diccionario de la

"Rectitud de ánimo,

lengua española define la probidad como honradez, la cual es:

integridad en el obrar".2o4

"Puede decirse que la probidad está vinculada a la honradez y la integr¡dad en el

accionar. Quien actúa con probidad no comete nincún abusc . - ^' =--.. - - a ---= --

202 Devis Echandía. Op. C¡t. Pág.57.
243 Arazi. Op. Cit. Pá9. 153.
20a http://lema. rae.es/drae/?val=honradez (7 de juiio cle 2015).
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antecedentes ni motivaciones. (. . . ) La publicidad se reduce a la discusión de Ias

pruebas, a la motivación del fallo y a su publicación, a la tntervención de las partes y

sus apoderados y a la notificación de las providencias".202

Este principio constituye parte elemental del sistema polít¡co de un país. Al respecto,

Arazi expresa que este "... responde a un ideal republicano, pues permite la

fiscalización de la labor de los magistrados, tanto por los l¡tigantes como por los demás

ciudadanos, y posibilita, a su vez, la actuactón preventiva de la ley. con base en el

efecto disuasivo que genera el conocimiento de las sentencias judiciales".zo:

En relación a la esfera pr¡vada, Gordillo considera que el secretar¡o, como auxiliar del

órgano jurisdiccional, cumple una función que atiende dlrectamente al principio

procesal de publicidad al expedir certificaciones, documentos y demás actuaciones, de

acuerdo a lo contenido en el Artículo 29 del Código Procesal Civil y Mercantil.

. Principio de probidad

El Diccionario de la

"Rectitud de ánimo,

lengua española define la probidad como honradez, la cual es:

integridad en el obrar".2oa

"Puede decirse que la probidad está vinculada a la honradez y la integridad en el

accionar. Quien actúa con probidad no comete ningún abuso, no miente ni incurre en

202 Devis Echandia. Op. Cit. Pá9.57.
203 Arazi. Op. Cit. Pá9. 153.
20a http://lem a.rae.es/drae/?val=honradez (7 de julio de 2015).
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un delito. Lo contrario a la probidad es la corrupción, que implica un desvío de las

normas morales y de las leyes".zos

El Ar1ículo 17 de la Ley del Organismo Judicial claramente establece lo que debe

entenderse por probidad. la buena fe en el proceder tanto de las partes como del

órgano jurisd iccional.

. Principio de escritura

"En virlud del cual la mayoría de actos procesales se realizan por escrito".206

Es opoñuno establecer que este principio se refiere específicamente a la prevalencia

de la escritura sobre la oralidad dentro del proceso civil y mercantil, por cuanto no

existe un proceso eminentemente escr¡to. Respecto a este l¡neamiento procesal,

Chiovenda destaca su aplicación en función de su utilidad en el juicio, así como los

efectos que su abuso causa en la impartición de justicia pronta y cumplida: "...la

escritura, como medio perfeccionado, que es, de expresar el pensamiento y de

conservar su expresión eternamente, no puede dejar de tener en el proceso el lugar

que tiene en todas las relaciones de la vida. Pero precisamente exige que no tenga

sino el lugar que le compete según las condiciones de la vida moderna y según la

utilidad efectiva que pueda dar a los juicios".zoz

20s http://definicion.de/probidad/ (7 de julio de 2015).
206 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pá9.21.
207 Criovenda. Op. Cit. Páq. 131 . 
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El contenido del Artículo 6"1 (del Decreto Ley 107, Código Procesal Civil y Mercantil),

cual determina el inicio del proceso a través de un escrito, refleja dicho principio.

. Principio de oralidad

Couture, respecto a este principio procesal expresa: "Principio de oralidad, por

oposición a principio de escritura, es aquel que surge de un derecho positivo en el cual

los actos procesales se realizan de viva voz, normalmente en audiencra, y reduciendo

las piezas escritas a lo estrictamente ind ispensa b|e".208

Es criterio de la sustentante afirmar que la oralidad, además de ser un principio

procesal, const¡tuye una característica de ciertos procesos judiciales, los cuales se

desarrollan en audiencias, con inmediación del juez, de forma oral y permiten la

celeridad y concentración de actos procesales y demás diligencias; delando constancia

de lo sucedido en las audiencias a través de actas suscritas.

Asimismo, Chiovenda destaca su importancia dentro de los procesos judiciales en la

actualidad: "La mayor rap¡dez, la mayor facilidad de entenderse recíprocamente, la

selección que la defensa hablada hace naturalmente en las razones y argumentos,

haciendo sentir la eficacia de las buenas y la inutilidad de las malas, la sinceridad de la

impresión del que escucha, explican la importancia que el debate oral t¡ene en las

relaciones públicas y privadas de la vida modeTna".20e

208 Couture. Op. Cit. Pá9. 199.
ro" Chiovend¿. Op. Cit. Páq. 132.
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La legislacrón guatemalteca vigente en materia de derecho procesal civil y mercantil

instituyó un proceso judicial específico denominado juicio oral, el cual obedece a este

princ¡p¡o, por medio del cual se conocen ciedos asuntos. Dtcha disposición legal

perm¡te la breve tramitación del proceso, así como cieda conveniencia para los sujetos

involucrados en é1. La posibilidad de plantear la demanda verbalmente, (norma jurídica

específicamente aplicable al proceso de conocimiento oral) conten¡da en el Articulo 20'1

del Código Procesal Civil y Mercantil, refleja este principio procesal. Es importante

resaltar que en los procesos escritos no se permite realizar pettciones de forma verbal,

salvo que estuviere establecido en ley o resolución judicial, de acuerdo a lo estipulado

por el Artícul0 69 de la Ley del Organismo Judicial.

. Principio de legalidad

"Principio jurídico en virtud del cual los ciudadanos y todos los poderes públicos están

sometidos a las leyes v al derecho'.zlo

Es importante resaltar que este principio cuenta con una base constitucional, dado que

todos los hombres son iguales ante la ley y que nadie puede ser condenado sin antes

haber sido citado, oído y vencido en luicio. "En base a lo anteriormente expuesto, se

considera a este pr¡ncipio como la columna vertebral en la que se apoya el derecho,

evitando el abuso de poder y de competencia que el Estado otorga a los jueces, para la

aplicación de ley".211

2r0 http://lema.rae.es/drae/?val=legalidad (B de lulio de 2015).
2rrViana Vidal. Op. Cit. Pá9. 12.
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Este principio procesal establece que cualquier acto realizado por las partes o

resolución emitida por el órgano jurisdiccional, para ser jurídicamente válido, debe estar

fundamentado en la ley. cualquier actuación o diligencia que se lleve a cabo dentro

del proceso debe estar basada en una norma jurídica vrgente. De conformidad con lo

establecido en el Ar1ículo 4 de la Ley del organismo Judicial, los actos contrar¡os a la

disposiciones legales, ya sean imperativas o prohibitivas expresas, son nulos ipso iure.

o Principio de convalidación

"La convalidación constituye un acto jurídico por el cual se torna eficaz otro que estaba

v¡ciado de nulidad relativa. Ahora bien, si el acto que se ¡ntenta convalidar es nulo, de

nulidad absoluta, también lo ser la convalidación; de tal manera que sólo cabe

realizarla en aquellos actos cuya nuljdad sea subsanable".212 (sic).

Este principio consiste en dotar de validez y eficacia algo que, en su inicio, no lo era.

Es decir, estriba en la revalidación de un acto procesal nulo al ser consentido de

manera tácita o expresa "... por la parte que pudo sufrir lesión por la nul¡dad".213 De

conform¡dad con el Artículo 614 del código Procesal civil y Mercantil, no procede la

nulidad del acto procesal cuando este haya sido consentido por la parte que lo

tnterpone, aunque sea tácitamente.

2r2 Cabanellas de Torres. Op. C¡t. Pág. 79
2r3 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pág.22.
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. Princ¡pio de congruencia

El Diccionario de la lengua española Io define como: 'Conformidad entre los

pronunciamientos del fallo y las pretens¡ones de las partes formuladas en el juicio".:r¿

"...delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben proferirse, de acuerdo

con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las pañes en el proceso".215

"... impide que se omita resolver cuest¡ones debidamente propuestas, o que se resuelva

sobre temas no sometidos a la decisión jurisdiccional".2r6

Este principio procesal se dirige a delimitar la facultad de decisión atribuida al órgano

jurisdiccional por disposición de la ley, por lo que las sentencias deben resolver

conforme a la pretensrón del actor; debe existir ident¡dad y correspondencia d¡recta y

lógica entre el objeto de la controversia, la pretensión y lo resuelto por el órgano

jurisdiccional.

Devis Echandía destaca la ¡mportanc¡a de este principio dentro del proceso como una

garantía constitucional: ".,.se liga íntimamente con el derecho constitucional de

defensa, ya que éste exige que el alusticiado en cualquier clase de proceso conozca

las pretensiones o las imputaciones que contra él o frente a él se han formulado, por lo

que la violación de la congruencia implica la de aquel derecho; la actividad probatoria,

21a http://lema.rae.es/drae/?val=congruencia (8 de julio de 2015).
215 Viana Vidal. Op. Cit. Pá9. 15.
2ro Arazi. Op. Cit. Pá9. 139.

1)6



las excepciones o simples defensas y las alegaciones, se orientan lógicamente por las

pretensiones, imputaciones, excepciones y defensas formuladas en el proceso".2r7 (s¡c)

Este lineamiento se encuentra contenido en el ar1ículo 147 de la Ley del Organismo

Judicial, el cual establece que la parte resolutiva de las sentencias debe contener

decisiones congruentes con la litis.

3.4 Proceso de conocimiento: El juicio ordinario

"Denomínase así en materia civil a aquel que, por sus trám¡tes más largos y solemnes,

ofrece a las partes mayores oportunidades y melores garantías para la defensa de sus

derechos, contrariamente a lo que sucede en los juicios sumarios y sumarísimos".218

"El juicio ordinario es un proceso de carácter civil contencioso que persigue la

constitución, la declaración o condena por la existencia de un derecho, a través de un

procedimiento establecido (... ), sustanciado ante un órgano jurisdiccional competente y

que es aplicado en todas aquellas gestiones, trámites y actuaciones que no tengan una

regla especia d¡versa".21s

Este juicio se caracteriza por contener en él una actividad de cogn¡c¡ón, la cual sirve de

fundamento para que el órgano jurisdiccional (en el momento procesal oportuno y

conforme a las actuaciones procesales diligenciadas y medios probatorios aportados)

2r7 Devis EchandÍa. Op. C¡t. Pá9. 76.
218 Ossorio. Op. C¡t. Pá9.405.
2leZeceña Nájera. Wendy ¡,4aribel. El
enfoque hacia la oralidad. Pá9. 29.

proceso ord¡nario civil en los órganos jurisdiccionales:
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emita una resolución final que const¡tuya, modifique o extinga un derecho. Este

proceso de conocimiento es denom¡nado ordinario por ser el modelo en la legislación

procesal civil y mercantil guatemalteca, por cuanto la mayoría de controversias se

resuelven a través de esta vía. "El Juicio Ordinario se conv¡erte (... ) el prototipo de los

juicios o procesos, porque es el que le da la forma legal a las pretensiones de las

partes cuando no se tiene señalada una tramitac¡ón especral"22o. de acuerdo a lo

estipulado en el Código Procesal Civil y Mercantil, en su Artículo 96.

Algunas características de este proceso son las siguientes:

Es un proceso contencioso, es dec¡r, existe l¡tis o contraposición de derechos o

intereses. En consecuencia, en él figuran tanto demandante como demandado,

situación por la cual: "Se considera que el juicio ordinario es uno de los más

tardados, en virtud de que en el mismo hay parte contraria y puede interponer

las excepciones y recursos establecidos en la ley, además, los plazos fijados y

la contestación de la demanda son de mayor elazo".zzt

Por ser un juicio de conoc¡miento, su propósito primordial es "...obtener una

sentencia en la que el juzgador decida a qu¡en de las partes pertenece el

derecho, es decir, aplica la ley a la situación concreta que lo motiva".222

Este proceso se considera como la base para los demás juicios, siempre que

este no contraríe las normas específicas estipuladas para los últimos.

220 Quiñónez Diaz. Werner Aroldo. Análisis de la rebeldía como act¡tud del demandado y cierre de la
l¡t¡s. Pá9. 40.
221 Mirón Cabrera, Mirla Julieta. Análisis jurídico de las presunciones legales y humanas como
med¡os de prueba para dictar sentencia en el proceso civil y mercantil. Pá9. 7.
2r, lbid. Pá9. 6.
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"... Es el procedimiento de plazos más largos y. por ende, de mayor tiempo de

d iscusión y de probanza. . ." .223

3.5 Proceso de conocimiento: El ju¡cio oral

De acuerdo a lo desarrollado anteriormente, el Libro ll del Decreto Ley 107 Código

Procesal Civil y Mercantil regula el juicio oral como un proceso de conocimiento, debido

a que la parte actora tiene por propósito, mediante una resolución judicial, lograr la

constitución o declaración de un derecho o situación lurídica.

Ossorio define el juicio oral como: "Aquel que se sustancia en sus partes principales de

viva voz y ante el juez o tribunal que entiende en el litigio; ya sea este civil, penal,

laboral, contencioso administrativo, etc. En el juicio oral, las pruebas y los alegatos de

las partes se efectúan ante el juzgador. La oralidad es esencial para la inmediación; y,

(. . . ) representa una forma esencial para la recta administración de justicia. . . ".224

Utilizando como guía la clasificación de los procesos judiciales, es criterio de la

sustentante establecer que el luicio oral:

. De acuerdo a su contenido, atiende asuntos relativos al derecho civil y derecho

mercantil; y la afectación del patrimonio es singular o parcial;

. Su función o fin es la cognición de un derecho o situación jurídica controvertida;

. Su estructura obedece a un proceso contencioso, por cuanto existe

contraposición de intereses entre la pañe actora y la demandada; y

223 Gordillo Galindo. Op. cit. Pá9. 117.
22'r Ossorio. Op. Cit. Pá9.405.
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. Constituye un proceso principal, ya que no depende de otro proceso.

Es impodante destacar que la legislación procesal civil y mercant¡l guatemalteca

denomina este proceso de conocimiento como juicio. Por lo tanto, la sustentante, con

base a las definiciones consultadas. considera acertado defin¡r el juicio como: el

conocimiento, tramitación y resolución de un caso concreto por parte de un juez o

tribunal.

3.5.1 Principios procesales que prevalecen en el juicio oral

cada uno de los procesos de conocimiento regulados en la legislación procesal civil y

mercantil guatemalteca cuenta con características específicas, las cuales se adecúan a

la naturaleza de asuntos que se conocen, tramitan y resuelven en cada uno de ellos.

En el caso del proceso de cognición oral, predominan los siguientes principios

procesales:

¡ lnmediación: Constituye una obligación del juez estar presente en todo proceso

judicial y especialmente en el .luicio oral, dada su naturaleza. ". . . regula que el

juez debe estar en contacto directo con el desarrollo del juicio, especialmente en

el diligenciamiento de las pruebas, por que la tener el conocimiento de cómo y

por que fueron los hechos que motivaron el proceso, hará que su fallo sea mas

congruente y apegado a los principios de equidad y justicia".225 (sic)

225 Acettuno Barrios, Evelyn Johanna. Fines y alcances de la fase de conc¡liac¡ón en el ju¡cio oral
contemplado en el Código Procesal Civil y Mercantil Decreto Ley 107. pág.45.
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. Concentración: Tiene por propósito reunir la mayor cant¡dad de actuaciones y

etapas procesales en el menor número de audiencias. Este principio se ve

fielmente reflejado y aplicado en el desenvolvimiento del juicio oral, de acuerdo

al contenido del Articulo 2O2 del Decreto Ley 107, el cual regula el acto

jurisdiccional consistente en señalar día y hora para que ambas partes

comparezcan a primera audiencia de juicio oral. Aslmismo, del Artículo 203 al

206 -inclusive- del mismo cuerpo normativo, puede apreciarse que las etapas de

conciliación, contestac¡Ón de demanda, reconvención, interposición de

excepciones, proposiciÓn y diligenciamiento de medios probatorios se

desarrollan en la primera audiencia, "... relegando para una segunda o tercera

audienc¡a, únicamente el diligenciamiento de aquella prueba que material o

legalmente no hubiere podido d iligenciarse".226

Respecto a los principios de inmediación y concentración, Devis Echandía establece

c¡ertos aspectos positivos que aportan al juicio oral: "... operan de manera perfecta; el

juez adquiere una mayor capacidád para iuzgar, en razón del conocimiento y

apreciación directa que hace de las personas y hechos sometidos a su examen, y

dispone, por últ¡mo, de una mayor actividad y amplias facultades".227

. Oralidad: Como el nombre del proceso lo indica, en este prevalece la oralidad.

Sin embargo, es necesario establecer que este iuicio no es em¡nentemente oral,

ya que hay actuac¡ones y diligencias que deben documentarse de forma escrita.

Este principio procesal se refleja en el artículo 201 del Decreto Ley 107.

226 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pá9. 17.
227 Devis Echandía. Op. Cit. Pá9.69.
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Arazi expresa la intervención de las formas escritas dentro del luicio oral: "Los actos

procesales de las partes, de terceros y del tribunal pueden manifestarse de forma

escrita u oral, aunque en verdad cabe destacar que un proceso oral, por lo general' no

puede prescindir de cierto grado de escritura, de la misma manera que uno escrito no

puede dejar de lado cierta oralidad".22B

De igual manera, Chiovenda establece la importancia de la escr¡tura vinculada a la

naturaleza y complejidad de los asuntos que se conocen: Exclusivamente oral sólo

puede ser un proceso primitivo: cuando los pleitos y los medios de prueba son

sencillos, simples, y no se adm¡ten las impugnaciones o apelaciones y los medios de

reproducción de la palabra son difíciles. En los pleitos de una civilización más

avanzada la escritura tiene siempre una pañe. Todo proceso moderno es, por lo tanto'

mixto; y será oral o escrito según la importancia que en él se de a la oralidad y a la

escritura, y sobre todo según el modo de verificar la oralidad".22e (sic)

Asimismo, es importante mencionar la inierencia que el principio procesal de escritura

tiene dentro del juicio oral. Chiovenda expresa al respecto: "La escrilura tiene una

doble misión en el proceso oral: a) La primera es preparar el tratamiento del pleito. El

primer escrito preparatorio es el que contiene la demanda judicial, y ésta debe indicar

los elementos de la demanda y los medios de prueba, de modo tan preciso y

determinado (...). A su vez el demandado debe anunciar sus declaraciones de hecho,

sus excepciones, los medios de prueba que quiere proponer, mediante un escrito

228 Arazi. Op. Cit. Pá9. 151 .

22" Chroverda. Op. Cit. Pá9. 129.
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prepa rator¡o".230 (sic) "b) El segundo (... ) es la documentación de lo que tiene

importancia para el pleito, en particular de lo que ocurre en la audiencia. A esto

proveen (. . . ) ya más especialmente las actas, en éstas se reproducen las respuestas

de las personas interrogadas como partes, testigos o per¡tos, las declaraciones no

contenidas en los escritos preparatorios, las resoluciones tomadas por el .juez, que no

sean sentencias. Las actas sirven no solo de ayuda a Ia memoria del juez a que debe

decidir, sino de documento de las actividades procesales en las instancias

posteriores."23l (sic)

. Celeridad: "Pretende un proceso rápido y se fundamenta en aquellas normas

que impiden la prolongación de los plazos y eliminan los trámites

innecesanos... .'"' El Añículo 64 del Decreto Ley 107 obedece a este principio

al establecer la improrrogabilidad y perentoriedad de los plazos. lgualmente,

esta directriz procesal opera paralelamente a la concentración procesal en el

juicio oral, la cual busca condensar los actos procesales en una sola audiencia.

3.5.2 Asuntos que se tramitan en juicio oral

Conforme al contenido del Artículo '199 del Decreto Ley 107, Código Procesal Civil, los

asuntos que se tramitan en el proceso de cognición vía oral son los siguientes:

' o Cniovend¿. Op. C¡t. P¿g 132.
231 tbid. Pá9 133
232 Aceituno Barrios. Op. C¡t. Pá9. 47

133



. Asuntos de menor cuantía

Estos asuntos son conocidos, tramitados y resueltos por Jueces de Paz. El Acuerdo

número 37 -2006 de la Corte Suprema de Justicia, en el Artículo l, modifica la menor

cuantía, la cual responde al incremento de la población y de transacciones comerciales

en determinados municipios y cabeceras departamentales de la República. Esta

modificación tiene por objeto que los juzgados puedan atender de manera eficiente los

asuntos que se someten a su conocimiento, quedando de la s¡guiente manera:

a) La menor cuantía en el municipio de Guatemala comprende de un centavo de

quetzal (Q. 0.01) hasta cincuenta mtl quetzales (Q.50,000.00);

b) En todas las cabeceras departamentales y en ciertos municipios especificados

por el mencionado articulo, de un centavo de quetzal (O. 0.01) hasta veinticinco

mil quetzales (Q.25,000.00); y

c) En los demás municipios de la República no comprendidos en las literales a) y

b), hasta quince mil quetzales (O.1 5,000.00).

. Asuntos de ínfima cuantía

El Código Procesal óiril y M"r"rntil en el Artículo 211 establece como ínfima cuantía

aquella cantidad que se litiga que no sobrepase de los cien quetzales (Q100.00). Sin

embargo, dicho cuerpo normativo entró en vigencia en el año 1964, razón por la cual

en el año 2006, la Corte Suprema de Justicia (a través del Acuerdo número 2-20OO)

modificó la ínfima cuantía. Por lo tanto, esta se f¡jó en diez mil quetzales (O10,000.00).

Debido al valor del asunto que se somete a conocimiento del órgano jurisdiccional, la
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legislación permite que tanto la demanda. su contestac¡ón así como otras diligencias se

realicen verbalmente, dejando constancia de las mismas en el libro respectivo del

juzgado. De igual manera, el legislador a través de la misma norma jurídica libera a las

partes de ser gravadas a razón de los gastos, costas procesales y honorarios.

. Asuntos relativos a la obligación de prestar alimentos

La legislación guatemalteca desarrolla la institución jurídica de los alimentos en el

Título ll (de la Familia) del Libro I del Decreto Ley 106 Código Civil, definiendo la misma

en el Artículo 278: La denominación de alimentos comprende todo lo que es

ind¡spensable para el sustento, habitación, vestido, asistenc¡a médica y también la

educación e instrucción del alimentista cuando es menor de edad.

Como aspectos relevantes de este asunto pueden mencionarse los siguientes:

a) Como regla general, los alimentos deben ser otorgados en dinero, salvo crrterio

del juez basado en justificación suficiente para permitir que se den en especie;

b) Debido a la naturaleza del asunto y al carácter urgente y esencial de dicha

obligación, el juez está facultado para ordenar una pensión al¡menticia

provisional. En caso el demandado fuera absuelto, se deberá llevar a cabo una

restitución; y

c) El demandante puede solicitar medidas precautor¡as sin necesidad de constituir

garantia, o tamblén pueden ser dictadas de oficio por parte del iuez.
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. La rendición de cuentas por parte de todas las personas a quienes les impone

esta obligación la ley o el contrato

Esta obl¡gación corresponde a las personas que, por disposición de la ley o de un

contrato, deben rendir cuentas debido a la administración de bienes ajenos, de acuerdo

al Código Civil. Como ejemplos de estas personas pueden mencionarse: los tutores,

depositarios, interventores, administradores de bienes de menores, incapaces y

ausentes, entre otros.

Esta demanda procede cuando el obligado no haya rendido cuentas o lo haya hecho

de manera defectuosa o inexacta. El Código Procesal Civil y Mercantil regula de

carácter provisional la obligación de rendir cuentas, bajo apercibimiento de ser

condenado por daños y perjuicios. Asimismo, establece el contenido de la sentencia

en relacrón a la aprobación o improbación de las cuentas rendidas, la condena por

daños y perjuicios causados, costas procesales e intereses legales.

. La división de la cosa común y las diferencias que surgieren entre los

coprop¡etarios en relación a la misma

Este asunto se fundamenta en el Artículo 492 del Códiqo Civil, como la libertad del

copropietario de pedir la división de Ia cosa común en los casos previamente

establec¡dos por la ley y cuando exista desacuerdo entre las partes. Para este

proced¡miento es necesario el nombramiento e intervención de un Notario partidor. El

juez procurará avenir a las partes en cuanto a las bases sobre las cuales se llevará a
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cabo la pañic¡ón. El Notario pañidor deberá elaborar el proyecto de partición, el cual

será aprobado por el juez, dando paso a la protocolización de la certificación del

proyecto y auto que lo aprueba. El procedimiento de pública subasta procederá

cuando la cosa común no adm¡ta cómoda división. En caso existieran intereses de

menores, ausentes, incapaces o del Estado, será necesaria la declaración judicial de la

división de la cosa común.

. La declaratoria de jactancia

El término jactancia se define como: "Alabanza propia, desordenada y presuntuosa'.233

Esta acción se dir¡ge en contra de la persona que públicamente ostenta tener un

derecho contra otra (el demandante), con el propósito de "...establecer la realidad de

sus alegatos bajo pena de ser condenada a perpetuo silencio".23a Este asunto

configura uno de los casos en que se obliga a una persona a demandar, ya que

procede al existir una persona que, fuera de luicio, se atribuye un derecho sobre

bienes, acciones o créditos de otra. Una particularidad de este juicio es que, una vez

declarada la jactancia, el juez señala un término para interponer su demanda, bajo

apercibimiento de tener por caducado su derecho en caso de no demandar.

233 http://lema. rae.es/drae/?val=jactancia (19 de julio de 2015):
23ahltp://wrruw.enciclopedia-juridica. bizl4.comldlaccia/oC3%B3n de-jactancia/acci%C3%B3n-de
jactancia.htm (19 de juiio de 2015).
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. Otros asuntos

Por medio del numeral 7" del Artículo 199 del Decreto Ley 107 se faculta tanto al

legislador para determinar en ley que ciertas controversias se diriman en juicio oral,

como a las paftes mediante convenio para seguir esta vía. Esta tiene por propósito la

mayor implementación de la oralidad en la actividad jurisdiccional, trayendo consigo

procesos en los que prevalezca la celeridad, la concentración de etapas y actuaciones

procesales, asÍ como la inmediación en los mismos. Algunos ejemplos son:

a) Decreto Ley Número 206, Ley de Tribunales de Familia Establece en el

Artículo 8 que las controversias sometidas al conocimiento de la jurisdicción

privativa de dichos tribunales deberán desenvolverse de conformidad con el

juicio oral, regulado en el Libro ll del Código Procesal Civil y Mercantil.

b) Decreto 57-2000, Ley de Propiedad lndustrial. Por medio del Artículo 182

establece el juicio oral como el proceso de conocimiento de controversias

relativas a dicha materia. Sin embargo, esa misma norma jurídica faculta a los

interesados a acudir a alternativas para la resolución de sus pleitos, entre ellas,

la conciliación y el arbitraje.

c) Decreto 33-98, Ley de Derechos de Autor y Derechos conexos. Reconoce en el

Añículo 133 el juicio oral como procedim¡ento establecido para hacer valer los

derechos de autor y derechos conexos. Esta tamb¡én permite a los interesados

someter sus contiendas a métodos alternativos.
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3.5.3 Procedimiento

3.5.3.1 Demanda

El Artículo 2O1 del Decreto Ley 1O7 permite en este proceso presentar la demanda por

escrito, obedeciendo las formalidades que establecen los Artículos 106 y 107; o bien

de forma verbal, dada la naturaleza del mismo, por lo que el secretario del órgano

deberá faccionar el acta que cumpla con los requerimientos del escrito ¡n¡cial.

3.5.3.2 Emplazamiento

Presentada la demanda, será calificada respecto al cumplimiento de requisitos de ley.

Posteriormente, el juez señalará día y hora de audiencia para dar inicio aljuicio oral. El

Artículo 202 establece un plazo mínimo de tres días que medie entre el emplazamiento

y la primera audiencia. Asimismo, el juez previene a las partes de comparecer a

primera audiencia con los medios probatorios respectivos.

3.5.3.3 Pr¡meraaudiencia

En la primera audiencia se realiza el mayor número de etapas procesales, tales como

la conciliación, la actitud del demandado y la proposición de los medios probatorios.

Esta disposición atiende a la celeridad y concentración que prevalecen en el juicio oral.
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3.5.3.4 Conciliación

Es la primera etapa de la audiencia y es de carácter obligatorio en el juicio oral. El juez

procura ofrecer un arreglo equitativo (total o parcial) para ambas partes, el cual

aprobará posteriormente, siempre que esté apegado a Derecho. Si fuere un arreglo

parcial, se deberá continuar el juicio con el objeto de dirimir las peticiones pendientes.

Esta etapa procesal se encuentra regulada en el Artículo 203 del Decreto Ley 107.

3.5.3.5 Actitud del demandado

De conformidad con el principio de concentración, en la primera audiencia el

demandado debe presentar la contestación de la demanda (Artículo 204 del Código

Procesal Civil y lVlercantil) y la reconvención, así como la interposiciÓn de excepciones

previas y perentorias (Artículo 205 del Código Procesal Civil y Mercantil), de las cuales

el juez debe resolver en audiencia las que pudiere. "La incomparecencia del

demandado se tiene por contestación negativa, salvo en la ínfima cuantía, alimentos,

rendición de cuentas y jactancia, en la que la rebeldía equivale a aceptación".23s

3.5.3.6 Prueba

Toda prueba, prev¡amente a ser valorada por el luez, debe cumplir con el

procedimiento probatorio. Durante el desarrollo del 1uicio oral, el ofrecimiento se realiza

en la demanda o contestación de demanda, situando su proposición y diligenciamiento

235 Gordillo Galindo. Op. Cit. Pá9. 187
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en la pr¡mera audiencia. Atendiendo a los principios de concentración, celeridad y

economía procesal, se procura que toda la prueba se diligencie en la primera

audiencia. Sin embargo: "Cuando no fuere posible rendirla en la primera audiencia, se

señala una segunda en un plazo no mayor de 15 días y en caso extraordinario una

tercera, solo para prueba, en un plazo de 10 días después de la segunda".236 El

Artículo 206 del Código Procesal Civil y Mercantil regula lo relativo a esta etapa

procesal.

3.5.3.7 Sentencia

El Artículo 208 del Decreto Ley 1O7 contiene dos supuestos en cuanto a los plazos

legales para dictar sentencia: En circunstancias usuales durante el desenvolvimiento

del juicio, dentro de cinco días a partir de la última audiencia celebrada; y en caso de

allanamiento o confesión por parte del demandado, esta se dictará dentro de tercero

d ía de haberse dado dichas actitudes.

3.5.3.8 Recursos

Unicamente la sentencia dictada en juicio oral será apelable, ". . . sin embargo, no se

excluyen los remedios procesales de nulidad, revocatoria, aclaración y ampliación".237

El tribunal superior que deba conocerlo señalará fecha y hora para la vista dentro de

los ocho días siguientes y dictará sentencia dentro de los tres días siguientes. Este

medio de impugnación está regulado en el Añículo 209 del Decreto Ley 107.

,36 lbid. Pá9. 187
237 Gordillo Galindo. Op. C¡t. Pá9. 1BB.
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3.5.3.9 lncidentes y nulidades

Los incidentes suscitados durante el jurcio oral tienen un trámite especial (contenido en

el Artículo 207 del Decreto Ley 107), en el cual se cuenta con un plazo de veinticuatro

horas para oír a la otra parte, y se recibe prueba en una de las audiencias destinadas

dentro del m¡smo proceso principal. Este trámite se aplica a los incidentes y nulidades

que no puedan o no deban resolverse de manera previa. sino hasta sentencia.

3.5.4 Ventajas y desventajas de la aplicación del juicio oral

Luego de haber sido desarrollados los temas relativos a la finalidad y naturaleza

jurídica del proceso, los principios del derecho procesal civil y mercantil, y

particularmente, los procesos de conoc¡miento ordinario y oral regulados en la

legislación guatemalteca, pueden establecerse ciertas ventajas referentes a la

aplicación del juicio oral dentro del sistema de justicia, tales como:

. El juicio oral permite la aplicación de los principios de inmediación,

concentración y celeridad, los cuales propician una mejor comprensión del

asunto sometido a conocimiento del órgano jurisdiccional. "...e| proceso oral es

el mejor y más conforme con la naturaleza y a las exigencias de la vida

moderna, porque sin comprometer en lo más mínimo, antes bien garantizando,

la bondad intrÍnseca de Ia.justicia, la proporciona más económicamente, más

s¡mplemente y pro ntamente".238 Este proceso de conocimiento estimula, desde

?" Cniovend¿. Op. Cit. Páq. 127.
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su inicio, la atención del juez y le permite seguir la trayector¡a del diálogo entre

las partes. Posteriormente, durante las audiencias, se les faculta a las pañes

plantear su pretensión y atacar la misma, respectivamente, convirtiendo el

proceso en un ágil jnstrumento para la solución de controversias.

"El principio de concentración cobra singular importancia en los procedimientos

que adoptan la oralidad, (... ) de modo que las declaraciones de las partes y de

los terceros que intervienen en él no se desfiguren o se pierdan por acción del

tiempo, y que la sentencia sea pronunciada por el mismo juez que intervino en la

recepción de la prueba".23s

. La inmediación existente durante el desarrollo del juicio oral brinda al juez

elementos de convicción cualitativos para su decisión ulterior, debido a la mera

influencia que su presencia provoca, por cuanto "...las parles, al hacer sus

alegaciones de viva voz, son escuchadas directamente por el juez, y la

exposición e intercambio son más genu¡nos. Asimismo la presencia física del

.juez hace que las alegaciones sean más veraces, ya que el hombre común es

menos propenso a mentir frente al tribunal en pleno".2ao De esta forma, el juez

puede apreciar de manera directa los gestos y reacciones que las partes

adoptan frente a las declaraciones y circunstancias que se susciten durante el

juicio, considerando este aspecto de acuerdo a su íntima convicción para la

decisión final. "... brinda (... ) mayor facilidad de entenderse recíprocamente,

23s Arazi. Op. Cit. Pá9. 149.

'?10http://wvwv. dab.com.arlarticles/105/ventalas-e-inconvenientes-de-la-oralidad-y-del-mod.aspx (20 de
julio de 2015).
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mayor capacidad de captar intuitivamente en el raciocinio las razones

sinrazones esgrimidas por las partes".2a1

Es un proceso que busca, a través de las interacciones promovidas dentro de la o

las audiencias, aclarar cuestiones dudosas de manera ágil, facilitando con ello el

descubrimiento de una solución justa y congruente al derecho controvertido y a la

pretensión del actor.

. Los incidentes dentro del juicio oral (por ser de simultánea sustanciación y

destinados a resolverse en audiencia) procuran un sentido de unidad de las

actuaciones dentro del proceso, evitando con ello la dispersión y el desorden.

. El registro de las actuaciones y diligencias procesales en actas se reduce al

mínimo necesario, de manera que sea posible formar un expedjente

suficientemente completo y apegado a lo desarrollado en audiencias, dotando el

proceso de validez y segur¡dad jurÍdica. "En cambio, en un proceso

predominantemente escr¡to, (... ) las declaraciones orales vertidas en las

aud¡encias se registran en actas, para poder luego valorarse críticamente por el

luez, que dará su sentencia basándose en lo que remite del expediente".2a2

Con ello, se puede apreciar la ventala que representa Ia presencia del juez en la

audiencia y el diligenciamiento de los medios probatorios, contrario a la

valorac¡ón que este realiza de la prueba, apoyado en meras actas y documentos

afines incorporados al exped iente.

24r lbid.
2a2 Arazi. Op. Cit. Pág. 152.
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Asimismo, el modelo del juicio oral representa ciertas desventajas, entre ellas:

o Atendiendo al principio procesal de inmediación. "...es necesario un nÚmero

mucho mayor de jueces, ya que no es posible nrngún tipo de delegación. pero

menos empleados y fu nciona rios".243 La aplicación exitosa de este proceso

requiere del organismo judicial una mayor cantidad de jueces, así como una

preparación jurídica de calidad, capacidad mental y experiencia, lo cual

configura un reto para el sistema de administración de.lusticia. Sin embargo,

permitiría Ia reducción del número de auxiliares en los órganos jurisdiccionales,

debido a la mínima ¡ntervención de estos en las audiencras, lo cual representa

un avance notable; así como la celeridad y oralidad con que se desenvuelven

estos procesos.

. El principio de oralidad aplicado al juicio y no moderado adecuadamente por

parte del juez, puede dar lugar a ...exceso en el uso de la palabra, generando a

veces dilaciones innecesa ria s".2aa

. La concentración del juicio oral puede verse afectado por ia imposibilidad de

celebrar las audiencias de acuerdo a los plazos determinados por la ley (debido

a la agenda que se maneja dentro del órgano jurisdiccional), provocando la

dispersión de las actuaciones y diligencias procesales. "Este es en rigor un

,.13 lbid.
241http://www. dab.com.arlarticles/105/venlajas-e-inconvenientes-de-la-oralidad y del mod.aspx
julio de 2015).
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problema de recursos humanos y materiales, pero que hay que tener en cuenta

a la hora de proyectar una reforma procesal".2as

Se necesita la plena atenc¡ón del juez durante el desarrollo de las audiencias, el

diligenciamiento de medios probatorios y las alegaciones de las partes; de lo

contrario, no podrá realizar una valoración objetiva y certera de la prueba y

declaraciones presentadas, afectando con su conducta negligente las resultas

del proceso. La misma circunstancia puede surgir frente a la excesiva carga de

procesos que manejan los juzgados.

Existe la posibilidad que el juez, en el momento de decisión, sobrevalore los

elementos de lenguaje corporal apreciados en las pañes y demás sujetos

procesales durante las audiencias; desfavoreciendo Ia prueba que ha cumplido

con el procedimiento establecido en tey y, en consecuencia, basando la

sentenc¡a en meras impresiones. "Los jueces no están hoy en día preparados

para analizar este tipo de lenguaje. Además, seguramente estas impresiones no

constarán en las sentencias, con lo cual será para las partes muy difícil atacar

este aspecto de la fundamentación de la decisión'.246

. La celeridad que caracteriza al juicio oral puede provocar resoluciones

precipitadas y superficiales, especialmente en las audiencias breves. "Ocurre

que ( )se tiene poco tiempo para la reflexión en torno al pensamiento

215 lb¡d.
246 lb¡d.
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manifestado. Esto es así ya que la palabra hablada es efímera, y se presta

menos a la po nde ración'. zaz lsic)

' En ocasiones ra finaridad misma der juicio y su oraridad puede verse

tergiversada por una práctica judicial incorrecta. "ocurre que hay ordenamientos

procesales en ros cuares se permite gue se presenten por escrito ras

alegaciones y los retrados se rimitan ruego a reer Io aIí ur5o.r¿o".2aB La

dinámica existente dentro der proceso debe promover un diálogo que permita ar

juez conducir la controversia hacia su adecuada resolución.

En conclusión, según ra percepción de ra sustentante, ra crisis que sufre er sector

¡usticra actualmente en Guatemala no se debe precisamente al proceso jurisdiccional,

pues cada uno de ellos se encuentra diseñado para desarrollar y brindar una resolución

adecuada a los casos concretos de conformidad con ra materia y naturareza de ros

asuntos. La ineficacia radica en factores ajenos al proceso, ya sean de ripo humano,

ético y profesional, técnico, institucional, económico, infraestructu ra, volumen de

procesos que se conocen, entre otros, por los operadores de justicia.

sin embargo, en función de que se cumpra con Ia apricación de justicia pronta y

cumplida, se considera necesario que er Estado (a través der organismo

constitucionalmente legitimado para el efecto) realice cambios a la legislacrón, los

cuaies sean congruentes a la naturaleza de las controversias que surgen entre ras

partes, con la finalidad de ajustar el proceso judicial a las necesidades e intereses de

247 lb¡d.
2,18 lb¡d.
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los involucrados. De igual manera, estas reformas deben guardar relación con la rama

del Derecho a la que corresponde el derecho controvertido y los pr¡ncipios que

predominan en la misma, temática que será estudiada en el siguiente capítulo.
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CAPITULO IV

4. La acción procesal de competencia desleal en materia mercant¡l

4.1 Aspectos generales

Como se estableció con anter¡oridad, la naturaleza social del ser humano y

relaciones que surgen entre individuos pueden provocar conflictos entre ellos,

cuales necesitan ser resueltos de forma que aseguren su convivencia armónica.

De acuerdo a lo preceptuado en la Carta Magna, el pueblo de Guatemala delega su

soberanía al Estado, el cual lo divide en tres organismos completamente

independientes para su adecuado ejercicro, asignando específicamente la

administración y aplicación de la.justicia al Organismo Judicial. El derecho subjetivo

del individuo de poner en movimiento los órganos que conforman dicho organismo para

la satisfacción de una pretensión se encuentra igualmente consagrado en el Artículo 28

de la Constitución, por ser una garantía que le ampara a todo habitante de la

República. A este derecho del individuo, en materia de derecho procesal, se le

denomina como acción. La acción procesal se define como:

"...derecho a acudir a un luez o tribunal recabando de él la tutela de un derecho o de

un inlerés".2'1s

24! http://lema. rae.es/drae/?val=acci%C3% B3n (29 de julio de 2015).
749
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"... poder jurÍdico que tiene todo sujeto de derecho. de acudir a los órganos

jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión".2so

"...e1 derecho público, cívico, subjetivo, abstracto y autónomo, que tiene toda persona

natural o jurídica, para obtener la aplicación de la jurisdicción del Estado a un caso

concreto mediante una sentencia, a través de un proceso".251

La sustentante define la acción procesal como el derecho subjetivo que le asiste a toda

persona (jurídica individual o lurídica colectiva) de acudrr ante los órganos

ju risd iccio nales y solicitar la aplicación de justicia a través de un proceso, con la

intención de obtener la tutela de un derecho por medio de la satisfacción de una

pretensión. De tal manera que es la acción la que debe ponerse en marcha por quien

(de acuerdo a Ia temática de esta investigación) se considere sujeto a un acto de

competenc¡a desleal en el ámbito mercantil.

4.2 El juicio ordinario y el juicio oral como procedimientos frente al sistema de

aplicación de justicia

Conforme a lo desarrollado en el capítulo respectivo, el Decreto Ley número 107,

Códlgo Procesal Civil y Mercantil (vigente desde el '1 de julio de 1964), responde a

cierta realidad jurídica y socioeconómica, la cual ha cambiado "... por el crecimiento

demográfico, evolución del comercio y modernización tecnológica, lo que ha provocado

una excesiva litigiosidad, esto ha incidido en las actuales cargas de trabajo,

250 Couture. Op.C¡t. Pá9. 57.
25rGordrllo Galindo. Op. Cit. Pá9.46.
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provocando que el sistema procesal se torne lento y sobre todo no responda a las

necesidades de una justicia pronta y cumplida que reclama la población... ".252

Como respuesta a tal realidad, la Corte Suprema de Justicia ha elaborado un

anteproyecto de reforma a dicho cuerpo legal, "...e| cual consiste en una propuesta

integral, contextualizada y sustentada en las politicas judiciales que la Corte Suprema

de Justicia impulsa por medio del Plan Estratégico Quinquenal 2016-2020'.253 A través

de estas reformas, el Organ¡smo Judicial pretende:

. Dinamizar y agilizil los procesos de conocimiento en materia civil y mercantil;

. Adaptar la actividad jurisdiccional a las exigencias y necesidades de la

población;

. lncorporar al proceso judicial las facilidades tecnológicas actuales,

. Proyectar una imagen de confianza y efectivo acceso a la justicia, más al

alcance de los habitantes de la República: ". . . otorgar a la sociedad una tutela

judicial efectiva que debe suponer un acercamiento de la justicia al

justiciable. . . "254; visión que se encuentra también contenida en Artículo 28 del

Decreto número 4'l-99, Ley de la Carrera Judicial; y

. "...la solución de los conflictos como mecanismo válidos para sustentar un clima

favorable para el desarrollo del paÍs, al contar con un proceso ág¡1, concreto,

transparente y sencillo en aras del bien común'255, objetivo que constituye la

252Corte Suprema de Justicia. Cámara Civil. Anteproyecto de reforma al Código Procesal Civil y
Mercant¡1. Pá9. 2.
253http.//www.o1.gob.gt/camaracivil/index.php?option=com_content&view=article&id=249:camara-civil-

culmina-exitosamente-socializacion-del-anteproyecto-de-reforma-al-codigo-procesal-civil-y-m ercantil-en-
todo-el-pais&catid=42:rokstories&ltem id=102 (30 de julio de 2015)
25r Corte Suprema de Justic¡a. Cámara Civil. Op. Cit. Pág. 5.
255 lbid. Pá9. 3.
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misión del Organismo Judicial: "Administrar justicia garantizando su acceso a la

población, en procura de la paz y armonía social".256

La idea central del sistema de administraciÓn de justicia civil que se proyecta es un

modelo de gestión por audiencias que obedece a los principios procesales de oralidad,

inmediación, economía, publicidad y oficiosidad; "... buscando la transparenc¡a en las

actuaciones judiciales, en donde prevalecerá el contradictor¡o y la intervención directa

del juez y las partes en todas y cada una de las etapas procesales".257 Asimismo, la

audiencia oral constituye el elemenlo medular del proceso, lo cual "... permite el

¡ntercamb¡o, la ratificación y la más fácil descripción de los hechos, con las debidas

contradicciones, lo que establecerá un proceso oral, ágil y que cumple con ¡os

requerimientos de la modernidad procesal, en donde se aplique las herramientas que

otorga la tecnología, en beneficio en la reducción de los plazos y facilitando la solución

de"los conflictos en forma inmediata y eficaz".258

Coincidentemente, esta reforma se encuentra en armonía con la propuesta presentada

por la sustentante (que será desarrollada posteriormente), la cual consiste en unificar y

establecer el .juicio oral como la vía procedente para conocer, tramitar y resolver las

controversias relativas a la competencia desleal en materia mercantil.

Es ¡mportante establecer que este modelo valora las cualidades y beneficios de la

escritura, la cual confiere certeza jurídica al proceso y permite al órgano jurisdiccional

256http://w!vw.oj.qob.gt/index.php?option=com content&view=article&id='163&ltem id=56
2015).
257 Corte Suprema de Justicia. Cámara Civrl. Op. Cit. Pá9. 3.
258 lb¡d. Páq 4.
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la formación del respectivo expediente físico. En consecuencia, plantea qUe ciertaS

actuaciones y diligencias judiciales cont¡núen realizándose de manera escrita.

Los órganos jurisd iccio na les y sus iueces reconocen que, al implementarse dicho

modelo de gestión de justicia en materia civil, deberán crearse más juzgados, dado

que, a pesar de que el proceso de conocimiento será más breve. la mayor parte del

mismo estará compuesto por audiencias, lo cual demandará más tiempo por parte de

los jueces y personal de los órganos ju risd iccio na les.

4.3 Desventajas de la actual regulación legal de la acción procesal de competencia

desleal en materia mercantil

El ordenamiento jurídico guatemalteco, como ya fue expuesto, no cuenta con un

cuerpo normativo específico que desarrolle el derecho de competencia, el cual

const¡tuye una temática vinculada al derecho mercantil, circunstancia que coloca a

Guatemala en una evidente desventaja frente a otros países del mundo en cuanto a su

capacidad de competitividad tanto a nivel regional como internacional.

Dicha situación persiste a pesar de que, desde el año 2011, existe en el Congreso de

la República de Guatemala la iniciativa de ley número 4426 (Ley de Competencia), la

cual busca cumplir con el requertmiento internacional de la elaboración de una

normativa que regule las interacciones entre productores y comerciantes y estos frente

a los consumidores y usuarios, con el fin de propiciar un ambiente de mercado
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sanamente competitivo y particularmente, que respete las garantías co nstituciona les de

las personas como agentes de la dinámica económica.

En consecuencia, las normas jurídicas atinentes al derecho de competencia, a la

competencia desleal y a sus respectivas acciones procesales en Guatemala se

encuentran dispersas en var¡os cuerpos legales. Específicamente, el aspecto adjet¡vo

o procesal está establec¡do en el Código de Comercjo de Guatemala, en el Artículo

364, mediante el proceso de conocimiento ordinario como la vía procedente para

entablar la acción procesal y resolver las controversias de competencia desleal.

Se aprecia por la sustentante que la vía ordinaria no es la más adecuada y eficiente

para dirimir litigios en materia de derecho de competencia, debido a que en esta:

. Los plazos son más prolongados, por lo que se dilata el tiempo de discusión;

. La parte contraria está facultada para interponer excepciones y recursos

establecidos en la ley y a esto se adicionan los plazos fijados y la contestación

de demanda que son más amplios; y

. De acuerdo a expedientes judiciales estud¡ados, en la actualidad un juicio

ordinario tiene una duración de tres años y, en caso se presenten ciertas

inc¡dencras durante el lit¡gio, puede durar un promedio de ocho, diez y hasta

quince años, lo cual no favorece la impartición pronta y cumplida de justicia.

Aunado a estos aspectos propiamente adjetivos, se estima que el proceso ordinario no

guarda compatibilidad con las característ¡cas que se configuran en las relaciones de

carácter comercial, tales como la rapidez y libertad en los medios para traficar.
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Lo anterior permite afirmar a la sustentante que dirimir controversias relativas a la

competencia desleal por esta vía no es funcional, ya que perjudica de gran manera al

agente económico (público consumidor o compet¡dores) cuyos derechos están siendo

vulnerados a través de los actos desleales. Asimismo, el proceso de conocim¡ento

tiende a ser bastante prolongado y existe la posibilidad de que, al momento de

obtenerse una sentencia, los daños y perjuicios provocados por dichos actos sean

permanentes o irreparables si no se tomaron las providencias cautelares respectivas.

4.4. Regulación de la acción procesal de competencia desleal en materia de

propiedad industnal en la Ley de Propiedad lndustrial, y sus ventajas

Los actos de competencia desleal en materia de propiedad industrial se encuentran

descritos en el Título V del Decreto 57-2000, mientras que las acciones procesales

conforman el contenido del Título Vl del mencionado Decreto. Con base a esta

particularidad, la sustentante determina que dicho Decreto y su estructura obedece a

una mejor sistemática jurídica en comparación al Código de Comerclo de Guatemala.

En cuanto a la acción procesal, la referida ley establece la vía oral como el proceso de

cognición a entablar para resolver las contiendas surgidas de las relaciones de esta

rama del derecho de propiedad intelectual. A criterio de la sustentante, es importante

resaltar ciertos beneficios de este proceso, tales como:

. La presencia directa y continua del juez durante las audiencias y en el desarrollo

de las etapas y diligencias procesales (también denominado como pr¡ncipio

procesal de inmediación). Esto le permite un mejor conocimrento del caso
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concreto, las pretensiones del actor, los argumentos de defensa del demandado,

asÍ como el d iligenciamiento de la prueba propuesta por ambas pañes,

reflejándose su conveniencia en la congruencia de la sentencia dictada;

La brevedad de los plazos establecidos en su desarrollo, rasgo que garantiza

una ágil resolución final y una pronta administración de.lusticia al caso concreto;

La prevalencia de la oralidad y la concentración, la cual se refleja en la gestión

procesal mediante audiencias que procura reunir el mayor número de etapas

procesales y sus drligencias en Ia menor cantidad de audiencias posibles:

La reducción de gastos e inversión de tiempo que implica un proceso de

conocimiento breve y oral (que configura el principio de economía procesal), lo

cual es beneficioso tanto para las partes como para el órgano jurisdiccional;

Un proceso de conocimiento que torna rápida y accesible la adecuada tutela de

Ios derechos de los agentes económicos involucrados en el litigio; y

El ejercicio más asertivo y mejor estructurado de la función jurisdiccional con el

propós¡to de administrar justicia de forma proba, pronta y cumplida.

Quiere decir entonces que, s¡ en materia de propiedad industrial es posrble dirimir

conflictos de competencia desleal por una vía más expedita, también es factible su

aplicación en materia mercantil.

4.4.1 Caso concreto de actos desleales en materia de propiedad industrial

Con el fin de ilustrar los actos desleales que se cometen en el ámbito mercantil y su

desarrollo dentro del proceso, así como para comprender las ventajas antes
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menc¡onadas, se procedió a efectuar un estud¡o de los expedientes judiciales. Se

presenta a continuación la síntesis de uno de ellos, el cual fue conocido por el Juzgado

Décimo Segundo de Primera lnstancia Civil del municipio y departamento de

Guatemala durante los años 2O13 y 2014 respectivamente.

PROCESO No. 0'l 162-20'13-00343

El proceso fue iniciado el .16 de mayo del año 2013 a través de la interposición de

demanda por la parte actora, Colgate Palmolive Company, empresa multinacional que

se dedica a la fabricación, distr¡bución y venta de productos de higiene bucal, htgiene

personal y limpieza del hogar. La demandada fue Procter & Gamble lnteramericas de

Guatemala, L¡mitada, una empresa nacional cuya actividad es la distribución de bienes

de consumo de igual naturaleza.

La entidad actora afirmó ser perjudicada por las conductas ejecutadas por la

demandada, las cuales se enfocaban, a su criterio, en la publicidad comparativa. Tal

afirmación devenía de ciertos hechos observados en un anuncio publicitario de pasta

dentífnca emitido en los canales de televisión nacional, los cuales básicamente

consistían en lo s¡guiente:

Se presentaban a dos consumidoras, cada una de ellas utiliza un producto

dentífrico diferente: el producto del demandado y un producto genérico;

La vestimenta de ambas consumidoras presentaba colores alusivos a cada uno de

los productos que cada una utiliza y que se comparan entre sí;
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En el anuncio publicitario aparece una persona de sexo masculino quien figura

como odontólogo, dada su vestimenta; sin embargo, su calidad como profesional

no se acredita;

Se presenta una lista comparativa de beneficios que colocan en gran ventaja al

producto del demandado frente al consumidor, y

Se establece que el producto genérico no proporciona salud bucal, Únicamente

blancura de la dentadura; mientras que el producto del demandado cumple con

ambas funciones, representando una mejor opción de compra.

La entidad actora fundamentó su acción en los Artículos 43 y 130 de la Constitución

Política de la República de Guatemala; Ar1ículo 10 bis del Convenio de París para la

protección y los Artículos 172. 173 b), 182 y 186 del Decreto 57-2000, Ley de

Propiedad lndustrial. As¡mismo, basó su reclamación en los razonamientos siguientes:

El demandado utiliza formas ofensivas y engañosas para destacar la superioridad

del producto, logrando con ello la denigración de la marca competidora, así como

desviar la preferencia del público consumidor y atentar contra el acervo clientelar;

Se hace uso de hechos y afirmaciones falsas o inexactas que desacreditan al

producto competidor;

Se comete un falso e inexacto relativo a la persona que aparece como odontólogo

según la vestimenta, quien pretende fundamentar afirmaciones relativas a las

cualidades y beneficios del producto. Su calidad profesional no se ve acreditada

debidamente durante el anuncio comercial;
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Se afirma la obtención de más beneficios, sin base cierta y fundamentada.

Además, no establece periodicidad del uso del producto o sus parámetros para

establecer tal extremo;

Dichas acciones constitutivas de competencia desleal no necesitan haber causado

efect¡vamente descrédito, ya que se manifiesta que los productos del compet¡dor no

son seguros, no cumplen requisitos o efectos suficientes para la satisfaccrón de las

necesidades del consumidor; y

Se utilizan señuelos que llamen la atención sobre las bondades o excelencias del

producto o servicio, que no existen en realidad. Los consumidores son o pueden

ser desviados de sus proveedores habituales, configurándose de esa manera la

ilicitud del comportamiento; sin que ello dependa de que el engaño se produzca de

forma efectiva y real, es decir, basta con que eventualmente ello pueda producirse.

Como medios probatorios en poder de tercero se solic¡taron: informes que

demostrasen la superioridad del producto del demandado, así como la periodicidad de

su uso y parámetros. Asimismo, se solicitó acreditar la calidad profesional del

odontólogo que participaba en el anuncio comercial y reporte de reproducción de

anuncio televisivo (número de veces de reproducción, horario, duración del anuncio y

canales en que fue transmitido). La petición de fondo en el escrito ínicial consistía en:

Solicitar como providencia cautelar la suspensión provisional de la publicidad;

En sentencia, ordenar la suspensión definitiva de la utilización de tal elemento

publicitario;
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Abstención permanente de realizar publicidad semejante, así como aludir a los

productos del actor, directamente o por colores; y

Condenar en daños y perjuicios, así como al pago de costas procesales.

El 17 de mayo del año 2O13 el juzgado dictó resolución de trámite, señalando como

fecha para la prlmera audiencia el nueve de julio del mismo año y se apercibió a las

partes de comparecer con sus medios probatorios. Poster¡ormente, el actor amplió la

demanda con el objeto de constituir mandatario y solicitar informe a canales televisivos

acerca de la transmisión del anuncio publicrtario y otros datos relativos a la emisión. por

lo cual se reprogramó la audiencia para el 22 de agosto del año 2013. En esta, se dio

la contestación de demanda, en la cual el demandado alegó que:

El anuncio publicitario no infringe lo dispuesto en el Código de Comercio de

Guatemala, la Ley de Protección al Consumidor y Usuario o la Ley de Proptedad

lndustrial;

El modelo del producto competidor se presenta en blanco y negro, y no se

mencionan nombres o marcas determinadas; por lo que no representa a ningún

producto específico, la referencia es genérica. Por lo tanto, el actor realiza una

interpretación arbitraria del contenido del anuncio publicitario;

No se ha omitido información relevante;

No hay comparación directa ni indirecta;

EI mensaje transmitido está basado en estudios e información verificable y

cuantificable. El demandado acompaña como prueba documental los estudios

técnicos y científicos realizados por su compañía, comparando las cualidades tanto
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de su propio producto, como del producto competidor: la composición química, los

efectos en la salud bucal, los beneficios que representa su uso, entre otros; y

No existe perjuicio real dirigido hacra el actor.

Asimismo, el demandado interpone la excepción denominada: lmprocedencia por no

configurarse los hechos alegados por la parte demandante. Poster¡ormente, el órgano

jurisdiccional señaló el 12 de septiembre de 2013 como día para segunda aud¡encia.

El 22 de agosto fue ¡nterpuesto un recurso de nulidad por parte del actor motivado, a su

criterio, por una violación a la ley relativa a la contestación de Ia demanda carente de

fundamento, medio que fue resuelto como improcedente el 26 de agosto del mismo

año y posteriormente impugnada dicha resolución.

El 10 de enero del año 2O14 fue dictada la sentencia, en la cual se declara sin lugar la

demanda, con lugar la excepción de improcedencia y se condena a la pade actora al

pago de costas procesales. Dicha resolución fue impugnada a través del recurso de

apelación el día 26 de febrero del año 2014, medio que fue conocido por la Sala

Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo Civil y Mercantil. Dicha Sala resolvió el

12 de mayo de 2014 revocar la sentencia dictada en primera instancia, declarar

parcialmente con lugar la abstención de publicidad y sin lugar la petición de condena

por daños y perjuicios, así como la excepción mencionada anteriormente.

Como puede observarse de este resumen, este proceso en particular tuvo una

duración aproximada de un año, período que pudo ser menor; sin embargo, surgieron

ciertas incidencias y actuaciones de las partes que demoraron el juicio oral.
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En conclusión, los principios de inmediaciÓn, oralidad y concentración que imperaron

durante las audiencias en las que se desarrolló el proceso permitieron que los plazos

de tramjtación fuera más breves; se procurara alcanzar una conciliación S¡ fuese

pos¡ble; se dil¡genciaran los med¡os probatorios de la manera más eficaz y

concentrada; y que hubiere reducciÓn de gastos y mayor libertad de las partes para

man¡festarse en relación al derecho Controvedido, lo cual benefic¡a completamente a

los agentes económicos y demás sujetos procesales involucrados en este proceso.

Además, el principio de oralidad busca dinamizar el proceso de conocimtento y permite

que ciertas diligencias se desarrollen en audiencias y ante la presenc¡a del juez,

logrando con ello una descripción máS clara de los hechos motivadores del proceso,

una mayor veracidad en relación a las pretensiones del actor y medios de defensa del

demandado, así como "...contrarrestar el litigio de mala fe, oneroso, rígido y lento... '.2se

Particularmente en materia de derecho mercantil, es fundamental que esta clase de

controvers¡as se solucionen de la forma más expedita, económica y eficaz; dado que el

juicio ordinario (que se caracleriza por su escritura y ampl¡tud de plazos) no contribuye

a una pronta solución de la controvers¡a y, por ende, a la aplicación de just¡c¡a que se

ajuste a las necesidades de las partes y a la tutela de sus derechos.

Es indudable la importancia que las relac¡ones comerciales tienen en la economía de

un paÍs, y aún más su trascendencia en el desarrollo integral del mismo; por lo que la

sustentante considera esencial que los conflictos de competencia desleal se tramiten y

resuelvan de la forma más pronta y dinámica, con el objeto de que los derechos que se

25! Corte Suprema de Justicia. Cámara Civil. Op.Cit. Pá9. 2.
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han visto vulnerados por los actos desleales ejecutados, sean afectados lo menos

pos¡ble y se logre de esta manera una adecuada protección de la población y sus

intereses, a través de la administración de just¡cia pronta y cumplida. Para ello, es

igualmente necesar¡o el control y fiscalización por parte de las autoridades respectivas

(Dirección de Atención y Asrstencia al consumidor y usuario, Ministerio de Economía,

Superintendencia de Administración Tributaria, entre otras), con el objeto de velar por

que las interacciones comerciales se desarrollen con apego a las disposic¡ones legales

de carácter mercantil, fiscal y administrativo; en un ambiente de sana competitividad,

libefiad de mercado para los agentes económicos y con respeto a las necesidades e

intereses de los consumidores y usuanos.

Asimismo, es precisa la actuación de la Procuraduría General de la Nación (como ente

legitimado) en caso de entablar una acción procesal por la vía mercantil; y del

Ministerio Público al calificar y detectar actos desleales que constttuyan conductas

prohibidas por la ley penal y que vulneren los brenes jurídicos tutelados de la industria,

comercio y economía nacional, para hacer efectiva la acción penal respectiva.

4.5 Resultados obtenidos del estudio de expedientes judiciales

Con el objeto de establecer la carga de trabajo de los órganos jurisd icciona les del ramo

civil en el municipio de Guatemala, se sometieron a estudio los datos relativos a la

recepción de demandas para iniciar diversos procesos (en general, no únicamente de

competencia desleal) en las vÍas ordinaria y oral durante los meses de enero a junio
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del año 2014, los cuales fueron publicados por el organismo Judicial. A continuación

se presenta su síntesis:

Juzgado fercero de 1a.

lnstancia Civ¡l
O rd ina rlo

O rd in¡ rlo E 3

Ordina rlo
l

bf64

I Juztado Sépt¡mo de l.-á.

lnstancia Civil

Juzgado Sexto de 1Q.

lnstañciá civil

Juztado Noveno de 1e.

lnstancia Civ¡l

Ord ina rio

Ordinario

Ordinario

Juzgado Dé.imo de 1i.
lnstañcia Civ¡l

Juzgado Décimo Primero de
1¡. lnstanc¡a Civil

Juzgado Déc¡mo Segundo de
lc. lnstancia Civil

Ord¡nario

Juzgado Déc¡mo Tercero de
l.¡. ¡nstanc¡a Civil
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Ordinario

Or¿i^-¿ I
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l

l
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Fuente: www.oi.qob.qt J u lio, 2015.
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Ó rgano .iu risd¡cc¡onal
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JuzSado Pr¡mero de 1i.
lnstancia C¡v¡l

Ordinario 55 11

Juztado Setundo de 14.
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Ju2Sado Cuarto de 1e.
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5
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i
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20t4
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20L4
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0
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: Juztado Primero de 1E.

' lnstancia civ¡l

Ju¿gado Segundo de 1e.

20L4 2074
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i lnstanc¡a Civil
I
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Ju¿Bado Sexto de 1e
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19. lnstan.ia C¡v¡l

i luzgado Décimo Quinto de
1e. lnstancia C¡vil
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ora I
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Total casos

recib¡dos enero-
nio 2014

Juzgado Pr¡mero de la.
lnstancia Civil (año 195

Juzgado SeBundo de 13.

lnstancia c¡vil (año 1957)

.luzgado Tercero de 1e.

lnstancia Civil (año 1957

Juzgado Cuarto de 1e. lnstanc¡a

civ¡l (año 1957

Juzgado Quinto de 1c. lnstancia
civ¡l (año 1957

Juzgado Sexto de 1!. lnstancia
c¡vil (año 195

Juzgado Sépt¡mo de 1e.

Ins!!!!ial!!v!r ("19 1921
Juzgado Octavo de 1!.lnstancia

i ai,,it l.ñ^ 1qq9l_ cyl (9ño r
Juzgado Noveno de 1n.

lnstancia civil (año 19q8)

Juzgado Déc¡mo de le.
lnstancia civ¡l (año 1998

22.9%

Juzgado Décimo Segundo de
1c. lnstanc¡a C¡v¡l (año 2003)

26.5%

Tomando como fundamento dichos datos oficiales, y luego de haber s¡do comparados

e interpretados, la sustentante establece las conclusiones siguientes:

. Los órganos ju risd iccionales del municipio de Guatemala reciben mensualmente

un número aproximado de 85 demandas para conocer en juicio ordinario,

mientras que el número de demandas para juicio oral es de 21 . Es evidente la

37

35

26.5%

Fuente. www.oi.qob.qt Julio, 2015.

Juzgado Décimo Pr¡mero de 1e

lnstanc¡a civil (año 2003

Juzgado Décimo Tercero de 1e.
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Juzgado Décimo cuarto de le
lnstancia c¡v¡l (año 2010
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organo jurisdiccional y año d--tuiclo oral Ju¡cio ordinario
creación enero-jun¡o enero-iun¡o I

Expedientes orales

frente a expedientes
ordinar¡os %

10

.34
34

43

43

34

8

9

35

33

30

.

t

38

43
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carga de trabajo que los órganos ju risd icciona les tienen en relación a los

procesos civiles en vÍa ordinaria que deben tramitar, conocer y resolver.

Tomando en cuenta las cifras antes indicadas, puede establecerse que por cada

cuatro demandas para juicio ordinario, se interpone una demanda para juicio

oral. Es decir, las demandas para juicio oral constituyen el 25"h de la cantidad

total de escritos iniciales para juicio ord¡nario.

Asimismo, por cada 8.4 demandas para juicio oral que son conocidas por cada

órgano jurisdiccional semestralmente, este debe conocer 34 en la vía del

proceso ordinario, en el mismo tiempo.

La cantidad de procesos ordinarios existentes en los órganos lurisdiccionales

representan una copiosa carga de traba.jo a largo plazo tanto para el juez como

para el personal auxiliar del órgano, la cual, de acuerdo a las actuaciones de las

partes, desenvolvimiento del proceso e incidencias del mismo, puede durar años

hasta alcanzar una sentencia.

El proceso de conocimiento ordinario obedece al principio procesal de escritura,

característica que tiende a retardar la adm¡n¡stración pronta y cumplida de

justicia al caso concreto.

Además, se puede apreciar que en los datos relativos al juicio oral, a cada

órgano le es asignado un número que osc¡la entre cero y cuatro demandas para

.iu¡cio oral, de forma mensual. Por el contrario, la asignación mensual de

demandas para ventilar en vía ord¡nar¡a es entre tres a diez.

El proceso de conocimiento oral representa para los órganos jurisd iccio na les un

gran beneficio, ya que este es rápido, eficaz y permite una pronta y cumplida

administración de justicia y, además, el ¡ngreso mensual de demandas para

761



conocer en juicio oral es s¡g nificativa mente menor al aprecjado en el proceso de

conocimiento ordinar¡o.

4.6 El proceso de conocimiento oral como medio ¡dóneo para la resolución

controversias relativas a la competencia desleal en materia mercantil y

necesidad de regulación en el ordenamiento jurídico vigente

Tomando en consideración los aspectos de orden cuantitativo y cualitativo

anteriormente expuestos, la sustentante afirma que la vÍa oral es el proceso de

conocimiento más adecuado para conocer, tramitar y resolver conflictos relativos a la

competencia desleal en materia mercantil, por cuanto es un proceso:

Compatible con las características y principios que rigen al derecho mercantil;

Garantiza la eficiente, pronta y cumplida administración de justicia en los casos

relativos a actos desleales en materia mercantil;

Propicia la concentración de etapas y diligencias, y en consecuencia, la reducción

de gastos y de tiempo tanto de los agentes económicos involucrados en el litigio

como para el órgano jurisdiccional que lo conoce, y por extensión, para el Estado de

G uatema la;

Es congruente con la visión que promulga el Organismo Judicial: liderar acciones de

acceso y fortalecimiento al ststema de justicia.

de

SU
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Para poder llevar a cabo la implementación del juicio oral para el conocimiento y

posterior resolución de conflictos derivados de la competencia desleal en materia

mercantil es imperativo adaptar la legislación vigente a través de la reforma del Artículo

364 del Decreto 2-70 del Congreso de la República de Guatemala, Código de

Comercio de Guatemaia; cuyo proyecto se propone a continuación.

4.7 Propuesta de reforma del Código de Comercio, estableciendo el juicio oral como la

vía procedente en la resolución controversias relativas a la competencia desleal en

materia mercantil.

CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

DECRETO NÚMERO...

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con los Ar1Ículos 1 y 29 de la Constitución Política de la República,

el Estado garanliza y protege la seguridad de la persona, y el libre acceso de esta a los

tribunales para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos de conformidad con la

ley.

CONSIDERANDO:

Que el crecimiento demográfico, la evolución del comercio y la modernización

tecnológica ha provocado una excesiva litigiosidad, lo cual ha jncidido en las actuales
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cargas de trabajo, provocando que el sistema procesal se torne lento y principalmente

no responda a las necesidades de una justicia pronta y cumplida que reclama la

población.

CONSIDERANDO:

Que es necesaria una reforma a la legislaciÓn procesal civil y mercantil, que llene las

expectativas de modernidad, con el afán de revert¡r en su estructura el sistema actual

eminentemente escrito, y con el ob.ieto de dinamizar los procesos de conocimiento,

cumpliendo con los principios procesales de oralidad, inmediación, concentración,

economía procesal; buscando la transparencia en las actuaciones tanto de las partes

como las del órgano lurisdicctonal.

POR TANTO:

En ejercicio de las funciones que le confiere el Ar1ículo 171 literal a) de la Constitución

Política de la República de Guatemala.

DECRETA:

La siguiente reforma al Código de Comercio, Decreto número 2-70 del Congreso de la

República.

Artículo 1. Se reforma el Artículo 364 del Decreto número 2-7O del Congreso de la

República, Código de Comercio de Guatemala, el cual queda así:
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ARTÍCULO 364. Acción de competencia desleal. La acción de competencia desleal

deberá ser entablada en la via oral, por cualquier pequdicado, la asociación gremial

respectiva o el Ministerio Público.

Artículo 2. Vigencia. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su

publicación en el Diario Oficial.

Emitido en el Palacio del Organismo Legislativo, en la ciudad de Guatemala, a los...

días del mes de... del año dos mil...

f) Presidente del Congreso

f) Secretario f) Secretario
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CONCLUSION DISCURSIVA

La ciencia del Derecho constituye una serie de lineamientos creado por los grupos

sociales, los cuales buscan regular la conducta de los individuos en las diversas

interacciones que surgen de la vida en comunidad. El Derecho debe ser una estructura

que evolucrone, y especialmente en su ámbito mercantil, que se ajuste a las

particularidades que se presentan en la dinámica de mercado, a los intereses y

necesidades de los agentes económicos que en este participan. y al resguardo del

trabajo. la industria, el comercio y la economía nacional.

Actualmente, la legislación guatemalteca establece el juicio ordinario como la vía

procedente para dirimir controversias relativas a la competencia desleal, cuya temática

corresponde al derecho mercantil. Este proceso de conocimiento no es compatible con

los principios y caracteristicas que inspiran esta rama del Derecho, es decir.

adaptabilidad, rapidez y poco formaltsmo, entre otros. Asimismo, la manera en que se

desarrolla el juicio ordinario no attende a los pr¡ncipios procesales de inmediación,

oralidad, concentración y economía, los cuales procuran propiciar la administración

oronta y cumplida de justicia.

Frente a esta problemática se vislumbra una solución congruente e inteligible: adecuar

el proceso de conocimiento relativo a las controversias de competencia desleal a las

características del derecho mercantil; a los principios del derecho procesal civil y

mercantil; a los derechos, neces¡dades e intereses que las partes necesitan que se

tutelen; y al debido cumplimrento de una administración de justicia proba, pronta,

eficaz.

Como solución técnica juridica se propone la reforma de la norma que cont¡ene tal

disposición, estableciendo el proceso de conocimiento oral como la vía idónea para
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conocer, tramitar y resolver los ya referidos conflictos. Por tanto, el Estado de

Guatemala, a través del Congreso de la República, es el legitimado para poder realizar

d icha adecuación.

En conclusión, y como resultado del trabajo de investigación realizado, se ha

establecido y demostrado de manera suficiente que el conocimiento de controversias

de competencia desleal a través del juicio oral. debido a los principios procesales que

en este se configuran, beneficia a todos los sujetos en él involucrados, por cuanto:

at¡ende directamente a las necesidades e intereses de Ios agentes económicos,

coadyuva a la reducción de la carga de trabajo de los órganos lurisdiccionales; propicia

la pronta y cumplida administración de justicia: y en consecuencia, promueve la

apropiada y eficiente tutela de los derechos de los individuos y de la colectividad.
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